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COMISIONES, SUBCOMISIONES 
Y PONENCIAS

041/000027

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento del Congreso de los Diputados, se ordena la 
publicación en el Boletín Oficial de las Cortes Generales 

de la baja de doña María José Sánchez Rubio como Por-
tavoz del Grupo Parlamentario Socialista en la Comisión 
para las Políticas Integrales de la Discapacidad, notifica-
da con fecha 20 de abril de 2010.

Palacio del Congreso de los Diputados, 21 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

COMPOSICIÓN Y ORGANIZACIÓN DE LA CÁMARA

CONTROL SOBRE LA DISPOSICIONES DEL EJECUTIVO
CON FUERZA DE LEY

DECRETOS-LEYES

130/000028

Se publica a continuación el Real Decreto-ley 5/2010, 
de 31 de marzo, por el que se amplía la vigencia de deter-
minadas medidas económicas de carácter temporal.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2 
de la Constitución, dicho Real Decreto-ley fue someti-
do a debate y votación de totalidad por el Congreso de 
los Diputados en su sesión del día de hoy, en la que se 
acordó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

REAL DECRETO-LEY 5/2010, DE 31 DE MARZO, 
POR EL QUE SE AMPLÍA LA VIGENCIA DE 
DETERMINADAS MEDIDAS ECONÓMICAS DE 

CARÁCTER TEMPORAL

A lo largo de los años 2008 y 2009 se han adoptado 
diversas normas legales de aplicación temporal limita-
da con la finalidad de reducir las consecuencias de la 
crisis sobre ciudadanos y empresas y estimular el man-
tenimiento y la recuperación de la actividad y el creci-
miento económicos. El transcurso del plazo inicial de 
vigencia de estas normas hace ineludible adoptar ahora 
una nueva decisión con rango de ley para posibilitar su 

prórroga mientras su aplicación sigue resultando eficaz 
para favorecer el mantenimiento y desarrollo de la acti-
vidad económica en los sectores afectados.

Con esa finalidad, el presente Real Decreto-ley 
renueva, en primer lugar, la medida complementaria 
sobre el ordenamiento jurídico mercantil que incluyó el 
Real Decreto-ley 10/2008, de 12 de diciembre en su 
disposición adicional única. Así, se establece con una 
vigencia temporal limitada a dos ejercicios sociales un 
régimen excepcional para los supuestos de reducción 
obligatoria de capital y de disolución de sociedades 
anónimas y de responsabilidad limitada como conse-
cuencia de determinadas pérdidas. Esta medida, tal 
como fue adoptada en 2008 a través del citado Real 
Decreto-ley 10/2008, ha permitido amortiguar el impac-
to de la crisis en muchas empresas que, de otra manera, 
se habrían visto gravemente afectadas. De ahí la extraor-
dinaria y urgente necesidad de evitar, a través de la 
renovación de este mismo recurso, que un apreciable 
número de empresas entren ahora en causa de disolu-
ción o, en su caso, en supuestos de reducción obligato-
ria de capital. La reciente evolución de la actividad eco-
nómica internacional nos sigue situando en un contexto 
excepcional, y las pérdidas por deterioro, coyuntural-
mente significativas en determinadas compañías, al 
incorporarse a la cuenta de pérdidas y ganancias habrían 
de computar a los efectos del cálculo de la pérdida del 
patrimonio neto en los supuestos señalados de reduc-
ción de capital y disolución. Por esta razón es necesario 
seguir suspendiendo con una vigencia temporal de dos 
ejercicios sociales a partir de la entrada en vigor del 
Real Decreto-ley, y únicamente para los casos de pérdi-
das por deterioro del inmovilizado material, de las 
inversiones inmobiliarias y de las existencias, el régi-
men societario aplicable, sin que ello suponga, por lo 
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demás, alteración del correspondiente régimen conta-
ble. La necesidad de aplicar esta previsión, basada en 
los recientes datos de evolución financiera, a los proce-
sos en curso imposibilita recurrir a figuras normativas 
distintas al Real Decreto-ley, y justifica la urgencia que 
es presupuesto necesario de este instrumento jurídico.

En segundo lugar, el presente Real Decreto-ley reto-
ma la previsión incluida en el apartado tres de la dispo-
sición adicional cuadragésima primera de la Ley 26/2009, 
de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Esta-
do para el año 2010, en materia de reequilibrio financie-
ro de concesiones de autopistas de peaje, que establece, 
con carácter excepcional, la posibilidad de compensar 
las obras adicionales ya ejecutadas al tiempo de la entra-
da en vigor de dicha Ley y no previstas en los proyectos 
iniciales, pudiendo el Ministerio de Fomento, previo 
informe del Ministerio de Economía y Hacienda, propo-
ner al Gobierno, en los tres meses siguientes a la entrada 
en vigor de la Ley, la finalización convencional de los 
procedimientos derivados de las reclamaciones ya pre-
sentadas por dicho concepto. El acuerdo de finalización, 
según establece la disposición adicional cuadragésima 
primera, deberá determinar las medidas necesarias para 
restablecer el equilibrio económico financiero de las 
concesiones, que consistirán preferentemente en un 
aumento de tarifas o del plazo concesional, debiendo 
recoger asimismo el importe de las obras reconocidas 
para cada concesión.

A la vista de las distintas circunstancias concurren-
tes en cada una de las nueve sociedades concesionarias 
concernidas por la citada disposición, la complejidad 
de las obras adicionales a compensar y de los estudios 
requeridos para adoptar las citadas medidas de reequili-
brio, resulta imprescindible, con el fin de garantizar que 
el proceso previsto en dicha disposición culmine con 
éxito, una ampliación del plazo en ella previsto para la 
finalización convencional de los procedimientos deri-
vados de las mencionadas reclamaciones por obras adi-
cionales. Esas mismas circunstancias sobrevenidas de 
complejidad y nuevos estudios son las que obligan 
ahora a actuar con la urgencia propia del fin del plazo 
previsto en la citada ley 26/2009 y, en consecuencia, 
adoptar el presente Real Decreto-ley.

El artículo 3 del Real Decreto-ley, como medida 
vinculada al fomento del transporte aéreo y respecto al 
tráfico de pasajeros operado en el conjunto de los aero-
puertos de las Islas Canarias, establece desde la entrada 
en vigor del presente Real Decreto-ley y hasta 31 de 
diciembre de 2010 una subvención extraordinaria para 
los sujetos pasivos de la tarifa B.1 en el importe íntegro 
de dicha tarifa por cada pasajero adicional que hayan 
transportado respecto a idéntico período del año 2009. 
La medida constituye una renovación de la prevista por 
el apartado uno de la disposición adicional sexagésima 
primera de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Pre-
supuestos Generales del Estado para 2010, cuyo plazo 
final se alcanzó el pasado 25 de marzo. Con esa renova-
ción, se trata de reforzar positivamente el incremento 

de tráfico alcanzado por las compañías aéreas que ope-
ran en el referido ámbito insular y compensar la pecu-
liaridad derivada de su insularidad. A la urgencia deri-
vada de la finalización de la vigencia de las previsiones 
de la citada Ley 26/2009 debe añadirse la necesidad de 
que la norma esté en vigor inmediatamente para que 
pueda desplegar su finalidad de incentivo de las actua-
ciones de las compañías aéreas y de los propios usua-
rios del transporte aéreo.

El artículo 4 del Real Decreto-ley amplía el período 
de prórroga extraordinaria para la realización de las 
inversiones previstas en el Real Decreto-ley 9/2008, 
de 28 de noviembre, por el que se crea un Fondo Estatal 
de Inversión Local y un Fondo Especial del Estado para 
la Dinamización de la Economía y el Empleo y se 
aprueban créditos extraordinarios para atender su finan-
ciación. Desde finales del mes de junio de 2009 se han 
producido graves situaciones de climatología adversa 
en todo el territorio estatal, produciendo daños en todo 
tipo de infraestructuras de titularidad pública y en bie-
nes de titularidad privada. Esta circunstancia ha influi-
do decisivamente en que la ejecución de determinados 
proyectos de inversión a realizar por los Ayuntamientos 
en el marco del Real Decreto-ley 9/2008, de 28 de 
noviembre, se haya demorado inevitablemente. Se trata, 
por tanto, de una situación generada por causas de fuer-
za mayor, no imputable a la Administración, que viene 
a añadirse a la complejidad propia de algunas de las 
obras abordadas. Como consecuencia de esta situación, 
se considera oportuno ampliar el plazo de prórroga en 
la ejecución de las obras previstas en el Real Decreto-
ley 9/2008 desde el máximo de los seis meses inicial-
mente previstos, hasta doce meses.

El hecho de que muchos Ayuntamientos se encuen-
tren ya próximos a la conclusión del plazo de prórroga 
inicialmente concedido para la ejecución de sus pro-
yectos, unido a la necesidad de que conozcan con la 
antelación necesaria antes de que finalice dicho plazo 
la posible ampliación del mismo, y, por tanto, la impres-
cindible certidumbre que debe regir en la conclusión de 
dicha ejecución, supone la imposibilidad de acudir a 
una tramitación ordinaria de norma de rango legal, la 
cual, en todo caso, resulta necesaria por modificarse un 
Real Decreto-ley.

Por último, la disposición adicional única del Real 
Decreto-ley pretende también evitar, en la actual situa-
ción económica, situaciones disfuncionales derivadas de 
la aplicación de la normativa reguladora de los aranceles 
de los Procuradores de los Tribunales. Ésta no se acomo-
da en sus tramos más elevados a la realidad de la situa-
ción económica de nuestro país, por lo que es urgente 
modificarla para evitar efectos no deseados, establecien-
do un tope máximo que impida liquidaciones manifiesta-
mente desproporcionadas. Tal situación es especialmente 
necesaria en el ámbito de los procedimientos concursa-
les. En efecto, el fundamento de la Ley concursal es 
garantizar el cobro de sus créditos a los acreedores, bajo 
el principio de la «par conditio creditorum». El trabajo 
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de todos los profesionales implicados en los procesos 
concursales es esencial para tal fin, pero su remunera-
ción debe ajustarse a los servicios realmente desempeña-
dos y en todo caso a unos límites que garanticen que la 
masa no se reduce de tal manera que frustre el objetivo 
final del cobro por los acreedores. Con el Real Decreto-
ley 3/2009 se fijaron una serie de reglas para la remune-
ración de la administración concursal basadas en los 
principios de efectividad y limitación. El presente Real 
Decreto-ley abunda en esa idea estableciendo con carác-
ter general un límite máximo para los derechos de los 
procuradores de los tribunales y ajustando la base de cál-
culo en los procesos concursales.

La imperiosa necesidad de salvaguardar los legítimos 
derechos de los acreedores y la reducción de los costes 
en la administración de justicia exige que ambas reglas 
sean de aplicación a todos los procedimientos en tramita-
ción y a todos los derechos que aún devengados no se 
hayan liquidado con carácter firme. La situación econó-
mica actual y la retribución justa y equitativa de los ser-
vicios prestados por los procuradores de los tribunales 
justifican la adopción de esta medida con urgencia a tra-
vés del presente instrumento evitando que se demore la 
puesta en práctica de unas medidas que ya son efectivas 
para otros operadores jurídicos lo que genera desigual-
dad y falta de equidad en estas cuestiones.

En consecuencia, las medidas contempladas en la 
presente norma reúnen, cada una de ellas, las caracte-
rísticas de urgente y extraordinaria necesidad que cons-
tituyen el presupuesto para su adopción.

En su virtud, haciendo uso de la autorización conteni-
da en el artículo 86 de la Constitución, a propuesta de la 
Ministra de Economía y Hacienda, del Ministro de Justi-
cia, del Ministro de Fomento y del Ministro de Política 
Territorial, y previa deliberación del Consejo de Minis-
tros en su reunión del día 30 de marzo de 2010,

DISPONGO:

Artículo 1. Cómputo de pérdidas en los supuestos de 
reducción obligatoria de capital social en la socie-
dad anónima y de disolución en las sociedades anó-
nimas y de responsabilidad limitada.

Se renueva, sin solución de continuidad y a todos 
los efectos legales, durante los dos ejercicios sociales 
que se cierren a partir de la entrada en vigor del presen-
te Real Decreto-ley, la aplicación de lo dispuesto en el 
apartado 1 de la disposición adicional única del Real 
Decreto-ley 10/2008, de 12 de diciembre.

Artículo 2. Reequilibrio económico financiero de las 
concesiones de autopistas de peaje.

Se prorroga hasta 31 de diciembre de 2010 el plazo 
previsto en la disposición adicional cuadragésima pri-
mera, apartado tres, de la Ley 26/2009, de 23 de diciem-

bre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2010, relativo a la finalización convencional de los 
procedimientos derivados de las reclamaciones por 
obras adicionales ya ejecutadas al tiempo de su entrada 
en vigor por las concesionarias de autopistas de peaje 
competencia de la Administración General de Estado.

Artículo 3. Subvención extraordinaria para el fomen-
to del transporte aéreo de pasajeros.

1. Durante el período comprendido entre el día de 
entrada en vigor de esta disposición y el 31 de diciem-
bre de 2010, y respecto al tráfico de pasajeros operado 
en el conjunto de los aeropuertos de las Islas Canarias, 
se mantendrá la subvención extraordinaria para el 
fomento del transporte aéreo a los sujetos pasivos de la 
tarifa B.1 en el importe que se prevé en el apartado 
segundo de la disposición adicional primera de la 
Ley 5/2009, de 29 de junio, por cada pasajero adicional 
que hayan transportado respecto a idéntico período del 
año 2009.

2. La subvención deberá solicitarse dentro del mes 
de enero de 2011, y se satisfará por AENA compensan-
do su importe con cualesquiera cantidades que le adeu-
den los beneficiarios y, no siendo posible en todo o en 
parte, mediante su abono en dinero antes del 31 de julio 
de 2011.

Artículo 4. Prórroga de la acreditación de inversiones 
y finalización de obras del Fondo Estatal de Inver-
sión Local 2009.

Se modifica el apartado 1 del artículo 7 del Real 
Decreto-ley 9/2008, de 28 de noviembre, por el que se 
crea un Fondo Estatal de Inversión Local y un Fondo 
Especial del Estado para la Dinamización de la Econo-
mía y el Empleo y se aprueban créditos extraordinarios 
para atender su financiación que queda redactado en los 
siguientes términos:

«1. Los Ayuntamientos deberán acreditar la reali-
zación de las inversiones y la finalización de las obras 
durante el primer trimestre de 2010, sin perjuicio de 
que la Dirección General de Cooperación Local, a soli-
citud razonada y debidamente motivada del Ayunta-
miento, pueda otorgar una prórroga que no podrá exce-
der de doce meses cuando incidencias no imputables a 
la administración contratante surgidas en la ejecución 
del contrato hayan retrasado ésta. En este caso, la justi-
ficación deberá presentarse dentro del mes siguiente a 
la conclusión de la citada prórroga.

En el caso de incumplimiento de estos plazos se 
estará a lo previsto en el artículo 10.»

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opon-
gan a lo establecido en el presente Real Decreto-ley.
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Disposición adicional única. Arancel de derechos de 
los procuradores de los Tribunales.

1. La cuantía global por derechos devengados por 
un procurador de los Tribunales en un mismo asunto, 
actuación o proceso no podrá exceder de 300.000 
euros.

Excepcionalmente, y sometido a justificación y 
autorización del juez, se podrá superar el límite ante-
riormente señalado para remunerar justa y adecuada-
mente los servicios profesionales efectivamente reali-
zados por el procurador de manera extraordinaria.

2. En los procesos concursales la base para regular 
los derechos que se devenguen será el 60 por 100 del pasi-
vo resultante de la lista definitiva de acreedores presentada 
por la administración concursal. Cuando el número de 
acreedores que figuren en la lista fuera superior a 300, la 
base de cálculo se elevará al 70 por100 del pasivo.

3. Las reglas establecidas en los apartados anterio-
res serán de aplicación a todas las actuaciones o proce-
dimientos en tramitación a la entrada en vigor del pre-
sente Real Decreto-ley, incluidas las cantidades 
devengadas por actuaciones anteriores que no se hayan 
liquidado con carácter firme.

Disposición final primera. Título competencial.

El presente Real Decreto-ley se dicta en ejercicio de 
las competencias estatales reconocidas en los siguien-
tes preceptos de la Constitución:

a) El artículo 1 del Real Decreto-ley en virtud de las 
competencias sobre legislación mercantil reconocidas en 
el apartado 6 del artículo 149.1 de la Constitución.

b) El artículo 2 del Real Decreto-ley en ejercicio 
de las competencias sobre obras públicas de interés 
general reconocidas en el apartado 24 del artículo 149.1 
de la Constitución.

c) El artículo 3 del Real Decreto-ley en ejercicio 
de las competencias sobre aeropuertos y transporte 
aéreo reconocidas en el apartado 20 del artículo 149.1 
de la Constitución.

d) El artículo 4 del Real Decreto-ley en ejercicio 
de las competencias reconocidas por los apartados 14 
y 18 del artículo 149.1 de la Constitución.

e) La disposición adicional única en virtud de la com-
petencia exclusiva sobre administración de justicia recono-
cida en el apartado 5 del artículo 149.1 de la Constitución.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el 
mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Palma, el 31 de marzo de 2010.

 

130/000029

Se publica a continuación el Real Decreto-ley 6/2010, 
de 9 de abril, de medidas para el impulso de la recupera-
ción económica y el empleo.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2 
de la Constitución, dicho Real Decreto-ley fue someti-
do a debate y votación de totalidad por el Congreso de 
los Diputados en su sesión del día de hoy, en la que se 
acordó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículos 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

REAL DECRETO-LEY 6/2010, DE 9 DE ABRIL, DE 
MEDIDAS PARA EL IMPULSO DE LA RECUPE-

RACIÓN ECONÓMICA Y EL EMPLEO

I

El objetivo de impulsar el crecimiento de la econo-
mía española y, con él, la creación de empleo, y de 
hacerlo sobre unas bases más sólidas y sostenibles, 
exige la adopción en este momento de una serie de 
medidas que refuercen la capacidad de nuestro tejido 
productivo y garanticen un apoyo efectivo de las insti-
tuciones públicas a ese crecimiento.

El Gobierno, en el marco de la Estrategia de Econo-
mía Sostenible, ha adoptado ya diversas iniciativas de 
reforma del marco jurídico de la actividad económica 
con esa finalidad. En este contexto, y en el escenario 
internacional de progresiva retirada de las medidas de 
estímulo a la demanda agregada, es urgente introducir 
ahora una serie de medidas adicionales, necesarias para 
ordenar y orientar el proceso de recuperación desde su 
mismo inicio.

Así lo ha entendido el Gobierno que, de acuerdo con 
la iniciativa formulada por su Presidente en la compa-
recencia parlamentaria del pasado 17 de febrero y con 
la disponibilidad general mostrada por diversos grupos 
parlamentarios, inició el pasado 1 de marzo una ronda 
de negociaciones, con el fin de adoptar, en diálogo 
abierto y constructivo con ellos, nuevas medias de 
impulso de la reactivación y hacerlo con un consenso 
político que, en sí mismo, es especialmente positivo 
por cuanto contribuye de modo muy intenso a elevar la 
confianza en la capacidad de España para superar los 
problemas derivados de la crisis económica.

Sin perjuicio de los procesos de diálogo y concerta-
ción abiertos en sedes específicas en materia de Diálo-
go Social, Pacto de Toledo y estabilidad presupuestaria, 
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así como de futuros acuerdos en la tramitación legisla-
tiva de iniciativas parlamentarias en la misma línea, 
particularmente la Ley de Economía Sostenible, la cita-
da ronda de negociaciones ha permitido constatar, tras 
varias reuniones, y a partir de las diferentes propuestas 
remitidas por el Gobierno y por los grupos políticos 
con representación parlamentaria, un consenso sufi-
ciente sobre diversas iniciativas de impulso a la recupe-
ración económica y el empleo.

Consecuencia de ese acuerdo básico es la adopción 
por parte del Consejo de Ministros y con carácter inme-
diato, con el fin de que incidan cuanto antes en el pro-
ceso de recuperación económica, de las medidas surgi-
das de esa ronda de negociaciones mediante los 
correspondientes acuerdos, normas reglamentarias o 
iniciativas legislativas. El presente Real Decreto-ley 
recoge de entre esas medidas las que unen a su carácter 
urgente la exigencia de rango legal.

De acuerdo con la finalidad expuesta, el Real Decre-
to-ley aborda reformas en diferentes ámbitos que, bien 
por su incidencia sobre el conjunto del sistema produc-
tivo español, bien por su peso específico en el mismo o 
bien por su relevancia en el actual momento de estabili-
zación y recuperación, resultan especialmente relevan-
tes en este momento,

Así, en el capítulo I, se incluyen reformas destina-
das a recuperar la actividad en el sector de la construc-
ción por la vía, fundamentalmente, del impulso fiscal a 
la actividad de la rehabilitación de viviendas, y con el 
objetivo adicional de contribuir a la eficiencia y ahorro 
energético. Se trata de medidas necesarias y urgentes 
en el corto plazo para propiciar incrementos en los 
niveles de empleo y actividad del sector, y para orientar 
la misma por una senda de mayor sostenibilidad.

Por su parte, el capítulo II, incluye un conjunto de 
reformas necesarias para favorecer la actividad empre-
sarial, de aplicación general a todo el sector productivo.

Incluyen, en primer lugar, medidas que aligeran las 
cargas impositivas de las empresas, como la prórroga 
de libertad de amortización en el marco del Impuesto 
sobre Sociedades o la flexibilización de los requisitos 
para la recuperación del Impuesto sobre el Valor Añadi-
do en el caso de impago de facturas, que se consideran 
especialmente relevantes para aliviar el impacto que el 
debilitamiento de la actividad económica produce a las 
empresas.

En segundo lugar, se incluyen medidas que facilitan 
el acceso de nuestro sector productivo a nuevos merca-
dos y, en concreto, a mercados internacionales, como 
son la reforma del seguro de crédito a la exportación o 
la rebaja temporal de diversas tasas en materia de trans-
porte aéreo, con el fin de apoyar la actividad turística.

Unas y otras, por su especial incidencia en este 
momento en la reactivación del crecimiento, tanto por 
el lado de reducción de cargas como por el de facilitar 
nuevas fuentes de ingresos, deben ser aprobadas con 
carácter inmediato.

Las medidas para favorecer la actividad empresarial 
se completan en el capítulo III con otras más específi-
cas, destinadas a las pequeñas y medianas empresas, 
que incluyen la reforma de mecanismos de apoyo finan-
ciero y la reducción de cargas administrativas en el 
ámbito tributario. Estas reformas son necesarias para 
canalizar liquidez a las pequeñas y medianas empresas, 
y en el momento económico actual, y teniendo en cuen-
ta la relevancia de estas empresas en el tejido industrial 
español, son de urgente aprobación, evitando la incerti-
dumbre propia de un procedimiento normativo prolon-
gado.

Por otra parte, el capítulo IV contiene medidas con 
el fin de moderar el impacto negativo de la crisis eco-
nómica sobre los ciudadanos más vulnerables, en parti-
cular, aquellos con cargas familiares. En este contexto, 
es necesario y urgente aprobar una elevación del umbral 
de inembargabilidad para este conjunto de ciudadanos, 
limitado a la situación en la que el precio obtenido por 
la vivienda habitual hipotecada sea insuficiente para 
cubrir el crédito garantizado, así como una reforma tri-
butaria que impulse los servicios vinculados a la aten-
ción a la dependencia, lo que, a su vez, redunda en el 
apoyo al crecimiento de este sector y del empleo gene-
rado en el mismo.

El capítulo V, en el ámbito del sector energético, 
incluye medidas que tienen como objetivo crear las 
condiciones para impulsar nuevas actividades, muy 
relevantes para la modernización del sector, como son 
las empresas de servicios energéticos y el vehículo 
eléctrico, que por su papel dinamizador de la demanda 
interna y, en definitiva, de la recuperación económica, 
deben ser aprobadas y puestas en marcha a la mayor 
brevedad. Asimismo, se introducen medidas para facili-
tar el proceso del titulización del déficit de tarifa eléc-
trico.

Finalmente, el capítulo VI aborda las reformas del 
marco regulador del sector financiero necesarias para 
agilizar el proceso con el fin de afianzar la reestructura-
ción actualmente en curso.

II

En el capítulo I, el artículo 1 modifica la normativa 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
para introducir una nueva deducción temporal por obras 
de mejora en la vivienda habitual. La deducción, que 
soportará íntegramente el Estado, se establece para 
contribuyentes con base imponible inferior a 53.007,20 
euros, que podrán deducirse hasta el 10 por ciento de 
las cantidades satisfechas por las obras realizadas desde 
la entrada en vigor del Real Decreto-ley hasta el 31 de 
diciembre de 2012, con un máximo de 12.000 euros por 
vivienda habitual en los períodos impositivos que sea 
de aplicación, y siempre que las obras tengan por obje-
to, entre otros, la mejora energética de la vivienda, la 
sustitución de las instalaciones de electricidad, agua, 
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gas u otros suministros, o favorezcan la accesibilidad al 
edificio o las viviendas. Por otra parte, en el artículo 2 
se reforma la normativa del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, permitiendo la aplicación del tipo impositivo 
reducido para todo tipo de obras de mejora y rehabilita-
ción de la vivienda realizadas hasta el 31 de diciembre 
de 2012, además de ampliar el concepto de rehabilita-
ción estructural a efectos del impuesto, a través de una 
definición de obras análogas y conexas a las estructura-
les, que permite reducir los costes fiscales asociados a 
la actividad de rehabilitación. En el artículo 3 se aprue-
ba una reforma equivalente de la tributación indirecta 
regulada en la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modifica-
ción de los aspectos fiscales del Régimen Económico 
Fiscal de Canarias.

III

Las medidas incluidas en capítulo II están destina-
das a favorecer la actividad empresarial, en diversos 
ámbitos.

En concreto, el artículo 4 reforma la Ley 30/2007, 
de 30 de octubre, de contratos del sector público, con el 
objetivo de facilitar la continuidad de la relación con-
tractual con la Administración a los contratistas que 
hayan solicitado la declaración de concurso de acree-
dores voluntario y que éste haya adquirido eficacia en 
un convenio; además, como novedad, se permite la 
devolución de la garantía depositada por un contratista 
en el marco de un proceso de contratación pública en 
caso de resolución del contrato cuando la ejecución de 
la prestación no se hubiera interrumpido hasta el 
momento de la declaración de insolvencia y el concur-
so no hubiera sido calificado como culpable, y se facili-
ta la cesión del contrato, aunque el cedente no tenga 
ejecutado al menos el 20 por ciento de su importe, si 
éste hubiera solicitado la declaración de concurso 
voluntario. A su vez, en el artículo 5, de forma equiva-
lente, se modifica la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
general de subvenciones, para permitir la continuidad 
de las subvenciones concedidas a las empresas que 
hayan solicitado la declaración de concurso de acree-
dores voluntario y que éste haya adquirido la eficacia 
en un convenio.

Por otra parte, a efectos del Impuesto sobre Socie-
dades, en el artículo 6 se extiende a 2011 y 2012 la 
libertad de amortización, supeditada a mantenimiento 
del empleo, en los términos en los que estaba prevista 
en la Ley 4/2008, de 23 de diciembre, para los ejerci-
cios de 2009 y 2010. En el artículo 7 se modifica la 
normativa del Impuesto sobre el Valor Añadido que 
permite a las empresas la reducción proporcional de la 
base imponible cuando los créditos correspondientes a 
las cuotas repercutidas por las operaciones gravadas 
sean total o parcialmente incobrables, flexibilizando 
los requisitos para recuperar el impuesto en el caso de 
impago de las facturas, y acortando los plazos en el 

caso de las empresas de menor dimensión. De forma 
equivalente, y con el mismo objetivo, en el artículo 8 se 
reforma la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación 
de los aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal 
de Canarias.

En el ámbito del comercio internacional, a través de 
la reforma prevista en el artículo 9, se habilita a la Com-
pañía Española de Seguro de Crédito a la Exportación 
para otorgar cobertura en nombre propio y por cuenta 
del Estado sobre riesgos derivados del comercio exte-
rior a través de garantías, además del tradicional seguro 
de crédito, ampliando la cartera de instrumentos a dis-
posición de la entidad para apoyar la internacionaliza-
ción de nuestra economía, situando así a la entidad en 
condiciones equiparables al resto de entidades de crédi-
to a la exportación.

A través del artículo 10, se completan las reglas de 
valoración de suelo previstas en el texto refundido de la 
Ley del suelo, aprobado por Real Decreto Legislati-
vo 2/2008, de 20 de junio, disponiendo la aplicación de 
unos coeficientes correctores, que permitirán poner en 
marcha las reglas de capitalización de rentas para valo-
ración de suelo rural, y se prorrogan hasta 31 de diciem-
bre de 2011 las reglas de valoración de suelo urbaniza-
ble previstas en la disposición transitoria tercera del 
Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, con el 
objetivo de garantizar la suave transición a la aplica-
ción de las nuevas reglas de valoración previstas.

Por último, en materia de transporte aéreo, en el 
artículo 11, se aprueba una reducción temporal de 
determinadas tasas; en particular, se prorroga hasta 
el 31 de diciembre de 2010 la bonificación del 30 por 
ciento de las tasas de aterrizaje de aeronaves y de las 
tasas aplicables a pasajeros en los aeropuertos extrape-
ninsulares en los términos previstos en la Ley 5/2009, 
de 29 de junio, y se aprueba la subvención del 50 por 
ciento del importe de las tasas de aterrizaje y de la tari-
fa B.1 por los vuelos con origen o destino en los aero-
puertos canarios en días semanales determinados, desde 
la entrada en vigor del Real Decreto-ley, hasta el 31 de 
diciembre de 2010.

IV

En el capítulo III, relativo a las medidas de apoyo a 
las pequeñas y medianas empresas, en el artículo 12 se 
introduce un programa de financiación directa a PYMES 
y autónomos que, en las condiciones que fijará el Gobier-
no, deberá estar operativo antes del 15 de junio de 2010. 
En el artículo 13, se reforma la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para 2010, con el objetivo de flexi-
bilizar el funcionamiento de los fondos de titulización de 
créditos a pequeñas y medianas empresas, FTPYME, 
permitiendo que los fondos derivados de la titulización 
puedan destinarse a financiar activo circulante de las 
pequeñas y medianas empresas, lo que debe redundar en 
un más fácil acceso al crédito para esta finalidad.
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Por otra parte, en el artículo 14, a través de la refor-
ma del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 4/2004, de 5 de marzo, se simplifican las obligacio-
nes de documentación en determinadas operaciones 
vinculadas para las pequeñas y medianas empresas. En 
particular, se excluye de las obligaciones de documenta-
ción de las operaciones vinculadas a las empresas de 
reducida dimensión cuando el importe total de las ope-
raciones vinculadas realizadas por ellas en el ejercicio 
no supere 100.000 euros de valor de mercado. Además, 
para aquellas que sobrepasen dicho límite y tengan que 
cumplir las obligaciones de documentación se estable-
cen límites máximos para las sanciones que se les pue-
dan imponer cuando el incumplimiento formal no aca-
rree perjuicio económico para el Tesoro. La sanción 
nunca podrá superar el 10 por ciento del valor de merca-
do de la operación ni el 1 por ciento de la cifra de nego-
cios de la entidad. La exoneración de la obligación de 
documentación no se aplica, en ningún caso, a las ope-
raciones con paraísos fiscales sea cual sea su importe.

V

El capítulo IV incluye medidas para favorecer la 
protección de los ciudadanos y consumidores. En pri-
mer lugar, se eleva el umbral de inembargabilidad en 
los procedimientos posteriores a la ejecución hipoteca-
ria cuando el precio obtenido por la venta de la vivien-
da habitual hipotecada sea insuficiente para cubrir el 
crédito garantizado. Este umbral se eleva en un 10 por 
ciento del salario mínimo interprofesional, y en otro 20 
por ciento adicional, por cada miembro del núcleo 
familiar que no disponga de ingresos propios regulares, 
salario ni pensión, con lo que se da respuesta a la situa-
ción especialmente difícil de estas personas en el actual 
contexto económico.

Se modifica, además, en el artículo 16, la normativa 
del Impuesto sobre el Valor Añadido para aplicar un 
tipo impositivo superreducido, del 4 por ciento, a los 
servicios de atención a la dependencia prestados por las 
empresas integradas en el sistema de autonomía y aten-
ción a la dependencia, mediante plazas concertadas en 
centros o residencias o previo concurso público para su 
prestación.

El artículo 17 reforma el Impuesto de la Renta de las 
Personas Físicas para aprobar una exención en la tribu-
tación del impuesto de las cuantías satisfechas por las 
empresas para desplazamientos entre la residencia y el 
centro de trabajo en transporte público, con un límite 
de 1.500 euros, con el objetivo de incentivar fiscalmen-
te la utilización de los medios de transporte público 
colectivo.

Por último, el artículo 18 modifica la Ley 24/1988, 
de 28 de julio, del mercado de valores, para requerir la 
intervención de una entidad autorizada para prestar ser-
vicios de inversión en determinadas ofertas de valores 

dirigidas al público en general, que no requieran folleto 
y que empleen para ello cualquier forma de comunica-
ción publicitaria, con el objetivo último de instrumentar 
cauces adecuados para la protección del inversor.

VI

En el capítulo V, relativo a medidas en el sector 
energético, en primer lugar, en el artículo 19 se define 
el concepto de empresa de servicios energéticos, y se 
dispone la aprobación de un Programa de Acuerdos 
Voluntarios con empresas de servicios energéticos, que 
pondrá en marcha el Ministerio de Industria, Turismo y 
Comercio, a través del Instituto para la Diversificación 
y Ahorro de la Energía. De este modo se impulsa el 
desarrollo de un sector de reciente creación y con una 
importante capacidad de generación de empleo y, a la 
vez, se avanza en la mejora de la eficiencia energética 
en nuestro país, mejorando así las condiciones estructu-
rales de nuestra economía.

Además, a través del artículo 20, se modifican algu-
nos aspectos del marco regulador de contratos del sec-
tor público, para agilizar los procesos de contratación 
de las empresas de servicios energéticos con las admi-
nistraciones públicas, como fórmula especialmente 
efectiva de dinamización del sector y de ahorro energé-
tico.

Por otra parte, en los artículos 21 y 22, se reforma la 
Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, 
para facilitar el proceso de titulización del déficit de 
tarifa eléctrico y el Real Decreto-ley 6/2009, de 30 de 
abril, por el que se adoptan determinadas medidas en el 
sector energético y se aprueba el bono social, respecti-
vamente, estableciendo en la ley el procedimiento para 
financiar los posibles desajustes temporales en las liqui-
daciones de las actividades reguladas.

A través del artículo 23, se incluye en el marco nor-
mativo del sector eléctrico un nuevo agente del sector, 
los gestores de cargas del sistema, que prestarán servi-
cios de recarga de electricidad, necesarios para un rápi-
do desarrollo del vehículo eléctrico como elemento que 
aúna de nuevo, las características de nuevo sector en 
crecimiento y de instrumento de ahorro y eficiencia 
energética y medioambiental. Por otra parte, en el 
artículo 24, y con el objetivo de promover el ahorro y la 
eficiencia energética, se establece que la Administra-
ción podrá adoptar programas específicos de ahorro y 
eficiencia energética en relación con el desarrollo del 
vehículo eléctrico.

VII

Por último, el capítulo VI, contiene un conjunto de 
medidas en el ámbito del sector financiero de urgente 
implantación ante las necesidades de encarar con la 
máxima eficacia la evolución de la crisis financiera. En 
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un contexto de reestructuración del sistema financiero, 
el artículo 25 clarifica el régimen aplicable a los siste-
mas institucionales de protección que se creen entre 
entidades de crédito con objeto de garantizar la máxima 
seguridad jurídica de las operaciones de este tipo. En 
concreto, se especifica el régimen de consolidación 
contable, la adhesión a los fondos de garantía de depó-
sitos, y la formalización de consultas vinculantes en el 
ámbito tributario.

El artículo 26 supone la modificación del Real 
Decreto-ley 9/2009, de 26 de junio, sobre reestructura-
ción bancaria y reforzamiento de los recursos propios 
de las entidades de crédito, con el fin de facilitar la 
máxima prontitud y seguridad jurídica en la reestructu-
ración ordenada del sector. Con esa intención se redu-
cen los plazos previstos agilizando la operativa del 
Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria y, asi-
mismo, se realizan una serie de ajustes en su regula-
ción. Así, en cuanto a la reducción de plazos, se esta-
blece que el plan de actuación que asegure la viabilidad 
de la entidad deberá presentarse de manera simultánea 
al momento en el que se informe al Banco de España de 
la situación de debilitad, en lugar de en el plazo de un 
mes, y se reduce el plazo de un mes a 10 días naturales 
para el caso en el que sea el Banco de España el que 
concluya que una entidad presenta debilidades en su 
situación económico-financiera, y deba presentar un 
plan de actuación. Además, se reducen de diez a cinco 
días hábiles los plazos de que dispone la Ministra de 
Economía y Hacienda para oponerse a las propuestas 
realizadas por los Órganos del Fondo de Reestructura-
ción Ordenada Bancaria. Finalmente, para las emisio-
nes de cuotas participativas que realice una Caja de 
Ahorros que vayan a ser suscritas íntegramente por el 
Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria, se 
prevé la sustitución de los informes a que se refiere el 
Real Decreto 302/2004, de 20 de febrero, sobre cuotas 
participativas de las cajas de ahorros, por un informe 
del propio Fondo, lo que implica una considerable 
reducción de plazos. Asimismo, para el caso de apari-
ción de circunstancias sobrevenidas que no hagan posi-
ble una solución viable para una entidad de crédito, se 
prevé su reestructuración con intervención del Fondo. 
Por otra parte, las modificaciones en la regulación 
urgente del Fondo de Reestructuración Ordenada Ban-
caria, clarifican el régimen de las cuotas participativas 
suscritas por el Fondo a efectos de la normativa sobre 
recursos propios, estableciendo que dichas cuotas serán 
computables como recursos propios básicos, es decir 
como capital de la máxima categoría, y disponen, final-
mente, que no resultará obligatoria la cotización en 
mercados secundarios regulados de las cuotas adquiri-
das por el Fondo.

Finalmente, el artículo 27, dentro del conjunto de 
reformas del ámbito financiero y con el objetivo de 
facilitar la operativa de los fondos de titulización, incre-
mentando la seguridad jurídica, se modifica la legisla-
ción vigente para permitir que estos fondos sean titula-

res de los inmuebles, derechos y cantidades resultantes 
de los remates de la ejecución de los préstamos hipote-
carios de los que son titulares como consecuencia de su 
titulización.

VIII

En lo que se refiere a las reformas introducidas en el 
ámbito de la rehabilitación de viviendas, las dirigidas a 
favorecer la actividad empresarial, las destinadas espe-
cíficamente al apoyo a las pequeñas y medianas empre-
sas y las que tienen como objetivo favorecer la protec-
ción de los ciudadanos, la extraordinaria y urgente 
necesidad de este Real Decreto-ley se sustenta en la 
necesidad de ponerlas inmediatamente en marcha para 
favorecer la actividad económica y la generación de 
empleo, para conseguir que resulten eficaces en la con-
figuración de los nuevos sectores de desarrollo econó-
mico y, finalmente, para evitar la incertidumbre y la 
parálisis en la actividad que podría derivarse de un pro-
cedimiento normativo prolongado.

Las medidas en el ámbito del sector energético son 
de extraordinaria y urgente necesidad, por una parte, 
para completar la puesta en marcha del proceso de titu-
lización del déficit del sector eléctrico, que permite dar 
una solución financiera a las cantidades adelantadas 
por las empresas para financiar los desajustes en las 
liquidaciones de las actividades reguladas del sistema 
eléctrico; y, por otra, para crear un marco jurídico que 
cree los oportunos incentivos para el desarrollo de nue-
vas actividades en el sector, como son los servicios de 
eficiencia energética prestados por las denominadas 
empresas de servicios energéticos, y el desarrollo del 
vehículo eléctrico. La aprobación de las modificacio-
nes normativas en este ámbito debe hacerse de forma 
inmediata, con el fin de no perjudicar el proceso de titu-
lización del déficit de la tarifa eléctrica, que ya está en 
marcha, y de sentar las bases de nuevas actividades de 
servicios en el ámbito del sector energético, a cuyo 
desarrollo están ligados de forma muy estrecha la 
modernización del sector y el fortalecimiento de la efi-
ciencia energética, así como la generación de nuevas 
oportunidades de empleo.

Por su parte, las medidas referidas al sector finan-
ciero, son de extraordinaria y urgente necesidad para 
facilitar su rápida reestructuración. Su inmediata apro-
bación es estrictamente necesaria para afianzar la sol-
vencia de nuestras entidades de crédito, que ya han ini-
ciado ese proceso. A su vez, la necesidad de abordar 
con urgencia la aprobación de medidas para afianzar la 
recuperación de la economía, a la que está ligada la 
creación de nuevos puestos de trabajo, y que depende 
del buen funcionamiento del mercado financiero, justi-
fican la urgente aprobación de medidas en este ámbito, 
que apuntalen su actual proceso de reforma y reestruc-
turación.
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Por tanto, se adopta este conjunto de reformas, cuya 
extraordinaria y urgente necesidad queda suficiente-
mente justificada.

En su virtud, haciendo uso de la autorización conte-
nida en el artículo 86 de la Constitución, a propuesta de 
la Ministra de Economía y Hacienda, del Ministro de 
Fomento y del Ministro de Industria, Turismo y Comer-
cio, y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 9 de abril de 2010,

DISPONGO:

CAPÍTULO I

Medidas en materia de rehabilitación de viviendas

Artículo 1. Nueva deducción en el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas por obras de mejora 
en la vivienda habitual.

Se añade una disposición adicional vigésima novena 
en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de modifica-
ción parcial de las leyes de los Impuestos sobre Socie-
dades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patri-
monio, que queda redactada de la siguiente forma:

«Disposición adicional vigésima novena. Deduc-
ción por obras de mejora en la vivienda habitual.

Los contribuyentes cuya base imponible sea inferior 
a 53.007,20 euros anuales, podrán deducirse el 10 por 
ciento de las cantidades satisfechas desde la entrada en 
vigor del Real Decreto-ley 6/2010 hasta el 31 de diciem-
bre de 2012 por las obras realizadas durante dicho 
período en la vivienda habitual o en el edificio en la que 
ésta se encuentre, siempre que tengan por objeto la 
mejora de la eficiencia energética, la higiene, salud y 
protección del medio ambiente, la utilización de ener-
gías renovables, la seguridad y la estanqueidad, y en 
particular la sustitución de las instalaciones de electri-
cidad, agua, gas u otros suministros, o favorezcan la 
accesibilidad al edificio o las viviendas, en los términos 
previstos en el Real Decreto 2066/2008, de 12 de 
diciembre, por el que se regula el Plan Estatal de Vivien-
da y Rehabilitación 2009-2012, así como por las obras 
de instalación de infraestructuras de telecomunicación 
realizadas durante dicho período que permitan el acce-
so a Internet y a servicios de televisión digital en la 
vivienda habitual del contribuyente.

No darán derecho a practicar esta deducción las 
obras que se realicen en plazas de garaje, jardines, par-
ques, piscinas e instalaciones deportivas y otros ele-
mentos análogos.

La base de esta deducción estará constituida por las 
cantidades satisfechas, mediante tarjeta de crédito o 
débito, transferencia bancaria, cheque nominativo o 

ingreso en cuentas en entidades de crédito, a las perso-
nas o entidades que realicen tales obras. En ningún 
caso, darán derecho a practicar esta deducción las can-
tidades satisfechas mediante entregas de dinero de 
curso legal.

La base máxima anual de esta deducción será de:

a) cuando la base imponible sea igual o inferior a 
33.007,20 euros anuales: 4.000 euros anuales,

b) cuando la base imponible esté comprendida 
entre 33.007,20 y 53.007,20 euros anuales: 4.000 euros 
menos el resultado de multiplicar por 0,2 la diferencia 
entre la base imponible y 33.007,20 euros anuales.

Las cantidades satisfechas en el ejercicio no deduci-
das por exceder de la base máxima anual de deducción 
podrán deducirse, con el mismo límite, en los cuatro 
ejercicios siguientes.

A tal efecto, cuando concurran cantidades deduci-
bles en el ejercicio con cantidades deducibles proce-
dentes de ejercicios anteriores que no hayan podido ser 
objeto de deducción por exceder de la base máxima de 
deducción, el límite anteriormente indicado será único 
para el conjunto de tales cantidades, deduciéndose en 
primer lugar las cantidades correspondientes a años 
anteriores.

En ningún caso, la base acumulada de la deducción 
correspondiente a los períodos impositivos en que ésta 
sea de aplicación podrá exceder de 12.000 euros por 
vivienda habitual. Cuando concurran varios propieta-
rios con derecho a practicar la deducción respecto de 
una misma vivienda, el citado límite de 12.000 euros se 
distribuirá entre los copropietarios en función de su res-
pectivo porcentaje de propiedad en el inmueble.

En ningún caso darán derecho a la aplicación de esta 
deducción, las cantidades satisfechas por las que el 
contribuyente practique la deducción por inversión en 
vivienda habitual a que se refiere el artículo 68.1 de 
esta ley.

2. El importe de esta deducción se restará de la 
cuota íntegra estatal después de las deducciones previs-
tas en los apartados 2, 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 68 de 
esta ley.»

Artículo 2. Ampliación del concepto de rehabilitación 
estructural en el Impuesto sobre el Valor Añadido y 
reducción del tipo de gravamen aplicable a la reno-
vación y reparación de viviendas particulares.

Se introducen las siguientes modificaciones en la 
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el 
Valor Añadido:

Uno. El número 1.º del apartado dos del artículo 8 
queda redactado de la siguiente forma:

«1.º Las ejecuciones de obra que tengan por obje-
to la construcción o rehabilitación de una edificación, 
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en el sentido del artículo 6 de esta ley, cuando el empre-
sario que ejecute la obra aporte una parte de los mate-
riales utilizados, siempre que el coste de los mismos 
exceda del 33 por ciento de la base imponible.»

Dos. El número 22.º del apartado uno del artícu-
lo 20 queda redactado de la siguiente forma:

«22.º A) Las segundas y ulteriores entregas de 
edificaciones, incluidos los terrenos en que se hallen 
enclavadas, cuando tengan lugar después de terminada 
su construcción o rehabilitación.

A los efectos de lo dispuesto en esta ley, se conside-
rará primera entrega la realizada por el promotor que 
tenga por objeto una edificación cuya construcción o 
rehabilitación esté terminada. No obstante, no tendrá la 
consideración de primera entrega la realizada por el 
promotor después de la utilización ininterrumpida del 
inmueble por un plazo igual o superior a dos años por 
su propietario o por titulares de derechos reales de goce 
o disfrute o en virtud de contratos de arrendamiento sin 
opción de compra, salvo que el adquirente sea quien 
utilizó la edificación durante el referido plazo. No se 
computarán a estos efectos los períodos de utilización 
de edificaciones por los adquirentes de los mismos en 
los casos de resolución de las operaciones en cuya vir-
tud se efectuaron las correspondientes transmisiones.

Los terrenos en que se hallen enclavadas las edifica-
ciones comprenderán aquéllos en los que se hayan rea-
lizado las obras de urbanización accesorias a las mis-
mas. No obstante, tratándose de viviendas unifamiliares, 
los terrenos urbanizados de carácter accesorio no 
podrán exceder de 5.000 metros cuadrados.

Las transmisiones no sujetas al Impuesto en virtud 
de lo establecido en el número 1.º del artículo 7 de esta 
ley no tendrán, en su caso, la consideración de primera 
entrega a efectos de lo dispuesto en este número.

La exención prevista en este número no se aplicará:

a) A las entregas de edificaciones efectuadas en el 
ejercicio de la opción de compra inherente a un contra-
to de arrendamiento, por empresas dedicadas habitual-
mente a realizar operaciones de arrendamiento finan-
ciero. A estos efectos, el compromiso de ejercitar la 
opción de compra frente al arrendador se asimilará al 
ejercicio de la opción de compra.

b) A las entregas de edificaciones para su rehabili-
tación por el adquirente, siempre que se cumplan los 
requisitos que reglamentariamente se establezcan.

c) A las entregas de edificaciones que sean objeto 
de demolición con carácter previo a una nueva promo-
ción urbanística.

b) A los efectos de esta ley, son obras de rehabili-
tación de edificaciones las que reúnan los siguientes 
requisitos:

1.º Que su objeto principal sea la reconstrucción 
de las mismas, entendiéndose cumplido este requisito 

cuando más del 50 por ciento del coste total del proyec-
to de rehabilitación se corresponda con obras de conso-
lidación o tratamiento de elementos estructurales, 
fachadas o cubiertas o con obras análogas o conexas a 
las de rehabilitación.

2.º Que el coste total de las obras a que se refiera 
el proyecto exceda del 25 por ciento del precio de 
adquisición de la edificación si se hubiese efectuado 
aquélla durante los dos años inmediatamente anteriores 
al inicio de las obras de rehabilitación o, en otro caso, 
del valor de mercado que tuviera la edificación o parte 
de la misma en el momento de dicho inicio. A estos 
efectos, se descontará del precio de adquisición o del 
valor de mercado de la edificación la parte proporcio-
nal correspondiente al suelo.

Se considerarán obras análogas a las de rehabilita-
ción las siguientes:

a) Las de adecuación estructural que proporcionen 
a la edificación condiciones de seguridad constructiva, 
de forma que quede garantizada su estabilidad y resis-
tencia mecánica.

b) Las de refuerzo o adecuación de la cimentación 
así como las que afecten o consistan en el tratamiento 
de pilares o forjados.

c) Las de ampliación de la superficie construida, 
sobre y bajo rasante.

d) Las de reconstrucción de fachadas y patios inte-
riores.

e) Las de instalación de elementos elevadores, 
incluidos los destinados a salvar barreras arquitectóni-
cas para su uso por discapacitados.

Se considerarán obras conexas a las de rehabilita-
ción las que se citan a continuación cuando su coste 
total sea inferior al derivado de las obras de consolida-
ción o tratamiento de elementos estructurales, fachadas 
o cubiertas y, en su caso, de las obras análogas a éstas, 
siempre que estén vinculadas a ellas de forma indiso-
ciable y no consistan en el mero acabado u ornato de la 
edificación ni en el simple mantenimiento o pintura de 
la fachada:

a) Las obras de albañilería, fontanería y carpinte-
ría.

b) Las destinadas a la mejora y adecuación de 
cerramientos, instalaciones eléctricas, agua y climati-
zación y protección contra incendios.

c) Las obras de rehabilitación energética.

Se considerarán obras de rehabilitación energética 
las destinadas a la mejora del comportamiento energéti-
co de las edificaciones reduciendo su demanda energé-
tica, al aumento del rendimiento de los sistemas e insta-
laciones térmicas o a la incorporación de equipos que 
utilicen fuentes de energía renovables.»
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Tres. El número 7.º del apartado uno.1 del artícu-
lo 91 queda redactado de la siguiente forma:

«7.º Los edificios o partes de los mismos aptos 
para su utilización como viviendas, incluidas las plazas 
de garaje, con un máximo de dos unidades, y anexos en 
ellos situados que se transmitan conjuntamente.

En lo relativo a esta ley no tendrán la consideración 
de anexos a viviendas los locales de negocio, aunque se 
transmitan conjuntamente con los edificios o parte de 
los mismos destinados a viviendas.

No se considerarán edificios aptos para su utiliza-
ción como viviendas las edificaciones destinadas a su 
demolición a que se refiere el artículo 20, apartado uno, 
número 22.º, parte A), letra c) de esta Ley.»

Cuatro. Con efectos desde la entrada en vigor de 
este Real Decreto-ley y vigencia hasta el 31 de diciem-
bre de 2012, el número 15.º del apartado uno.2 del 
artículo 91 queda redactado de la siguiente forma:

«15.º Las ejecuciones de obra de renovación y 
reparación realizadas en edificios o partes de los mis-
mos destinados a viviendas, cuando se cumplan los 
siguientes requisitos:

a) Que el destinatario sea persona física, no actúe 
como empresario o profesional y utilice la vivienda a 
que se refieren las obras para su uso particular.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, tam-
bién se comprenderán en este número las citadas ejecu-
ciones de obra cuando su destinatario sea una comuni-
dad de propietarios.

b) Que la construcción o rehabilitación de la 
vivienda a que se refieren las obras haya concluido al 
menos dos años antes del inicio de estas últimas.

c) Que la persona que realice las obras no aporte 
materiales para su ejecución o, en el caso de que los 
aporte, su coste no exceda del 33 por ciento de la base 
imponible de la operación.»

Artículo 3. Ampliación del concepto de rehabilitación 
estructural en el Impuesto General Indirecto Canario.

Se introducen las siguientes modificaciones en la 
Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los 
aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de 
Canarias:

Uno. El número 4.º del número 2 del artículo 6 
queda redactado de la siguiente forma:

«4.º Las ejecuciones de obra que tengan por objeto 
la construcción o rehabilitación de una edificación, en el 
sentido del número 5 del artículo 5 de esta ley, cuando el 
empresario que ejecute la obra aporte una parte de los 
materiales utilizados, siempre que el coste de los mismos 
exceda del 33 por ciento de la base imponible.»

Dos. El número 22 del apartado 1 del artículo 10.º 
queda redactado de la siguiente forma:

«22) Las segundas y ulteriores entregas de edifi-
caciones, incluidos los terrenos en que se hallen encla-
vadas, cuando tengan lugar después de terminada la 
construcción o rehabilitación.

Los terrenos en que se hallen enclavadas las edifica-
ciones comprenderán aquellos en los que se hayan rea-
lizado las obras de urbanización accesorias a las mis-
mas. No obstante, tratándose de viviendas unifamiliares, 
los terrenos urbanizados de carácter accesorio no 
podrán exceder de 5.000 metros cuadrados.

A los efectos de lo dispuesto en esta ley, se conside-
rará primera entrega la realizada por el promotor que 
tenga por objeto una edificación cuya construcción o 
rehabilitación esté terminada. No obstante, no tendrá la 
consideración de primera entrega la realizada por el 
promotor después de la utilización ininterrumpida del 
inmueble por un plazo igual o superior a dos años por 
su propietario o por titulares de derechos reales de goce 
o disfrute o en virtud de contratos de arrendamiento sin 
opción de compra, salvo que el adquirente sea quien 
utilizó la edificación durante el referido plazo. No se 
computarán a estos efectos los períodos de utilización 
de edificaciones por los adquirentes de los mismos en 
los casos de resolución de las operaciones en cuya vir-
tud se efectuaron las correspondientes transmisiones.

Las transmisiones no sujetas al Impuesto en virtud 
de lo establecido en el artículo 9, apartado 1.º, de esta 
ley no tendrán, en su caso, la consideración de primera 
entrega a efectos de lo dispuesto en este apartado.

La exención no se extiende:

a) A las entregas de edificaciones efectuadas en el 
ejercicio de la opción de compra inherente a un contra-
to de arrendamiento, por empresas dedicadas habitual-
mente a realizar operaciones de arrendamiento finan-
ciero. A estos efectos, el compromiso de ejercitar la 
opción de compra frente al arrendador se asimilará al 
ejercicio de la opción de compra.

b) A las entregas de edificaciones para su rehabili-
tación por el adquirente.

A los efectos de esta ley, son obras de rehabilitación 
de edificaciones las que reúnen los siguientes requisitos:

a’) Que su objeto principal sea la reconstrucción 
de la edificación a que se refiera, entendiéndose cum-
plido este requisito cuando más del 50 por ciento del 
coste total del proyecto se corresponda con obras de 
consolidación o tratamiento de elementos estructurales 
de la misma o con obras análogas o conexas a las de 
rehabilitación.

b’) Que el importe total de las obras a que se refie-
ra el proyecto exceda del 25 por ciento del precio de 
adquisición de la edificación si se hubiese efectuado 
ésta durante los dos años inmediatamente anteriores al 
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inicio de las obras de rehabilitación o, en otro caso, del 
valor de mercado que tuviera la edificación o parte de 
la misma en el momento de dicho inicio. A estos efec-
tos, se descontará del precio de adquisición o del valor 
de mercado de la edificación la parte proporcional 
correspondiente al suelo.

Se considerarán obras análogas a las de rehabilita-
ción las siguientes:

a’) Las de adecuación estructural que proporcio-
nen a la edificación condiciones de seguridad construc-
tiva, de forma que quede garantizada su estabilidad y 
resistencia mecánica.

b’) Las de refuerzo o adecuación de la cimenta-
ción así como las que afecten o consistan en el trata-
miento de pilares o forjados.

c’) Las de ampliación de la superficie construida, 
sobre y bajo rasante.

d’) Las de reconstrucción de fachadas y patios 
interiores.

e’) Las de instalación de elementos elevadores, 
incluidos los destinados a salvar barreras arquitectóni-
cas para su uso por discapacitados.

Se considerarán obras conexas a las de rehabilita-
ción las que se citan a continuación cuando su coste 
total sea inferior al derivado de las obras de consolida-
ción o tratamiento de elementos estructurales, fachadas 
o cubiertas y, en su caso, de las obras análogas a éstas, 
siempre que estén vinculadas a ellas de forma indiso-
ciable y no consistan en el mero acabado u ornato de la 
edificación ni en el simple mantenimiento o pintura de 
la fachada:

a’) Las obras de albañilería, fontanería y carpinte-
ría.

b’) Las destinadas a la mejora y adecuación de 
cerramientos, instalaciones eléctricas, agua y climati-
zación y protección contra incendios.

c’) Las obras de rehabilitación energética.

Se considerarán obras de rehabilitación energética 
las destinadas a la mejora del comportamiento energéti-
co de las edificaciones reduciendo su demanda energé-
tica, al aumento del rendimiento de los sistemas e insta-
laciones térmicas o a la incorporación de equipos que 
utilicen fuentes de energía renovables.

c) A las entregas de edificaciones que sean objeto 
de demolición con carácter previo a una nueva promo-
ción urbanística.»

Tres. La letra f) del número 1.º del apartado 1 del 
artículo 27.º queda redactada de la siguiente forma:

«f) Las ejecuciones de obras, con o sin aportación 
de materiales, consecuencia de contratos directamente 
formalizados entre el promotor y el contratista, que ten-

gan por objeto la construcción y rehabilitación de las 
viviendas calificadas administrativamente como de pro-
tección oficial de régimen especial, así como la cons-
trucción o rehabilitación de obras de equipamiento 
comunitario.

Se entenderá por equipamiento comunitario aquél 
que consiste en:

Los edificios de carácter demanial.
Las infraestructuras públicas de agua, telecomuni-

cación, ferroviarias, energía eléctrica, alcantarillado, 
parques, jardines y superficies viales en zonas urbanas.

La consideración como equipamiento comunitario 
de las infraestructuras públicas ferroviarias compren-
derá tanto aquellas en las que la Administración com-
petente sea quien las promueva directamente, como 
cuando la misma actúe de manera indirecta a través de 
otra entidad que, no teniendo la consideración de Admi-
nistración pública, sea quien ostente, mediante cual-
quier título administrativo habilitante concedido por 
parte de la Administración pública, la capacidad nece-
saria para contratar la realización de dichas infraestruc-
turas.

No se incluyen, en ningún caso, las obras de conser-
vación, mantenimiento, reformas, rehabilitación, 
ampliación o mejora de dichas infraestructuras.

Las potabilizadoras, desalinizadoras y depuradoras 
de titularidad pública.»

CAPÍTULO II

Medidas para favorecer la actividad empresarial

Artículo 4. Continuidad de los contratos públicos en 
determinadas situaciones concursales.

Uno. Se modifica el apartado b) del artículo 49.1, 
de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del 
Sector Público, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«b) Haber solicitado la declaración de concurso 
voluntario, haber sido declaradas insolventes en cual-
quier procedimiento, hallarse declaradas en concurso, 
salvo que en éste haya adquirido la eficacia un convenio, 
estar sujetos a intervención judicial o haber sido inhabili-
tados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concur-
sal, sin que haya concluido el período de inhabilitación 
fijado en la sentencia de calificación del concurso.»

Dos. Se modifica el artículo 208.5, de la 
Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector 
Público, que queda redactado en los siguientes términos:

«5. En todo caso el acuerdo de resolución conten-
drá pronunciamiento expreso acerca de la procedencia 
o no de la pérdida, devolución o cancelación de la 
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garantía que, en su caso, hubiese sido constituida. Sólo 
se acordará la pérdida de la garantía en caso de resolu-
ción del contrato por concurso del contratista cuando el 
concurso hubiera sido calificado como culpable.»

Tres. Se modifica el apartado b) del artículo 209.2, 
de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del 
Sector Público, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«b) Que el cedente tenga ejecutado al menos un 20 
por ciento del importe del contrato o, cuando se trate de 
la gestión de servicio público, que haya efectuado su 
explotación durante al menos una quinta parte del plazo 
de duración del contrato. No será de aplicación este 
requisito si la cesión se produce encontrándose el adju-
dicatario en concurso aunque se haya abierto la fase de 
liquidación.»

Artículo 5. Continuidad en la aplicación del régimen 
de subvenciones en determinadas situaciones con-
cursales.

Uno. Se modifica el apartado b) del artículo 13.2, 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«b) Haber solicitado la declaración de concurso 
voluntario, haber sido declarados insolventes en cual-
quier procedimiento, hallarse declarados en concurso, 
salvo que en éste haya adquirido la eficacia un convenio, 
estar sujetos a intervención judicial o haber sido inhabili-
tados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concur-
sal, sin que haya concluido el período de inhabilitación 
fijado en la sentencia de calificación del concurso.»

Dos. Se modifica el párrafo tercero del artícu-
lo 34.4, de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Gene-
ral de Subvenciones, que queda redactado en los 
siguientes términos:

«En ningún caso podrán realizarse pagos anticipa-
dos a beneficiarios cuando se haya solicitado la decla-
ración de concurso voluntario, haber sido declarados 
insolventes en cualquier procedimiento, hallarse decla-
rado en concurso, salvo que en éste haya adquirido la 
eficacia un convenio, estar sujetos a intervención judi-
cial o haber sido inhabilitados conforme a la 
Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya 
concluido el período de inhabilitación fijado en la sen-
tencia de calificación del concurso.»

Artículo 6. Ampliación de la libertad de amortización 
con mantenimiento de empleo a los años 2011 y 2012.

Se modifica la disposición adicional undécima del 
texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que queda redactada de la siguiente forma:

«Disposición adicional undécima. Libertad de 
amortización con mantenimiento de empleo.

1. Las inversiones en elementos nuevos del inmo-
vilizado material y de las inversiones inmobiliarias 
afectos a actividades económicas, puestos a disposición 
del sujeto pasivo en los períodos impositivos iniciados 
dentro de los años 2009, 2010, 2011 y 2012, podrán ser 
amortizados libremente siempre que, durante los vein-
ticuatro meses siguientes a la fecha de inicio del perío-
do impositivo en que los elementos adquiridos entren 
en funcionamiento, la plantilla media total de la entidad 
se mantenga respecto de la plantilla media de los doce 
meses anteriores. La deducción no estará condicionada 
a su imputación contable en la cuenta de pérdidas y 
ganancias.

Este régimen también se aplicará a dichas inversiones 
realizadas mediante contratos de arrendamiento financiero 
que cumplan las condiciones establecidas en el artícu-
lo 115 de esta ley, por sujetos pasivos que determinen su 
base imponible por el régimen de estimación directa, a 
condición de que se ejercite la opción de compra.

2. Lo establecido en el apartado anterior no será 
de aplicación a las inversiones cuya puesta a disposi-
ción tenga lugar dentro de los períodos impositivos 
establecidos en dicho apartado, que correspondan a ele-
mentos nuevos encargados en virtud de contratos de 
ejecución de obras o proyectos de inversión cuyo perío-
do de ejecución, en ambos casos, requiera un plazo 
superior a dos años entre la fecha de encargo o de inicio 
de la inversión y la fecha de su puesta a disposición o 
en funcionamiento. No obstante, en estos casos, la 
libertad de amortización a que se refiere el apartado 
anterior se aplicará exclusivamente sobre la inversión 
en curso realizada dentro de los períodos impositivos 
iniciados dentro de los años 2009, 2010, 2011 y 2012.

3. Tratándose de inversiones correspondientes a 
elementos encargados en virtud de contratos de ejecu-
ción de obras o proyectos de inversión cuyo período de 
ejecución, en ambos casos, requiera un plazo superior a 
dos años entre la fecha de encargo o de inicio de la 
inversión y la fecha de su puesta a disposición o en fun-
cionamiento, aunque éstas últimas se produzcan con 
posterioridad a los períodos indicados en el apartado 
primero, la libertad de amortización se aplicará exclusi-
vamente sobre la inversión en curso realizada dentro de 
los períodos impositivos iniciados dentro de los 
años 2009, 2010, 2011 y 2012.»

Artículo 7. Simplificación de los requisitos para recu-
perar el Impuesto sobre el Valor Añadido en el caso 
de créditos incobrables.

Se modifican los apartados cuatro y cinco del artícu-
lo 80 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
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Impuesto sobre el Valor Añadido, que quedan redacta-
dos de la siguiente forma:

«Cuatro. La base imponible también podrá redu-
cirse proporcionalmente cuando los créditos correspon-
dientes a las cuotas repercutidas por las operaciones 
gravadas sean total o parcialmente incobrables.

A estos efectos, un crédito se considerará total o 
parcialmente incobrable cuando reúna las siguientes 
condiciones:

1.ª Que haya transcurrido un año desde el devengo 
del Impuesto repercutido sin que se haya obtenido el 
cobro de todo o parte del crédito derivado del mismo.

No obstante, cuando se trate de operaciones a plazos 
o con precio aplazado, deberá haber transcurrido un 
año desde el vencimiento del plazo o plazos impagados 
a fin de proceder a la reducción proporcional de la base 
imponible. A estos efectos, se considerarán operacio-
nes a plazos o con precio aplazado aquéllas en las que 
se haya pactado que su contraprestación deba hacerse 
efectiva en pagos sucesivos o en uno sólo, respectiva-
mente, siempre que el período transcurrido entre el 
devengo del Impuesto repercutido y el vencimiento del 
último o único pago sea superior a un año.

Cuando el titular del derecho de crédito cuya base 
imponible se pretende reducir sea un empresario o pro-
fesional cuyo volumen de operaciones, calculado con-
forme a lo dispuesto en el artículo 121 de esta ley, no 
hubiese excedido durante el año natural inmediato ante-
rior de 6.010.121,04 euros, el plazo de un año a que se 
refiere esta condición 1.ª será de seis meses.

2.ª Que esta circunstancia haya quedado reflejada 
en los Libros Registros exigidos para este Impuesto.

3.ª Que el destinatario de la operación actúe en la 
condición de empresario o profesional, o, en otro caso, 
que la base imponible de aquélla, Impuesto sobre el 
Valor Añadido excluido, sea superior a 300 euros.

4.ª Que el sujeto pasivo haya instado su cobro 
mediante reclamación judicial al deudor o por medio de 
requerimiento notarial al mismo, incluso cuando se 
trate de créditos afianzados por Entes públicos.

Cuando se trate de créditos adeudados por Entes 
públicos, la reclamación judicial o el requerimiento 
notarial a que se refiere la condición 4.ª anterior, se sus-
tituirá por una certificación expedida por el órgano 
competente del Ente público deudor de acuerdo con el 
informe del Interventor o Tesorero de aquél en el que 
conste el reconocimiento de la obligación a cargo del 
mismo y su cuantía.

La modificación deberá realizarse en el plazo de los 
tres meses siguientes a la finalización del periodo de un 
año a que se refiere la condición 1.ª anterior y comuni-
carse a la Agencia Estatal de Administración Tributaria 
en el plazo que se fije reglamentariamente.

Cuando el titular del derecho de crédito cuya base 
imponible se pretende reducir sea un empresario o pro-
fesional cuyo volumen de operaciones, calculado con-

forme a lo dispuesto en el artículo 121 de esta ley, no 
hubiese excedido durante el año natural inmediato ante-
rior de 6.010.121,04 euros, el plazo de un año a que se 
refiere el párrafo anterior será de seis meses.

Una vez practicada la reducción de la base imponi-
ble, ésta no se volverá a modificar al alza aunque el 
sujeto pasivo obtuviese el cobro total o parcial de la 
contraprestación, salvo cuando el destinatario no actúe 
en la condición de empresario o profesional. En este 
caso, se entenderá que el Impuesto sobre el Valor Aña-
dido está incluido en las cantidades percibidas y en la 
misma proporción que la parte de contraprestación per-
cibida.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, 
cuando el sujeto pasivo desista de la reclamación judi-
cial al deudor o llegue a un acuerdo de cobro con el 
mismo con posterioridad al requerimiento notarial efec-
tuado, como consecuencia de éste o por cualquier otra 
causa, deberá modificar nuevamente la base imponible 
al alza mediante la expedición, en el plazo de un mes a 
contar desde el desistimiento o desde el acuerdo de 
cobro, respectivamente, de una factura rectificativa en 
la que se repercuta la cuota procedente.

Cinco. En relación con los supuestos de modifica-
ción de la base imponible comprendidos en los aparta-
dos tres y cuatro anteriores, se aplicarán las siguientes 
reglas:

1.ª No procederá la modificación de la base impo-
nible en los casos siguientes:

a) Créditos que disfruten de garantía real, en la 
parte garantizada.

b) Créditos afianzados por entidades de crédito o 
sociedades de garantía recíproca o cubiertos por un 
contrato de seguro de crédito o de caución, en la parte 
afianzada o asegurada.

c) Créditos entre personas o entidades vinculadas 
definidas en el artículo 79, apartado cinco de esta ley.

d) Créditos adeudados o afianzados por Entes 
públicos.

Lo dispuesto en esta letra d) no se aplicará a la 
reducción de la base imponible realizada de acuerdo 
con el apartado cuatro del artículo 80 de esta ley para 
los créditos que se consideren total o parcialmente 
incobrables, sin perjuicio de la necesidad de cumplir 
con el requisito de acreditación documental del impago 
a que se refiere la condición 4.ª de dicho precepto.

2.ª Tampoco procederá la modificación de la base 
imponible cuando el destinatario de las operaciones no 
esté establecido en el territorio de aplicación del 
Impuesto, ni en Canarias, Ceuta o Melilla.

3.ª En los supuestos de pago parcial anteriores a la 
citada modificación, se entenderá que el Impuesto sobre 
el Valor Añadido está incluido en las cantidades perci-
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bidas y en la misma proporción que la parte de contra-
prestación satisfecha.

4.ª La rectificación de las deducciones del destina-
tario de las operaciones, que deberá practicarse según 
lo dispuesto en el artículo 114, apartado dos, núme-
ro 2.º, segundo párrafo de esta ley, determinará el naci-
miento del correspondiente crédito en favor de la 
Hacienda Pública.

Si el destinatario de las operaciones sujetas no hubie-
se tenido derecho a la deducción total del Impuesto, 
resultará también deudor frente a la Hacienda Pública 
por el importe de la cuota del impuesto no deducible.»

Artículo 8. Simplificación de los requisitos para recu-
perar el Impuesto General Indirecto Canario en el 
caso de créditos incobrables.

Se modifican los números 7 y 8 del artículo 22.º de 
la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los 
aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de 
Canarias, que quedan redactados de la siguiente forma:

«7. La base imponible también podrá reducirse 
proporcionalmente cuando los créditos correspondien-
tes a las cuotas repercutidas por las operaciones grava-
das sean total o parcialmente incobrables.

A estos efectos, un crédito se considerará total o 
parcialmente incobrable cuando reúna las siguientes 
condiciones:

1.ª Que haya transcurrido un año desde el devengo 
del Impuesto repercutido sin que se haya obtenido el 
cobro de todo o parte del crédito derivado del mismo.

No obstante, cuando se trate de operaciones a plazos 
o con precio aplazado, deberá haber transcurrido un 
año desde el vencimiento del plazo o plazos impagados 
a fin de proceder a la reducción proporcional de la base 
imponible. A estos efectos, se considerarán operacio-
nes a plazos o con precio aplazado aquéllas en las que 
se haya pactado que su contraprestación deba hacerse 
efectiva en pagos sucesivos o en uno sólo, respectiva-
mente, siempre que el período transcurrido entre el 
devengo del Impuesto repercutido y el vencimiento del 
último o único pago sea superior a un año.

Cuando el titular del derecho de crédito cuya base 
imponible se pretende reducir sea un empresario o pro-
fesional cuyo volumen de operaciones, calculado con-
forme a lo dispuesto en el artículo 51 de esta ley, no 
hubiese excedido durante el año natural inmediato ante-
rior de 6.010.121,04 euros, el plazo de un año a que se 
refiere esta condición 1.ª será de seis meses.

2.ª Que esta circunstancia haya quedado reflejada 
en los libros registros exigidos para este Impuesto.

3.ª Que el destinatario de la operación actúe en la 
condición de empresario o profesional, o, en otro caso, 

que la base imponible de aquélla, Impuesto General 
Indirecto Canario excluido, sea superior a 300 euros.

4.ª Que el sujeto pasivo haya instado su cobro 
mediante reclamación judicial al deudor o por medio de 
requerimiento notarial al mismo, incluso cuando se 
trate de créditos afianzados por Entes públicos.

Cuando se trate de créditos adeudados por Entes 
públicos, la reclamación judicial o el requerimiento 
notarial a que se refiere la condición 4.ª anterior, se sus-
tituirá por una certificación expedida por el órgano 
competente del Ente público deudor de acuerdo con el 
informe del Interventor o Tesorero de aquél en el que 
conste el reconocimiento de la obligación a cargo del 
mismo y su cuantía.

La modificación deberá realizarse en el plazo de los 
tres meses siguientes a la finalización del periodo de un 
año a que se refiere la condición 1.ª del párrafo anterior 
y comunicarse a la Administración Tributaria Canaria 
en el plazo que se fije reglamentariamente.

Cuando el titular del derecho de crédito cuya base 
imponible se pretende reducir sea un empresario o pro-
fesional cuyo volumen de operaciones, calculado con-
forme a lo dispuesto en el artículo 51 de esta ley, no 
hubiese excedido durante el año natural inmediato ante-
rior de 6.010.121,04 euros, el plazo de un año a que se 
refiere el párrafo anterior será de seis meses.

Una vez practicada la reducción de la base imponi-
ble, ésta no se volverá a modificar al alza aunque el 
sujeto pasivo obtuviese el cobro total o parcial de la 
contraprestación, salvo cuando el destinatario no actúe 
en la condición de empresario o profesional. En este 
caso, se entenderá que el Impuesto General Indirecto 
Canario está incluido en las cantidades percibidas y en 
la misma proporción que la parte de contraprestación 
percibida.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, 
cuando el sujeto pasivo desista de la reclamación judi-
cial al deudor o llegue a un acuerdo de cobro con el 
mismo con posterioridad al requerimiento notarial efec-
tuado, como consecuencia de éste o por cualquier otra 
causa, deberá modificar nuevamente la base imponible 
al alza mediante la expedición, en el plazo de un mes a 
contar desde el desistimiento o desde el acuerdo de 
cobro, respectivamente, de una factura rectificativa en 
la que se repercuta la cuota procedente.

8. En relación con los supuestos de modificación 
de la base imponible comprendidos en los números 
6  y 7 anteriores, se aplicaran las siguientes reglas:

1.ª No procederá la modificación de la base impo-
nible en los casos siguientes:

a) Créditos que disfruten de garantía real, en la 
parte garantizada.

b) Créditos afianzados por entidades de crédito o 
sociedades de garantía recíproca o cubiertos por un 



Congreso 28 de abril de 2010.—Serie D. Núm. 383

19

contrato de seguro de crédito o de caución, en la parte 
afianzada o asegurada.

c) Créditos entre personas o entidades vinculadas 
definidas en el artículo 23, número 3 de esta ley.

d) Créditos adeudados o afianzados por Entes 
públicos.

Lo dispuesto en esta letra d) no se aplicará a la 
reducción de la base imponible realizada de acuerdo 
con el apartado 7 del artículo 22.º de esta ley para los 
créditos que se consideren total o parcialmente inco-
brables, sin perjuicio de la necesidad de cumplir con el 
requisito de acreditación documental del impago a que 
se refiere la condición 4.ª de dicho precepto.

2.ª Tampoco procederá la modificación de la base 
imponible cuando el destinatario de las operaciones no 
esté establecido en el territorio de aplicación del 
impuesto.

3.ª En los supuestos de pago parcial anteriores a la 
citada modificación, se entenderá que el Impuesto 
General Indirecto Canario está incluido en las cantida-
des percibidas y en la misma proporción que la parte de 
contraprestación satisfecha.

4.ª La rectificación de las deducciones del destina-
tario de las operaciones, que deberá practicarse según 
lo dispuesto en el artículo 44 de esta ley, determinará el 
nacimiento del correspondiente crédito a favor de la 
Hacienda Pública.

Si el destinatario de las operaciones sujetas no hubie-
se tenido derecho a la deducción total del impuesto, 
resultará también deudor frente a la Hacienda Pública 
por el importe de la cuota del impuesto no deducible.»

Artículo 9. Habilitación a CESCE para que pueda 
instrumentar coberturas a la exportación en forma 
de garantías.

Se añade una disposición adicional primera a la 
Ley 10/1970, de 4 de julio, por la que se modifica el 
régimen del Seguro de Crédito a la Exportación, con la 
siguiente redacción:

«Disposición adicional primera. Garantías en ope-
raciones con cobertura de crédito por cuenta del Estado.

Las coberturas otorgadas en nombre propio y por 
cuenta del Estado por la compañía Española de Seguro 
de Crédito a la exportación S. A. Cia. de Seguros y 
Reaseguros (en adelante CESCE), sobre riesgos deriva-
dos del comercio exterior de las inversiones exteriores 
y de las transacciones económicas con el exterior 
podrán instrumentarse mediante garantías, o seguros de 
crédito, dentro de los ramos autorizados para dicha 
compañía.

A los efectos del párrafo anterior, el término «garan-
tía» debe remitirse, aunque sin carácter limitativo, a la 
regulación del contrato de afianzamiento mercantil que 
se efectúa en los artículos 439 al 442 del Código de 

Comercio, y subsidiariamente a lo dispuesto en los artí-
culos 1822 a 1856 del Código Civil. En particular se 
incluye en las garantías citadas la fianza, la garantía a 
primera demanda, y cualquier otro compromiso de 
pago o resarcimiento, que resulte exigible en caso de 
incumplimiento de las obligaciones objeto de garantía 
y que sean estrictamente necesarias para participar en 
las licitaciones públicas o en determinados contratos 
base de exportación.»

Artículo 10. Renovación de la prórroga sobre excep-
ciones a la aplicación de los nuevos criterios de 
valoración de suelo.

Uno. Se modifica el apartado 2 de la disposición 
transitoria tercera del texto refundido de la Ley del 
Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, 
de 20 de junio, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«2. Los terrenos que, a la entrada en vigor de 
aquella, formen parte del suelo urbanizable incluido en 
ámbitos delimitados para los que el planeamiento haya 
establecido las condiciones para su desarrollo, se valo-
rarán conforme a las reglas establecidas en la Ley 
6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen de Suelo y Valo-
raciones, tal y como quedaron redactadas por la Ley 
10/2003, de 20 de mayo, siempre y cuando en el 
momento a que deba entenderse referida la valoración 
no hayan vencido los plazos para la ejecución del pla-
neamiento o, sin han vencido, sea por causa imputable 
a la Administración o a terceros.

De no existir previsión expresa sobre plazos de eje-
cución en el planeamiento ni en la legislación de orde-
nación territorial y urbanística, las reglas a que se refie-
re el párrafo anterior serán de aplicación hasta el 31 de 
diciembre de 2011.»

Dos. Se modifica la disposición adicional séptima 
del texto refundido de la Ley de Suelo, aprobado por 
Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, que 
queda redactada en los siguientes términos:

«Disposición adicional séptima. Reglas para la 
capitalización de rentas en suelo rural.

1. Para la capitalización de la renta anual real o 
potencial de la explotación a que se refiere el aparta-
do 1 del artículo 23, se utilizará como tipo de capitali-
zación la última referencia publicada por el Banco de 
España del rendimiento interno en el mercado secunda-
rio de la deuda pública de plazo entre dos y seis años.

2. Este tipo de capitalización podrá ser corregido 
aplicando a la referencia indicada en el apartado ante-
rior un coeficiente corrector en función del tipo de cul-
tivo, explotación o aprovechamiento del suelo, cuando 
el resultado de las valoraciones se aleje de forma signi-
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ficativa respecto de los precios de mercado del suelo 
rural sin expectativas urbanísticas.

Los términos de dicha corrección se determinarán 
reglamentariamente.»

Artículo 11. Medidas extraordinarias para la dinami-
zación del sector turístico.

1. Durante el período comprendido entre el día de 
entrada en vigor del presente Real Decreto-ley y hasta 
el 31 de diciembre de 2010, los sujetos pasivos de la 
tasa de aterrizaje y de la tarifa B.1, regulada en el artícu-
lo 4 de la Ley 25/1998, de 13 de julio, tendrán derecho 
a una subvención del cincuenta por ciento del importe 
devengado en los aeropuertos de las Islas Canarias los 
días de la semana que se reflejan en el siguiente cuadro, 
siempre que el beneficiario de la subvención mantenga 
para los restantes días de la semana el número de ope-
raciones ya programadas a fecha 31 de enero de 2010, 
para la temporada de programación de verano de 2010, 
y a fecha 31 de agosto de 2010, para la temporada de 
programación de invierno de 2010/2011.

Aeropuerto Día de la semana

Gran Canaria  ................... Martes.

Tenerife Sur  ..................... Jueves.

Lanzarote  ......................... Miércoles.

Fuerteventura  .................. Jueves y viernes.

Tenerife Norte  ................. Sábado.

La Palma  ......................... Todos los días.

El disfrute de la presente subvención excluirá la 
aplicación de la bonificación establecida para las cita-
das tasas en el artículo 103 de la Ley 66/1997, de 30 de 
diciembre, durante el período que abarca la aplicación 
de esta medida extraordinaria.

La subvención deberá solicitarse durante el mes de 
enero de 2011 y se satisfará por AENA compensando 
su importe con cualesquiera cantidades que le adeuden 
los beneficiarios y, no siendo ello posible en todo o en 
parte, mediante su abono en dinero antes del 31 de julio 
de 2011.

2. Durante el período comprendido entre el día de 
entrada en vigor del presente Real Decreto-ley y hasta 
el 31 de diciembre de 2010, se mantiene la bonificación 
del 30 por ciento de las tasas de aterrizaje de aeronaves 
y tasas aplicables a los pasajeros en los términos esta-
blecidos en el apartado primero de la disposición adi-
cional primera de la Ley 5/2009, de 29 de junio.

3. Los órganos y organismos con competencias en 
materia de navegación aérea deberán reducir sus costes 
de tal manera que los costes de navegación aérea que el 
Gobierno presente a Eurocontrol para el año 2011 se 
reduzcan en un 7,8 por ciento.

CAPÍTULO III

Medidas de apoyo a las PYMES

Artículo 12. Programa del Instituto de Crédito Oficial 
de financiación directa a PYMES y autónomos.

El Instituto de Crédito Oficial (ICO) pondrá en fun-
cionamiento antes del 15 de junio de 2010 un programa 
temporal de financiación directa a las PYMES y autó-
nomos, mediante la contratación de una red financiera 
de ámbito nacional para la prestación de los servicios 
necesarios. A tal efecto, el Consejo de Ministros o la 
comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Econó-
micos dirigirán instrucciones al ICO en las que se con-
tengan las condiciones generales que hayan de regir el 
citado programa y, en todo caso, se determinen los 
umbrales de la financiación directa que pueda otorgar 
en su cumplimiento, así como el período de vigencia 
del programa.

Artículo 13. Habilitación para la reinversión en activo 
circulante de la liquidez captada mediante el Fondo 
de Titulización de la Pequeña y Mediana Empresa.

Se modifica el último párrafo del apartado Uno del 
artículo 57 de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2010, 
que queda redactado en los siguientes términos:

«La entidad que ceda los préstamos y créditos debe-
rá reinvertir la liquidez obtenida como consecuencia 
del proceso de titulización en préstamos o créditos con-
cedidos a todo tipo de empresas no financieras domici-
liadas en España, de las que, al menos, el 80 por ciento 
sean pequeñas y medianas empresas. La reinversión 
deberá realizarse, al menos, el 50 por ciento, en el plazo 
de un año a contar desde la efectiva disposición de la 
liquidez, y el resto en el plazo de dos años. A estos 
efectos, se entenderá por liquidez obtenida, el importe 
de los activos que la entidad cede al Fondo de Tituliza-
ción en el momento de su constitución así como, en su 
caso, en las posteriores cesiones que se realicen como 
consecuencia del carácter abierto del Fondo, durante el 
período anteriormente indicado de dos años.»

Artículo 14. Simplificación de las obligaciones de 
documentación de las operaciones vinculadas a 
cumplir por las entidades de reducida dimensión.

Con efectos para los períodos impositivos que con-
cluyan a partir de 19 de febrero de 2009, se modifican 
los apartados 2 y 10.1.º del artículo 16 del texto refun-
dido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aproba-
do por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de 
marzo, que quedan redactados de la siguiente forma:
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«2. Las personas o entidades vinculadas deberán 
mantener a disposición de la Administración tributaria la 
documentación que se establezca reglamentariamente.

Dicha documentación no será exigible a las perso-
nas o entidades cuyo importe neto de la cifra de nego-
cios habida en el período impositivo sea inferior a ocho 
millones de euros, siempre que el total de las operacio-
nes realizadas en dicho período con personas o entida-
des vinculadas no supere el importe conjunto de 
100.000 euros de valor de mercado. Para determinar el 
importe neto de la cifra de negocios se tendrán en con-
sideración los criterios establecidos en el artículo 108 
de esta ley. No obstante, deberán documentarse en todo 
caso las operaciones realizadas con personas o entida-
des vinculadas que residan en un país o territorio califi-
cado reglamentariamente como paraíso fiscal, excepto 
que residan en un Estado miembro de la Unión Europea 
y el sujeto pasivo acredite que las operaciones respon-
den a motivos económicos válidos y que esas personas 
o entidades realizan actividades económicas.»

«10.1.º Cuando no proceda efectuar correcciones 
valorativas por la Administración tributaria respecto de 
las operaciones sujetas al Impuesto sobre Sociedades, 
al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o al 
Impuesto sobre la Renta de No Residentes, la sanción 
consistirá en multa pecuniaria fija de 1.500 euros por 
cada dato y 15.000 euros por conjunto de datos, omiti-
do, inexacto o falso, referidos a cada una de las obliga-
ciones de documentación que se establezcan reglamen-
tariamente para el grupo o para cada entidad en su 
condición de sujeto pasivo o contribuyente.

En los supuestos de las personas o entidades a que 
se refiere el párrafo segundo del apartado 2 de este 
artículo a las que no resulte de aplicación la exonera-
ción establecida en dicho párrafo, la sanción a que se 
refiere este número 1.º tendrá como límite máximo la 
menor de las dos cuantías siguientes:

El 10 por ciento del importe conjunto de las opera-
ciones a que se refiere este número 1.º realizadas en el 
periodo impositivo.

El 1 por ciento del importe neto de la cifra de nego-
cios.»

CAPÍTULO IV

Medidas para favorecer la protección
de los ciudadanos

Artículo 15. Inembargabilidad de ingresos mínimos 
familiares.

En el caso de que, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 129 de la Ley Hipotecaria, el precio obtenido 
por la venta de la vivienda habitual hipotecada sea insu-
ficiente para cubrir el crédito garantizado, en la ejecu-

ción forzosa posterior basada en el mismo título ejecu-
tivo, la cantidad inembargable establecida en el 
artículo 607.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil se 
incrementará en un 10 por ciento y además en otro 20 
por ciento del salario mínimo interprofesional por cada 
miembro del núcleo familiar que no disponga de ingre-
sos propios regulares, salario ni pensión. A estos efec-
tos, se entiende por núcleo familiar, el cónyuge o pareja 
de hecho, los ascendientes y descendientes de primer 
grado que convivan con el ejecutado.

Los salarios, sueldos, jornales, retribuciones o pen-
siones que sean superiores al salario mínimo interprofe-
sional y, en su caso, a las cuantías que resulten de aplicar 
la regla para la protección del núcleo familiar prevista en 
el apartado anterior, se embargarán conforme a la escala 
prevista en el artículo 607.2 de la misma ley.

Artículo 16. Aplicación del tipo superreducido del 
Impuesto sobre el Valor Añadido a los servicios de 
dependencia que se presten mediante plazas concer-
tadas o mediante precios derivados de concursos 
administrativos.

Se introducen las siguientes modificaciones en la 
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el 
Valor Añadido:

Uno. Se modifica el número 9.º del apartado uno.2 
del artículo 91, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«9.º Las prestaciones de servicios a que se refiere 
el número 8.º del apartado uno del artículo 20 de esta 
ley cuando no estén exentas de acuerdo con dicho pre-
cepto ni les resulte de aplicación el tipo impositivo 
establecido en el número 3.º del apartado dos.2 de este 
artículo.»

Dos. Se modifica el apartado dos.2 del artículo 91, 
que queda redactado de la siguiente forma:

«2. Las prestaciones de servicios siguientes:

1.º Los servicios de reparación de los vehículos y 
de las sillas de ruedas comprendidos en el párrafo pri-
mero del número 4.º del apartado dos.1 de este artículo 
y los servicios de adaptación de los autotaxis y autotu-
rismos para personas con minusvalías y de los vehícu-
los a motor a los que se refiere el párrafo segundo del 
mismo precepto, independientemente de quién sea el 
conductor de los mismos.

2.º Los arrendamientos con opción de compra de 
edificios o partes de los mismos destinados exclusiva-
mente a viviendas calificadas administrativamente 
como de protección oficial de régimen especial o de 
promoción pública, incluidas las plazas de garaje, con 
un máximo de dos unidades, y anexos en ellos situados 
que se arrienden conjuntamente.
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3.º Los servicios de teleasistencia, ayuda a domi-
cilio, centro de día y de noche y atención residencial, a 
que se refieren las letras b), c), d) y e) del apartado 1 del 
artículo 15 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de 
Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia, que no resulten 
exentos por aplicación del número 8.º del apartado uno 
del artículo 20 de esta ley, siempre que se presten en 
plazas concertadas en centros o residencias o mediante 
precios derivados de un concurso administrativo adju-
dicado a las empresas prestadoras en aplicación de lo 
dispuesto en dicha ley.»

Artículo 17. Exención en el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas de las cantidades satisfechas 
por las empresas para el transporte colectivo de sus 
trabajadores.

Con efectos desde 1 de enero de 2010, se añade una 
letra h) al apartado 2 del artículo 42, de la Ley 35/2006, 
de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes 
de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de 
no Residentes y sobre el Patrimonio, que queda redac-
tada de la siguiente forma:

«h) Las cantidades satisfechas a las entidades 
encargadas de prestar el servicio público de transporte 
colectivo de viajeros con la finalidad de favorecer el 
desplazamiento de los empleados entre su lugar de resi-
dencia y el centro de trabajo, con el límite de 1.500 
euros anuales para cada trabajador. También tendrán la 
consideración de cantidades satisfechas a las entidades 
encargadas de prestar el citado servicio público, las fór-
mulas indirectas de pago que cumplan las condiciones 
que se establezcan reglamentariamente.»

Artículo 18. Requisitos para determinadas emisiones 
dirigidas al público en general.

Uno. Se añade un nuevo párrafo final en el aparta-
do 1 del artículo 30 bis, de la Ley 24/1988, de 28 de julio, 
del Mercado de Valores, con la siguiente redacción:

«Cuando se trate de colocación de emisiones con-
templadas en las letras b), c), d) y e) de este apartado, 
dirigidas al público en general empleando cualquier 
forma de comunicación publicitaria, deberá intervenir 
una entidad autorizada para prestar servicios de inver-
sión a efectos de la comercialización de los valores 
emitidos.»

Dos. Se añade una nueva letra ll bis al artículo 99, 
de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valo-
res, con la siguiente redacción:

«ll bis) La colocación de emisiones a las que se 
refiere el artículo 30 bis.1 de esta ley sin cumplir el requi-

sito de intervención de entidad autorizada previsto en 
dicho precepto, sin atenerse a las condiciones básicas 
publicitadas, omitiendo datos relevantes o incluyendo 
inexactitudes, falsedades o datos que induzcan a engaño 
en la citada actividad publicitaria.»

CAPÍTULO V

Medidas relativas a los sectores energéticos

Artículo 19. Empresas de servicios energéticos.

1. Se entiende por empresa de servicios energéti-
cos a los efectos de este Real Decreto-ley aquella per-
sona física o jurídica que pueda proporcionar servicios 
energéticos, en la forma definida en el párrafo siguien-
te, en las instalaciones o locales de un usuario y afronte 
cierto grado de riesgo económico al hacerlo. Todo ello, 
siempre que el pago de los servicios prestados se base, 
ya sea en parte o totalmente, en la obtención de ahorros 
de energía por introducción de mejoras de la eficiencia 
energética y en el cumplimiento de los demás requisi-
tos de rendimiento convenidos.

2. El servicio energético prestado por la empresa 
de servicios energéticos consistirá en un conjunto de 
prestaciones incluyendo la realización de inversiones 
inmateriales, de obras o de suministros necesarios para 
optimizar la calidad y la reducción de los costes ener-
géticos. Esta actuación podrá comprender además de la 
construcción, instalación o transformación de obras, 
equipos y sistemas, su mantenimiento, actualización o 
renovación, su explotación o su gestión derivados de la 
incorporación de tecnologías eficientes. El servicio 
energético así definido deberá prestarse basándose en 
un contrato que deberá llevar asociado un ahorro de 
energía verificable, medible o estimable.

3. El Gobierno, en el plazo de 6 meses, aprobará 
un plan específico de impulso de las empresas de 
servicios energéticos contemplando de forma parti-
cular un programa concreto para las Administracio-
nes Públicas.

4. Para facilitar el conocimiento de las empresas 
de servicios energéticos, el Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio, a través del Instituto para la 
Diversificación y Ahorro de la Energía, aprobará un 
Programa de Acuerdos Voluntarios con empresas de 
servicios energéticos, que permita la elaboración y 
publicación en la sede electrónica del Instituto, de una 
relación de empresas habilitadas, incluyendo la infor-
mación de contacto y sobre los servicios prestados que 
voluntariamente faciliten las empresas.

Artículo 20. Especialidades en la contratación de 
empresas de servicios energéticos en el sector público.

1. Durante los dos años siguientes a la entrada en 
vigor del presente Real Decreto-ley se aplicarán las 
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siguientes normas procedimentales a la contratación 
necesaria para la ejecución del programa de prestación 
de servicios energéticos en el sector público descrita en 
el apartado 3 del artículo anterior, independientemente 
de la forma de contratación utilizada:

a) Esta contratación tendrá la consideración de 
urgente a los efectos previstos en el artículo 96 de la 
Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector 
Público.

b) La adjudicación provisional de los correspon-
dientes contratos deberá efectuarse en el plazo máximo 
de 20 días naturales, contados desde el día siguiente a 
aquel en que finalice el plazo de presentación de propo-
siciones o de ofertas finales, en el caso del contrato de 
colaboración entre el sector público y el sector privado.

c) El plazo para elevar a definitiva la adjudicación 
provisional a que hace referencia el primer inciso del 
párrafo tercero del artículo 135.4 de la Ley de Contra-
tos del Sector Público será de 10 días hábiles.

d) En el procedimiento de contratación por parte 
de los órganos de la Administración General del Estado 
o sus organismos públicos vinculados o dependientes, 
la comunicación con éstos se realizará utilizando sólo 
medios electrónicos conforme al artículo 27.6 de la 
Ley 11/2007, de 22 de junio.

2. En el caso de que se opte por el contrato de 
colaboración entre el sector público y el sector privado, 
además se aplicarán las siguientes normas:

a) El desarrollo del diálogo con los licitadores no 
excederá de 45 días.

b) El plazo para la presentación de las ofertas fina-
les será de 15 días desde la fecha en que reciban la invi-
tación a que presenten la misma los participantes en el 
diálogo.

Artículo 21. Cobertura financiera de eventuales des-
fases temporales por desajustes en las liquidaciones 
de las actividades reguladas en el sector eléctrico.

Se modifica la disposición adicional vigésima pri-
mera de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sec-
tor Eléctrico, que queda redactada en los siguientes tér-
minos:

«Disposición adicional vigésima primera. Sufi-
ciencia de los peajes de acceso y desajustes de ingresos 
de las actividades reguladas del sector eléctrico.

1. A partir del 1 de enero de 2013, los peajes de 
acceso serán suficientes para satisfacer la totalidad de 
los costes de las actividades reguladas sin que pueda 
aparecer déficit ex ante. La eventual aparición de des-
viaciones transitorias por desajustes en los costes o 
ingresos reales respecto a los que sirvieron de base para 
la fijación de los peajes de acceso en cada período, dará 
lugar a que las tarifas de acceso del período siguiente al 

de la aparición de dicho desajuste temporal se modifi-
quen en la cuantía necesaria para su ajuste.

Cuando por la aparición de desajustes temporales, el 
fondo acumulado en la cuenta específica a que se refie-
re el Real Decreto 2017/1997, de 26 de diciembre, 
abierta en régimen de depósito arrojara un saldo negati-
vo, éste será liquidado por la Comisión Nacional de 
Energía en las liquidaciones mensuales aplicando los 
siguientes porcentajes de reparto:

«Iberdrola, S. A.»: 35,01 por ciento.
«Hidroeléctrica del Cantábrico, S. A.»: 6,08 por 

ciento.
«Endesa, S. A.»: 44,16 por ciento.
«EON España, S.L.»: 1,00 por ciento.
«GAS Natural S.D.G, S.A.»: 13,75 por ciento.

Estos porcentajes de reparto así como la lista de 
empresas obligadas podrán ser modificados por real 
decreto, cuando se produzcan desinversiones significa-
tivas que afecten a las empresas en la actividad de dis-
tribución, cuando se produzcan cambios estructurales 
sustanciales en la actividad de generación que así lo 
justifiquen o como consecuencia de inversiones o desin-
versiones significativas en activos de generación.

Las empresas tendrán derecho a recuperar las apor-
taciones por este concepto en las 14 liquidaciones 
correspondientes al periodo en que se modifiquen las 
tarifas de acceso para el reconocimiento de dicho des-
ajuste temporal. Las cantidades aportadas por este con-
cepto serán devueltas reconociéndose un tipo de interés 
en condiciones equivalentes a las del mercado que se 
fijará en la orden por la que se aprueban los peajes.

2. Hasta el 1 de enero de 2013, las disposiciones 
por las que se aprueben los peajes de acceso reconocerán 
de forma expresa los déficit de ingresos que, en su caso, 
se estime que puedan producirse en las liquidaciones de 
las actividades reguladas en el sector eléctrico.

Asimismo, se entenderá que se producen desajustes 
temporales, si como resultado de las liquidaciones de 
las actividades reguladas en cada período, resultara un 
déficit de ingresos superior al previsto en la disposición 
por la que se aprobaron los peajes de acceso correspon-
dientes. Dicho desajuste temporal se reconocerá de 
forma expresa en las disposiciones de aprobación de 
los peajes de acceso del período siguiente.

Cuando por la aparición de desajustes temporales, el 
fondo acumulado en la cuenta específica a que se refie-
re el Real Decreto 2017/1997, de 26 de diciembre, 
abierta en régimen de depósito arrojara un saldo negati-
vo, éste será liquidado por la Comisión Nacional de 
Energía en las liquidaciones mensuales aplicando los 
siguientes porcentajes de reparto:

«Iberdrola, S. A.»: 35,01 por ciento.
«Hidroeléctrica del Cantábrico, S. A.»: 6,08 por 

ciento.
«Endesa, S. A.»: 44,16 por ciento.
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«EON España, S.L.»: 1,00 por ciento.
«GAS Natural S.D.G, S.A.»: 13,75 por ciento.

Estos porcentajes de reparto podrán ser modificados 
por real decreto, cuando se produzcan desinversiones 
significativas que afecten a las empresas en la actividad 
de distribución, cuando se produzcan cambios estructu-
rales sustanciales en la actividad de generación que así 
lo justifiquen o como consecuencia de inversiones o 
desinversiones significativas en activos de generación.

Las empresas tendrán derecho a recuperar las apor-
taciones por este concepto en las 14 liquidaciones 
correspondientes al periodo en que se modifiquen las 
tarifas de acceso para el reconocimiento de dicho des-
ajuste temporal. Las cantidades aportadas por este con-
cepto serán devueltas reconociéndose un tipo de interés 
en condiciones equivalentes a las del mercado que se 
fijará en la orden por la que se aprueban los peajes.

3. Si el importe del desajuste temporal definido en 
los apartados 1 y 2 no fuera conocido en el momento de 
la aprobación de la disposición por la que se aprueban 
los peajes de acceso del periodo siguiente, en dicha dis-
posición se reconocerá de forma expresa, incluyendo 
los intereses que pudieran devengar, los importes que, 
en su caso, se estimen vayan a ser financiados.

Se habilita a la Dirección General de Política Ener-
gética y Minas para modificar dichos importes por los 
realmente financiados por cada una de las empresas, 
cuando se disponga de la información de la liquidación 
14 del ejercicio correspondiente.

La diferencia entre los importes reconocidos con la 
información de la liquidación 14 y los resultantes de la 
liquidación definitiva del correspondiente ejercicio, 
tendrán la consideración de coste o ingreso liquidable 
del sistema del ejercicio en que se produzca.

4. No obstante, para los años 2009, 2010, 2011 
y 2012, el déficit de ingresos previsto en la disposición 
por la que se aprobaron los peajes de acceso correspon-
dientes no será superior a 3.500 millones de euros, 
3.000 millones de euros, 2.000 millones de euros 
y 1.000 millones de euros respectivamente.

5. Los déficit del sistema de liquidaciones eléctri-
co generarán derechos de cobro consistentes en el dere-
cho a percibir un importe de la facturación mensual por 
peajes de acceso de los años sucesivos hasta su satisfac-
ción. Las cantidades aportadas por este concepto serán 
devueltas reconociéndose un tipo de interés en condi-
ciones equivalentes a las del mercado que se fijará en la 
orden por la que se aprueban los peajes.

Los pagos que realice la Comisión Nacional de 
Energía necesarios para satisfacer los derechos de cobro 
tendrán consideración de costes permanentes del siste-
ma y se recaudarán a través de los peajes de acceso 
hasta su satisfacción total.

Para la financiación de dichos déficits, los derechos 
de cobro correspondientes se podrán ceder a un fondo 
de titulización que se constituirá a estos efectos y se 
denominará Fondo de Titulización del Déficit del Siste-

ma Eléctrico, según lo contemplado en la disposición 
adicional quinta de la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la 
que se adapta la legislación española en materia de 
entidades de crédito a la Segunda Directiva de Coordi-
nación Bancaria y se introducen otras modificaciones 
relativas al sistema financiero, siendo de aplicación lo 
dispuesto en el Real Decreto 926/1998, de 14 mayo, 
por el que se regulan los fondos de titulización de acti-
vos y las sociedades gestoras de fondos de titulización. 
La constitución del Fondo de Titulización del Déficit 
del Sistema Eléctrico requerirá el informe previo favo-
rable del Ministerio de Economía y Hacienda.

El activo del fondo de titulización estará constituido 
por:

a. Derechos de cobro generados y no cedidos a 
terceros por los titulares iniciales del derecho 
hasta 10.000 millones de euros a fecha de 31 de diciem-
bre de 2008. El precio de cesión de dichos derechos y 
las condiciones de cesión de los mismos se determinará 
por real decreto, a propuesta conjunta de los titulares de 
los Ministerios de Industria, Turismo y Comercio y de 
Economía y Hacienda.

b. Los derechos de cobro a que dé lugar la finan-
ciación de los déficits generados desde el 1 de enero 
de 2009 hasta el 31 de diciembre de 2012, cuyas carac-
terísticas, así como precio y condiciones de cesión, se 
establecerán por real decreto, a propuesta conjunta de 
los titulares de los Ministerios de Industria, Turismo y 
Comercio y de Economía y Hacienda.

6. El pasivo del fondo de titulización estará cons-
tituido por los instrumentos financieros que se emitan a 
través de un procedimiento competitivo que se regulará 
por real decreto, a propuesta conjunta de los titulares de 
los Ministerios de Industria, Turismo y Comercio y de 
Economía y Hacienda.

7. La sociedad gestora del fondo de titulización 
será designada por la Comisión, que a estos efectos se 
cree, dependiente del Ministerio de Industria, Turismo 
y Comercio que la presidirá. Dicha Comisión estará 
compuesta por representantes del Ministerio de Indus-
tria, Turismo y Comercio y del Ministerio de Economía 
y Hacienda. En atención a la naturaleza de la función 
asignada a la Comisión, esta podrá contar con el aseso-
ramiento técnico de la Comisión Nacional de Energía y 
de la Comisión Nacional del Mercado de Valores por 
las especiales condiciones de experiencia y conoci-
mientos que concurren en tales organismos.

La designación, por la Comisión, de la sociedad 
gestora deberá realizarse de acuerdo a los principios de 
objetividad, transparencia y publicidad, y entre socie-
dades gestoras que cuenten con profesionales de reco-
nocida y probada experiencia en la materia.

En su organización y funcionamiento, la Comisión 
se regirá por lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo 
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Común, y reglamentariamente se establecerá su com-
posición en cuanto a número de miembros y rango 
jerárquico.

La extinción de esta Comisión se producirá automáti-
camente una vez alcanzado el fin para el que fue creada.

8. Asimismo, para cubrir eventuales desfases de 
tesorería entre ingresos y pagos del fondo de tituliza-
ción, por acuerdo de la Comisión Delegada del Gobier-
no para Asuntos Económicos, se podrá constituir una 
línea de crédito en condiciones de mercado.

9. Al amparo de lo establecido en el artículo 114 
de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presu-
puestaria, se autoriza a la Administración General de 
Estado, hasta el 31 de diciembre de 2013, a otorgar ava-
les en garantía de las obligaciones económicas exigi-
bles al Fondo de Titulización del Déficit del Sistema 
Eléctrico, derivadas de las emisiones de instrumentos 
financieros que realice dicho Fondo con cargo a los 
derechos de cobro que constituyan el activo del 
mismo:

Los importes máximos para el otorgamiento de los 
avales a que se refiere el apartado serán los que deter-
minen las correspondientes leyes de Presupuestos 
Generales del Estado.

El otorgamiento de los avales deberá ser acordado 
por la Ministra de Economía y Hacienda, de acuerdo 
con lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviem-
bre, General Presupuestaria y solo podrá efectuarse una 
vez constituido el fondo.

De producirse la ejecución del aval frente a la Admi-
nistración General del Estado, ésta se subrogará, res-
pecto de los importes ejecutados por cualquier concep-
to, en todos los derechos y acciones que tuvieran 
reconocidos los acreedores frente al Fondo de Tituliza-
ción del Déficit del Sistema Eléctrico.

En el caso de ejecución de los avales a que se refiere 
este apartado, se autoriza a la Dirección General del 
Tesoro y Política Financiera para que pueda efectuar 
los pagos correspondientes a la ejecución de los avales 
mediante operaciones de tesorería con cargo al concep-
to específico que se fije a tal fin. Con posterioridad a la 
realización de dichos pagos, la Dirección General del 
Tesoro y Política Financiera procederá a la aplicación 
definitiva al presupuesto de gastos de los pagos realiza-
dos en el ejercicio, salvo los efectuados en el mes de 
diciembre, que se aplicarán al presupuesto de gastos en 
el primer trimestre del año siguiente.»

Artículo 22. Mecanismo transitorio de financiación 
del déficit en las actividades reguladas en el sector 
eléctrico hasta la titulización.

Se modifica la redacción de la disposición transito-
ria primera del Real Decreto-ley 6/2009, de 30 de abril, 
por el que se adoptan determinadas medidas en el sec-
tor energético y se aprueba el bono social, que queda 
redactada como sigue:

«Disposición transitoria primera. Mecanismo 
transitorio de financiación del déficit.

Hasta que el Fondo de Titulización previsto en el 
artículo 1 del presente Real Decreto-ley no haya realiza-
do las emisiones y desembolsado el precio de los dere-
chos de cobro cedidos será de aplicación lo dispuesto en 
el artículo 24 del Real Decreto-ley 5/2005, de 11 de 
marzo, de reformas urgentes para el impulso a la produc-
tividad y para la mejora de la contratación pública.

En concreto, a partir de la entrada en vigor del pre-
sente Real Decreto-ley, cuando el fondo acumulado en 
la cuenta específica a que se refiere el Real Decreto 
2017/1997, de 26 de diciembre, abierta en régimen de 
depósito tenga saldo negativo será liquidado por la 
Comisión Nacional de Energía en las liquidaciones 
mensuales aplicando los siguientes porcentajes de 
reparto:

«Iberdrola S. A.»: 35,01 por ciento.
«Hidroeléctrica del Cantábrico, S. A.»: 6,08 por 

ciento.
«Endesa S. A.»: 44,16 por ciento.
«E.ON España, S. L.»: 1,00 por ciento.
«GAS Natural S.D.G, S. A.»: 13,75 por ciento.

Las empresas tendrán derecho a recuperar las apor-
taciones por este concepto, reconociéndoseles un tipo 
de interés en condiciones equivalentes a las del merca-
do, que empezará a devengarse a partir del uno de enero 
del año siguiente, y que deberá ser considerado de 
forma expresa en las disposiciones de aprobación de 
los peajes de acceso del periodo siguiente, con inclu-
sión del importe correspondiente como coste perma-
nente del Sistema.»

Artículo 23. Habilitación legal del gestor de cargas.

Se modifica la redacción de los artículos 1, 9, 11 
y 14 de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector 
Eléctrico, que quedan redactados como sigue:

«Artículo 1. Objeto.

1. La presente ley regula las actividades destina-
das al suministro de energía eléctrica, consistentes en 
su generación, transporte, distribución, servicios de 
recarga energética, comercialización e intercambios 
intracomunitarios e internacionales, así como la gestión 
económica y técnica del sistema eléctrico.

2. La regulación de dichas actividades tiene por 
finalidad:

La adecuación del suministro de energía eléctrica a 
las necesidades de los consumidores, y

La racionalización, eficiencia y optimización de 
aquellas, atendiendo a los principios de monopolio 
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natural del transporte y la distribución, red única y de 
realización al menor coste.

3. Las actividades destinadas al suministro de 
energía eléctrica se ejercerán de forma coordinada bajo 
los principios de objetividad, transparencia y libre com-
petencia.»

«Artículo 9. Sujetos.

Las actividades destinadas al suministro de energía 
eléctrica a que se refiere el artículo 1.1 de la presente 
ley serán desarrolladas por los siguientes sujetos:

a) Los productores de energía eléctrica, que son 
aquellas personas físicas o jurídicas que tienen la fun-
ción de generar energía eléctrica, ya sea para su consu-
mo propio o para terceros, así como las de construir, 
operar y mantener las centrales de producción.

b) El operador del mercado, sociedad mercantil 
que tiene las funciones que le atribuye el artículo 33 de 
la presente ley.

c) El operador del sistema, sociedad mercantil que 
tiene las funciones que le atribuye el artículo 34 de la 
presente ley.

d) El transportista, que es aquella sociedad mer-
cantil que tiene la función de transportar energía eléc-
trica, así como construir, mantener y maniobrar las ins-
talaciones de transporte.

e) Los distribuidores, que son aquellas sociedades 
mercantiles que tienen la función de distribuir energía 
eléctrica, así como construir, mantener y operar las ins-
talaciones de distribución destinadas a situar la energía 
en los puntos de consumo.

f) Los comercializadores, que son aquellas socie-
dades mercantiles que, accediendo a las redes de trans-
porte o distribución, adquieren energía para su venta a 
los consumidores, a otros sujetos del sistema o para 
realizar operaciones de intercambio internacional en 
los términos establecidos en la presente ley.

El Gobierno, previa consulta a las comunidades 
autónomas, determinará los comercializadores que asu-
mirán la obligación de suministro de último recurso.

g) Los consumidores que son las personas físicas 
o jurídicas que compran la energía para su propio con-
sumo.

Aquellos consumidores que adquieran energía direc-
tamente en el mercado de producción se denominarán 
Consumidores Directos en Mercado.

h) Los gestores de cargas del sistema, que son 
aquellas sociedades mercantiles que, siendo consumi-
dores, están habilitados para la reventa de energía eléc-
trica para servicios de recarga energética, así como para 
el almacenamiento de energía eléctrica para una mejor 
gestión del Sistema Eléctrico.»

«Artículo 11. Funcionamiento del sistema.

1. La producción de energía eléctrica se desarrolla 
en un régimen de libre competencia en el mercado de 
producción de energía eléctrica.

El mercado de producción de energía eléctrica es el 
integrado por el conjunto de transacciones comerciales 
de compra y venta de energía y de otros servicios rela-
cionados con el suministro de energía eléctrica.

El mercado de producción de energía eléctrica se 
estructura en mercados a plazo, mercado diario, merca-
do intradiario, la resolución de restricciones técnicas 
del sistema, los servicios complementarios, la gestión 
de desvíos y mercados no organizados. Los sujetos 
definidos en el artículo 9 que actúen en el mercado de 
producción a que se refiere el párrafo anterior podrán 
pactar libremente los términos de los contratos de com-
praventa de energía eléctrica que suscriban, respetando 
las modalidades y contenidos mínimos previstos en la 
presente ley y en sus reglamentos de desarrollo.

2. La operación del sistema, el transporte y la dis-
tribución tienen carácter de actividades reguladas, cuyo 
régimen económico y de funcionamiento se ajustará a 
lo previsto en la presente ley.

Se garantiza el acceso de terceros a las redes de 
transporte y distribución en las condiciones técnicas y 
económicas establecidas en esta ley.

3. Sin perjuicio de lo establecido para el suminis-
tro de último recurso, la comercialización y los servi-
cios de recarga energética se ejercerán libremente en 
los términos previstos en la presente ley y su régimen 
económico vendrá determinado por las condiciones que 
se pacten entre las partes.

4. Salvo pacto en contrario, la transmisión de la 
propiedad de la energía eléctrica se entenderá produci-
da en el momento en que la misma tenga entrada en las 
instalaciones del comprador.

En el caso de los comercializadores y de los gesto-
res de cargas, la transmisión de la propiedad de la ener-
gía eléctrica se entenderá producida, salvo pacto en 
contrario, cuando la misma tenga entrada en las instala-
ciones de su cliente. El Gobierno podrá determinar el 
funcionamiento del mercado diario e intradiario en base 
a ofertas de unidades de producción ya sean físicas o en 
cartera.»

«Artículo 14. Separación de actividades.

1. Las sociedades mercantiles que desarrollen 
alguna o algunas de las actividades reguladas a que se 
refiere el apartado 2 del artículo 11 deben tener como 
objeto social exclusivo el desarrollo de las mismas sin 
que puedan, por tanto, realizar actividades de produc-
ción, de comercialización o de servicios de recarga 
energética, ni tomar participaciones en empresas que 
realicen estas actividades.

2. No obstante, un grupo de sociedades podrá 
desarrollar actividades incompatibles de acuerdo con la 
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ley, siempre que sean ejercitadas por sociedades dife-
rentes, y se cumplan los siguientes criterios de indepen-
dencia:

a. Las personas responsables de la gestión de 
sociedades que realicen actividades reguladas no podrán 
participar en estructuras organizativas del grupo empre-
sarial que sean responsables, directa o indirectamente, 
de la gestión cotidiana de actividades de generación, 
comercialización o de servicios de recarga energética.

b. Los grupos de sociedades garantizarán la inde-
pendencia de las personas responsables de la gestión de 
sociedades que realicen actividades reguladas mediante 
la protección de sus intereses profesionales. En particu-
lar establecerán garantías en lo que concierne a su retri-
bución y su cese.

Las sociedades que realicen actividades reguladas y 
las personas responsables de su gestión que se determi-
ne no podrán poseer acciones de sociedades que reali-
cen actividades de producción, comercialización o de 
servicios de recarga energética.

Además, las sociedades que realicen actividades 
reguladas, así como sus trabajadores, no podrán compar-
tir información comercialmente sensible con las empre-
sas del grupo de sociedades al que pertenezcan, en el 
caso de que éstas realicen actividades liberalizadas.

c. Las sociedades que realicen actividades regula-
das tendrán capacidad de decisión efectiva, indepen-
diente del grupo de sociedades, con respecto a activos 
necesarios para explotar, mantener, o desarrollar la red 
de transporte o distribución de energía eléctrica.

No obstante, el grupo de sociedades tendrá derecho a 
la supervisión económica y de la gestión de las referidas 
sociedades, y podrán someter a aprobación el plan finan-
ciero anual, o instrumento equivalente, así como esta-
blecer límites globales a su nivel de endeudamiento.

En ningún caso podrá el grupo empresarial dar ins-
trucciones a las sociedades que realicen actividades 
reguladas respecto de la gestión cotidiana, ni respecto 
de decisiones particulares referentes a la construcción o 
mejora de activos de transporte o distribución, siempre 
que no se sobrepase lo establecido en el plan financiero 
anual o instrumento equivalente.

d. Las sociedades que realicen actividades regula-
das establecerán un código de conducta en el que se 
expongan las medidas adoptadas para garantizar el 
cumplimiento de lo estipulado en los apartados a, b y c 
anteriores.

Dicho código de conducta establecerá obligaciones 
específicas de los empleados, y su cumplimiento será 
objeto de la adecuada supervisión y evaluación por la 
sociedad.

Anualmente, se presentará un informe al Ministerio 
de Industria, Turismo y Comercio y a la Comisión 
Nacional de Energía, que será publicado, indicando las 
medidas adoptadas para lograr el cumplimiento de lo 
estipulado en los apartados a, b y c anteriores.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 1, 
cualquier adquisición de participaciones accionariales 
por parte de aquellas sociedades mercantiles que desa-
rrollen actividades reguladas exigirá la obtención de la 
autorización previa a que se refiere la función decimo-
cuarta del apartado 1 del punto tercero de la disposición 
adicional undécima de la Ley 34/1998, de 7 octubre, 
del Sector de Hidrocarburos.

4. El conjunto de obligaciones establecidas en los 
apartados 1 y 2 del presente artículo no serán aplicables 
a las empresas distribuidoras con menos de 100.000 
clientes conectados a sus redes a quienes les hubiera 
sido de aplicación la disposición transitoria undécima 
de la presente ley.»

Artículo 24. Servicios de recarga energética.

1. El servicio de recarga energética tendrá como 
función principal la entrega de energía a través de ser-
vicios de carga de vehículos que utilicen motores eléc-
tricos o baterías de almacenamiento en unas condicio-
nes que permitan la carga conveniente y a coste mínimo 
para el propio usuario y para el sistema eléctrico, 
mediante la futura integración con los sistemas de 
recarga tecnológicos que se desarrollen, que faciliten la 
integración de la generación en régimen especial.

2. Los servicios de recarga energética serán pres-
tados por las correspondientes empresas que deberán 
presentar, previamente al inicio de su actividad, una 
declaración responsable sobre el cumplimiento de los 
requisitos que se determinen reglamentariamente.

3. Los gestores de cargas del sistema tendrán las 
obligaciones y los derechos regulados en el título VIII 
de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector 
Eléctrico, que les sean de aplicación en relación con la 
reventa de energía eléctrica y para su almacenamiento, 
en la forma en que reglamentariamente se establezca 
para una mejor gestión del sistema, conforme al artícu-
lo 9 letra h) de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del 
Sector Eléctrico.

4. La Administración adoptará programas especí-
ficos para impulsar la eficiencia en la demanda de elec-
tricidad para vehículos eléctricos, con el objetivo de 
promover el ahorro y la eficiencia energética y optimi-
zar el uso del sistema eléctrico, en virtud de lo previsto 
en el artículo 46.2 de la Ley 54/1997, de 27 de noviem-
bre, del Sector Eléctrico.

CAPÍTULO VI

Medidas del Sector Financiero

Artículo 25. Régimen jurídico de los sistemas institu-
cionales de protección a efectos de su consideración 
como grupos consolidables de entidades de crédito.

Se añade una nueva letra d) al apartado 3 del artícu-
lo 8 de la Ley 13/1985, de 25 de mayo, de Coeficientes 
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de Inversión, Recursos Propios y Obligaciones de Infor-
mación de los Intermediarios Financieros, con la 
siguiente redacción:

«d) Que a través de un acuerdo contractual varias 
entidades de crédito integren un sistema institucional de 
protección que cumpla con los siguientes requisitos:

i) Que exista una entidad central que determine 
con carácter vinculante sus políticas y estrategias de 
negocio, así como los niveles y medidas de control 
interno y de gestión de riesgos. Esta entidad central 
será la responsable de cumplir los requerimientos regu-
latorios en base consolidada del sistema institucional 
de protección.

ii) Que la citada entidad central sea una de las enti-
dades de crédito integrantes del sistema institucional de 
protección u otra entidad de crédito participada por todas 
ellas y que formará asimismo parte del sistema.

iii) Que el acuerdo contractual que constituye el 
sistema institucional de protección contenga un com-
promiso mutuo de solvencia y liquidez entre las entida-
des integrantes del sistema, que alcance como mínimo 
el 40 por ciento de los recursos propios computables de 
cada una de ellas, en lo que se refiere al apoyo de sol-
vencia. El compromiso de apoyo mutuo incluirá las 
previsiones necesarias para que el apoyo entre sus inte-
grantes se lleve a cabo a través de fondos inmediata-
mente disponibles.

iv) Que las entidades integrantes del sistema insti-
tucional de protección pongan en común una parte sig-
nificativa de sus resultados, que suponga al menos el 40 
por ciento de los mismos y que deberá ser distribuida 
de manera proporcional a la participación de cada una 
de ellas en el sistema.

v) Que el acuerdo contractual establezca que las 
entidades deberán permanecer en el sistema un periodo 
mínimo de 10 años, debiendo preavisar con, al menos, 
dos años de antelación su deseo de abandonar el mismo 
transcurrido aquel período. Adicionalmente, el acuerdo 
deberá incluir un régimen de penalizaciones por baja 
que refuerce la permanencia y estabilidad de las entida-
des en el sistema institucional de protección.

vi) Que, a juicio del Banco de España, se cumplan 
los requisitos previstos en la normativa vigente sobre 
recursos propios de las entidades financieras para asig-
nar una ponderación de riesgo del 0 por ciento a las 
exposiciones que tengan entre sí los integrantes del sis-
tema institucional de protección.

Corresponderá al Banco de España la comprobación 
de los requisitos anteriores a los efectos de lo previsto 
en este artículo.

Cuando la entidad de crédito que tenga la considera-
ción de entidad central dentro de un sistema institucional 
de protección sea de naturaleza distinta al resto de las 
entidades integradas en el mismo y se encuentre partici-
pada por todas ellas, se adherirá al Fondo de Garantía de 
Depósitos al que pertenezcan estas últimas.

Las entidades de crédito que se vayan a integrar en 
un sistema institucional de protección podrán instar al 
Banco de España que solicite informe a la Dirección 
General de Tributos del Ministerio de Economía y 
Hacienda, en el ámbito de interpretación de la normati-
va tributaria estatal, sobre las consecuencias tributarias 
de la integración, con el objetivo de asegurar la neutra-
lidad fiscal de la operación.

El informe se emitirá en el plazo máximo de un mes 
sobre la base de la concurrencia de los requisitos ya 
comprobados por el Banco de España y tendrá efectos 
vinculantes para los órganos y entidades de la Adminis-
tración tributaria encargados de la aplicación de los tri-
butos.»

Artículo 26. Reducción de plazos y otros trámites en 
caso de actuación del fondo de reestructuración 
ordenada bancaria.

El Real Decreto-ley 9/2009, de 26 de junio, sobre 
reestructuración bancaria y reforzamiento de los recur-
sos propios de las entidades de crédito queda modifica-
do en los siguientes términos:

Uno. El párrafo segundo del apartado 1 del artícu-
lo 6 queda redactado en la siguiente forma:

«Simultáneamente, la entidad en cuestión presenta-
rá un plan de actuación en el que se concreten las accio-
nes previstas para superar esa situación, que deberán ir 
encaminadas a asegurar la viabilidad de la entidad, bien 
reforzando su patrimonio y solvencia, bien facilitando 
su fusión o absorción por otra de reconocida solvencia 
o el traspaso total o parcial de su negocio o de unidades 
del mismo a otras entidades de crédito. El plan deberá 
detallar, asimismo, el plazo previsto para su ejecución, 
que no podrá exceder de 3 meses, salvo autorización 
expresa del Banco de España.»

Dos. El apartado 2 del artículo 6 queda redactado 
en la siguiente forma:

«2. Cuando el Banco de España, a la vista del 
deterioro de los activos de una entidad de crédito, grupo 
o subgrupo consolidable de entidades de crédito, de sus 
recursos propios computables, de su capacidad para 
generar resultados recurrentes o de la confianza externa 
en su solvencia, concluya que aquella presenta debili-
dades en su situación económico-financiera que, en 
función del desenvolvimiento de las condiciones de los 
mercados, pudieran poner en peligro su viabilidad y 
determinen la conveniencia de que acometa un proceso 
de reestructuración sin que la entidad en cuestión haya 
presentado el plan previsto en el apartado anterior, se lo 
comunicará a la misma, exigiéndole que en el plazo de 
10 días naturales presente el plan allí exigido.»
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Tres. El artículo 7 queda redactado en la siguiente 
forma:

«Artículo 7. Procesos de reestructuración con 
intervención del Fondo de Reestructuración Ordenada 
Bancaria.

1. Procederá la reestructuración ordenada de una 
entidad de crédito con intervención del Fondo de Rees-
tructuración Ordenada Bancaria, si, persistiendo la 
situación descrita en los apartados 1 y 2 del artículo 
anterior, se diera alguno de los siguientes supuestos:

a) en el plazo a que se refieren los apartados 1 y 2 
del artículo anterior la entidad en cuestión no presenta-
ra el plan allí exigido o hubiera manifestado al Banco 
de España la imposibilidad de encontrar una solución 
viable para su situación;

b) el plan presentado no fuera viable, a juicio del 
Banco de España, para superar la situación de dificul-
tad enfrentada por la entidad o, no se aceptasen por ésta 
las modificaciones o medidas adicionales incluidas por 
el Banco de España o, estuviese condicionado a la 
intervención de un Fondo de Garantía de Depósitos en 
unos términos que dicho Fondo no hubiera aceptado;

c) se incumplieran de forma grave por una entidad 
de crédito el plazo de ejecución o las medidas concretas 
contempladas en un plan de los referidos en los aparta-
dos 1 y 2 del artículo anterior aprobado previamente 
por el Banco de España de modo que se ponga en peli-
gro la consecución de sus objetivos; o,

d) se incumplieran de forma grave por una entidad 
de crédito alguna de las medidas concretas contempla-
das en un plan de los referidos en el artículo 75 del Real 
Decreto 216/2008, de 15 de febrero, de recursos pro-
pios de las entidades financieras, aprobado previamente 
por el Banco de España de modo que se ponga en peli-
gro la consecución de sus objetivos.

Procederá asimismo la reestructuración ordenada de 
una entidad de crédito con intervención del Fondo de 
Reestructuración Ordenada Bancaria cuando encon-
trándose la entidad de crédito en la situación descrita en 
el apartado 2 del artículo anterior aparezcan circunstan-
cias sobrevenidas que, a juicio motivado del Banco de 
España, hagan que no sea previsible encontrar una solu-
ción viable para su situación sin el apoyo del Fondo de 
Reestructuración Ordenada Bancaria.

La reestructuración ordenada de una entidad de cré-
dito con intervención del Fondo de Reestructuración 
Ordenada Bancaria se llevará a cabo de acuerdo con las 
reglas previstas en los apartados siguientes.

2. En los supuestos previstos en el apartado prece-
dente, el Banco de España acordará la sustitución pro-
visional de los órganos de administración o dirección 
de la entidad afectada así como cualesquiera otras 
medidas cautelares que estime oportuno al amparo de 
lo establecido en la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre 

Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito y 
demás normas que resulten de aplicación. Estas medi-
das se mantendrán hasta tanto se lleven a cabo las medi-
das en que se concrete el plan de reestructuración a que 
se refiere el apartado 3 siguiente. A la medida cautelar 
de sustitución provisional de los órganos de administra-
ción o dirección le resultará de aplicación el régimen 
previsto en el título III de la Ley 26/1988, de 29 de 
julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades 
de Crédito, con las siguientes especialidades:

a) El Banco de España designará como adminis-
trador provisional al Fondo de Reestructuración Orde-
nada Bancaria que, a su vez, nombrará a la persona o 
personas físicas que, en su nombre, ejercerán las fun-
ciones y facultades propias de esa condición.

b) En el plazo de un mes desde su designación, el 
Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria elabo-
rará un informe detallado sobre la situación patrimo-
nial y la viabilidad de la entidad y someterá a la apro-
bación del Banco de España un plan de reestructuración 
de la entidad que permita la superación de la situación 
de dificultad en que se encuentre mediante su fusión 
con otra u otras entidades de reconocida solvencia o el 
traspaso parcial o total de su negocio a otra u otras 
entidades a través de la cesión global o parcial de sus 
activos y pasivos mediante procedimientos que asegu-
ren la competencia, como, entre otros, el sistema de 
subasta. A petición razonada del Fondo de Reestructu-
ración Ordenada Bancaria, el Banco de España podrá 
ampliar el citado plazo hasta un máximo de 6 meses. 
Simultáneamente, el Fondo de Reestructuración Orde-
nada Bancaria elevará a la Ministra de Economía y 
Hacienda una memoria económica en la que se detalle 
el impacto financiero del plan de reestructuración pre-
sentado sobre los fondos aportados con cargo a los 
Presupuestos Generales del Estado. La Ministra de 
Economía y Hacienda podrá, motivadamente, oponer-
se en el plazo de 5 días hábiles desde que le sea eleva-
da dicha memoria.

Desde el momento de su designación como admi-
nistrador provisional de una entidad de crédito y en 
tanto se elabora el plan de reestructuración al que se 
refiere la letra b anterior, el Fondo de Reestructuración 
Ordenada Bancaria podrá, temporalmente, suministrar 
los apoyos financieros que se precisen de acuerdo con 
el principio de la utilización más eficiente de los recur-
sos públicos.

3. El plan de reestructuración detallará las medi-
das de apoyo en que se concretará, en su caso, la inter-
vención del Fondo de Reestructuración Ordenada Ban-
caria y que podrán ser, entre otras, las siguientes:

a) medidas de apoyo financiero, que podrán con-
sistir, entre otras, en concesión de garantías, préstamos 
en condiciones favorables, financiaciones subordina-
das, adquisición de cualquier tipo de activos que figu-
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ren en el balance de la entidad, suscripción o adquisi-
ción de cualesquiera valores representativos de recursos 
propios y cualesquiera otros apoyos financieros tenden-
tes a facilitar procesos de fusión o absorción con otras 
entidades de reconocida solvencia o el traspaso total o 
parcial del negocio a otra entidad así como la adopción 
por los órganos correspondientes de la entidad afectada 
de los acuerdos necesarios a tal fin; y

b) medidas de gestión que mejoren la organiza-
ción y los sistemas de procedimiento y control interno 
de la entidad.

4. El Fondo de Reestructuración Ordenada Banca-
ria estará facultado, asimismo, para ceder total o par-
cialmente los depósitos en cuenta corriente o a plazo 
constituidos en una entidad administrada por el mismo 
a otra u otras entidades de crédito, satisfaciendo a éstas 
su importe y subrogándose legalmente en la posición 
de sus titulares frente a la entidad cedente, sin que sea 
preciso el consentimiento de estos últimos.

Asimismo, el Fondo de Reestructuración Ordenada 
Bancaria, previo informe de la Comisión Nacional del 
Mercado de Valores, podrá disponer de forma inmedia-
ta el traslado de los valores depositados en la entidad 
administrada por el mismo por cuenta de sus clientes a 
otra entidad habilitada para desarrollar esta actividad, 
incluso si tales activos se encuentran depositados en 
terceras entidades a nombre de la entidad que presta el 
servicio de depósito.

La entidad cedente facilitará el acceso de la entidad 
de crédito a la que vayan a cederse los depósitos o la 
custodia de los valores a la documentación y registros 
contables e informáticos necesarios para hacer efectiva 
la cesión.

5. Cuando las medidas anteriormente citadas con-
templen la adquisición de activos por parte del Fondo 
de Reestructuración Ordenada Bancaria, éste podrá 
mantener su gestión o encomendarla a un tercero. En 
caso de decidir su enajenación, la misma deberá reali-
zarse a través de procedimientos que aseguren la com-
petencia.

6. Las inversiones que realice el Fondo de Rees-
tructuración Ordenada Bancaria en ejecución de un 
plan de reestructuración no estarán sujetas a las limita-
ciones u obligaciones legales no aplicables en el caso 
de ayudas a cargo de los Fondos de Garantía de Depó-
sitos en Entidades de Crédito, incluidas, en todo caso, 
las siguientes:

a) las limitaciones estatutarias del derecho de asis-
tencia a las Juntas Generales o del derecho a voto res-
pecto de las acciones que dicho Fondo adquiera o sus-
criba;

b) las limitaciones a la tenencia de cuotas partici-
pativas previstas en el apartado 7 del artículo 7 de la 
Ley 13/1985, de 25 de mayo, de Coeficientes de Inver-
sión, Recursos Propios y Obligaciones de Información 
de los Intermediarios Financieros;

c) las limitaciones a la adquisición de aportacio-
nes al capital social de cooperativas de crédito por parte 
de personas jurídicas;

d) las limitaciones que la Ley establece a la com-
putabilidad de los recursos propios de los valores que el 
Fondo adquiera o suscriba;

e) la obligación de presentar Oferta Pública de 
Adquisición con arreglo a la normativa sobre mercados 
de valores.

7. La adquisición de acciones o cuotas participati-
vas por el Fondo de Reestructuración Ordenada Banca-
ria requerirá que se acuerde la supresión del derecho de 
suscripción preferente de los accionistas o cuotapartíci-
pes existentes en el momento de la adopción del acuer-
do de ampliación de capital o de emisión de cuotas.

8. Cuando el Fondo de Reestructuración Ordena-
da Bancaria adquiera cuotas participativas de una Caja 
de Ahorros, gozará de un derecho de representación en 
la Asamblea General igual al porcentaje que aquellas 
supongan sobre el patrimonio neto de la caja emisora. 
El citado derecho excepcional de representación se 
mantendrá exclusivamente mientras el Fondo de Rees-
tructuración Ordenada Bancaria mantenga la titularidad 
de los citados valores, no siendo transmisible a poste-
riores adquirentes de los mismos.

La representación del Fondo de Reestructuración 
Ordenada Bancaria de acuerdo con lo previsto en este 
apartado no computará a los efectos del cálculo de los 
límites a la representación de las Administraciones públi-
cas y entidades y corporaciones de derecho público, pre-
vistos en la correspondiente normativa aplicable.

Para las emisiones de cuotas participativas que rea-
lice una Caja de Ahorros que vayan a ser suscritas ínte-
gramente por el Fondo de Reestructuración Ordenada 
Bancaria, los informes a que se refiere el Real Decreto 
302/2004, de 20 de febrero, sobre cuotas participativas 
de las cajas de ahorros, serán sustituidos por un infor-
me del propio Fondo de Reestructuración Ordenada 
Bancaria y no será obligatoria su cotización en un mer-
cado secundario organizado en tanto sean propiedad 
del Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria.

Las cuotas participativas suscritas por el Fondo de 
Reestructuración Ordenada Bancaria al amparo de lo 
dispuesto en este precepto serán computables como 
recursos propios básicos.

9. Cuando el Fondo de Reestructuración Ordena-
da Bancaria suscriba o adquiera aportaciones al capital 
social de una cooperativa de crédito, su derecho de voto 
en la Asamblea de la misma será proporcional al impor-
te de dichas aportaciones respecto al capital social de la 
cooperativa.»

Cuatro. El apartado 2 del artículo 9 queda redacta-
do de la siguiente forma:

«2. Con carácter previo a la efectiva adquisición 
de estos títulos, el Fondo de Reestructuración Ordena-
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da Bancaria elevará a la Ministra de Economía y 
Hacienda una memoria económica en la que se detalle 
el impacto financiero de esa adquisición sobre los fon-
dos aportados con cargo a los Presupuestos Generales 
del Estado. La Ministra de Economía y Hacienda podrá 
oponerse, motivadamente, en el plazo de 5 días hábiles 
desde que le sea elevada dicha memoria.»

Cinco. La letra d) del apartado 3 del artículo 9 
queda redactada de la siguiente forma:

«d) Las participaciones preferentes emitidas al 
amparo de lo dispuesto en este precepto serán computa-
bles como recursos propios básicos, sin que para ello 
sea obligatorio que coticen en un mercado secundario 
organizado. A estos efectos, no les serán de aplicación 
las limitaciones que la ley establece para la computabi-
lidad de los recursos propios.»

Artículo 27. Consideración de los fondos de tituliza-
ción como titulares registrales.

Se añade un nuevo párrafo al apartado 2 de la dispo-
sición adicional quinta de la Ley 3/1994, de 14 de abril, 
por la que se adapta la Legislación española en materia 
de Entidades de Crédito a la Segunda Directiva de 
Coordinación Bancaria y se introducen otras modifica-
ciones relativas al Sistema Financiero, con la siguiente 
redacción:

«Los Fondos de Titulización Hipotecaria y Fondos 
de Titulización de Activos podrán ser titulares de cua-
lesquiera otras cantidades, inmuebles, bienes, valores o 
derechos que sean percibidos en pago de principal, 
intereses o gastos de las participaciones hipotecarias, 
certificados de transmisión de hipoteca, activos finan-
cieros u otros derechos de crédito que se hubieren agru-
pado en su activo, por resolución de cualquier procedi-
miento judicial o extrajudicial iniciado para el cobro de 
tales derechos de crédito; en particular y sin ánimo 
limitativo, por producto del remate de procedimientos 
de ejecución de garantías hipotecarias o no hipoteca-
rias, por la enajenación o explotación de los inmuebles 
o bienes o valores adjudicados o dados en pago o, como 
consecuencia de las citadas ejecuciones, en administra-
ción y posesión interina de los inmuebles, bienes o 
valores en proceso de ejecución. La inscripción de los 
bienes inmuebles pertenecientes a los Fondos de Tituli-
zación en el Registro de la Propiedad y de cualesquiera 
otros bienes en los registros que correspondan, se podrá 
efectuar a nombre de los mismos.»

Disposición adicional única. Adaptación de las obli-
gaciones de documentación de las operaciones vin-
culadas a la jurisprudencia comunitaria y al derecho 
comparado.

Sin perjuicio de las modificaciones introducidas en 
el artículo 16 del texto refundido de la Ley del Impues-

to sobre Sociedades, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, a la vista de la juris-
prudencia comunitaria y del derecho comparado, el 
Gobierno, en los tres meses siguientes a la entrada en 
vigor de este Real Decreto-ley, tramitará la modifica-
ción de la normativa tributaria que regula las obligacio-
nes de documentación de las operaciones entre perso-
nas o entidades vinculadas, para reducir las cargas 
formales a cumplir por las empresas, atendiendo funda-
mentalmente a los siguientes factores: que se trate de 
operaciones internas (no internacionales), que interven-
gan pequeñas y medianas empresas, que su importe no 
sea muy significativo y que no intervengan paraísos fis-
cales.

Disposición transitoria primera. Modificación de la 
base imponible del Impuesto sobre el Valor Añadido 
y del Impuesto General Indirecto Canario por 
empresarios o profesionales cuyo volumen de ope-
raciones no haya excedido de 6.010.121,04 euros 
durante el año natural inmediato anterior en supues-
to de impago por el destinatario.

Los sujetos pasivos titulares del derecho de crédito 
cuya base imponible se pretende reducir cuyo volumen 
de operaciones, calculado conforme a lo dispuesto en el 
artículo 121 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, o 51 de la Ley 20/1991, 
de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales 
del Régimen Económico Fiscal de Canarias, no hubiese 
excedido durante el año natural inmediato anterior de 
6.010.121,04 euros, que sean titulares de créditos total 
o parcialmente incobrables correspondientes a cuotas 
repercutidas por la realización de operaciones gravadas 
para los cuales, a la entrada en vigor de este Real 
Decreto-ley, hayan transcurrido más de seis meses pero 
menos de un año y tres meses desde el devengo del 
Impuesto, podrán proceder a la reducción de la base 
imponible en el plazo de los tres meses siguientes a 
dicha entrada en vigor, siempre que concurran todos los 
requisitos a que se refiere el artículo 80.cuatro de la 
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el 
Valor Añadido, con exclusión del referido en la condi-
ción 1.ª de dicho precepto, y el artículo 22.º 7 de la 
Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los 
aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de 
Canarias, con exclusión del referido en la condición 1.ª 
de dicho precepto.

No podrán acogerse a lo dispuesto en el párrafo 
anterior los sujetos pasivos que puedan reducir la base 
imponible conforme a lo dispuesto en el artículo 80.tres 
de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido, y en el artículo 22.º 6 de la 
Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los 
aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de 
Canarias.



Congreso 28 de abril de 2010.—Serie D. Núm. 383

32

Disposición transitoria segunda. Reducción en el IVA 
de los módulos aplicables a las actividades de reno-
vación y reparación de viviendas particulares.

Antes del 1 de mayo de 2010, deberá publicarse en 
el «Boletín Oficial del Estado» la modificación de la 
Orden EHA/99/2010, de 28 de enero, por la que se 
desarrollan para el año 2010 el método de estimación 
objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y el régimen especial simplificado del Impuesto 
sobre el Valor Añadido, con el objeto de reflejar en el 
importe de los signos, índices o módulos la reducción 
del tipo impositivo establecida por este Real Decreto-
ley a los empresarios o profesionales que desarrollan 
actividades relacionadas con la renovación y reparación 
de viviendas particulares.

Disposición transitoria tercera. Régimen transitorio 
derivado de la nueva redacción dada a los artícu-
los 20.uno.22.º de la Ley 37/1992, de 28 de diciem-
bre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, y 10.º.1.22) 
de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de 
los aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal 
de Canarias.

Uno. La nueva redacción del artículo 20.uno.22.º 
de la Ley 37/1992, consecuencia de este Real Decreto-
ley, se aplicará de acuerdo con los siguientes criterios:

1.º El concepto de rehabilitación, tal y como queda 
delimitado por la parte B) del artículo 20.uno.22.º de la 
Ley 37/1992, será aplicable a las entregas de edifica-
ciones o partes de las mismas que pasen a tener la con-
dición de primeras entregas y se produzcan, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 75.uno.1.º de la misma 
ley, a partir de la fecha de entrada en vigor de este Real 
Decreto-ley con independencia de que se hayan recibi-
do pagos anticipados, totales o parciales, con anteriori-
dad a dicha fecha.

2.º La aplicación del tipo impositivo reducido que 
establece el artículo 91.uno.3.1.º de la Ley 37/1992 a 
las ejecuciones de obra que pasen a tener la condición 
de obras de rehabilitación, no teniéndola con anteriori-
dad, será procedente en la medida en que el Impuesto 
correspondiente a dichas obras se devengue, conforme 
a los criterios establecidos en el artículo 75.uno de la 
misma ley, a partir de la fecha de entrada en vigor de 
este Real Decreto-ley, aun cuando se hayan recibido 
pagos anticipados, totales o parciales, con anterioridad 
a dicha fecha. Los sujetos pasivos deberán rectificar las 
cuotas repercutidas correspondientes a los pagos antici-
pados cuyo cobro se hubiera percibido con anterioridad 
a la fecha de entrada en vigor de este Real Decreto-ley, 
aun cuando hubieran transcurrido más de cuatro años 
desde que tuvo lugar dicho cobro.

3.º Los empresarios o profesionales que realicen 
las entregas a que se refiere el ordinal 1.º podrán dedu-
cir íntegramente las cuotas soportadas o satisfechas por 

los bienes y servicios utilizados directamente en su 
rehabilitación. A tales efectos, el derecho a la deduc-
ción de dichas cuotas nacerá el día de entrada en vigor 
de este Real Decreto-ley. En caso de que las citadas 
cuotas se hubieran deducido con anterioridad, aunque 
sea parcialmente, los empresarios o profesionales debe-
rán regularizar las deducciones practicadas en la decla-
ración-liquidación correspondiente al último periodo 
de liquidación de 2010.

Dos. La nueva redacción del artículo 10.º.1.22) de 
la Ley 20/1991, consecuencia de este Real Decreto-ley, 
se aplicará de acuerdo con los siguientes criterios:

1.º El concepto de rehabilitación, tal y como queda 
delimitado por el artículo 10.º 1.22) de la Ley 20/1991, 
será aplicable a las entregas de edificaciones o partes de 
las mismas que pasen a tener la condición de primeras 
entregas y se produzcan, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 18.º 1.a) de la misma ley, a partir de la fecha 
de entrada en vigor de este Real Decreto-ley con inde-
pendencia de que se hayan recibido pagos anticipados, 
totales o parciales, con anterioridad a dicha fecha.

2.º La aplicación del tipo impositivo cero que esta-
blece el artículo 27.º 1.1.º f) de la Ley 20/1991 a las 
ejecuciones de obra que pasen a tener la condición de 
obras de rehabilitación, no teniéndola con anterioridad, 
será procedente en la medida en que el impuesto corres-
pondiente a dichas obras se devengue, conforme a los 
criterios establecidos en el artículo 18.º 1.a) y b) de la 
misma ley, a partir de la fecha de entrada en vigor de 
este Real Decreto-ley con independencia de que se 
hayan recibido pagos anticipados, totales o parciales, 
con anterioridad a dicha fecha. Los sujetos pasivos 
deberán rectificar las cuotas repercutidas correspon-
dientes a los pagos anticipados cuyo cobro se hubiera 
percibido con anterioridad a la fecha de entrada en 
vigor de este Real Decreto-ley, aun cuando hubieran 
transcurrido más de cuatro años desde que tuvo lugar 
dicho cobro.

3.º Los empresarios o profesionales que realicen 
las entregas a que se refiere el ordinal 1.º podrán dedu-
cir íntegramente las cuotas soportadas o satisfechas por 
los bienes y servicios utilizados directamente en su 
rehabilitación. A tales efectos, el derecho a la deduc-
ción de dichas cuotas nacerá el día de entrada en vigor 
de este Real Decreto-ley. En caso de que las citadas 
cuotas se hubieran deducido con anterioridad, aunque 
sea parcialmente, los empresarios o profesionales debe-
rán regularizar las deducciones practicadas en la decla-
ración-liquidación correspondiente al último periodo 
de liquidación de 2010.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo previsto en este Real 
Decreto-ley.



Congreso 28 de abril de 2010.—Serie D. Núm. 383

33

Disposición final primera. Título competencial.

Los artículos del presente Real Decreto-ley que no 
constituyen disposiciones modificativas de otras vigen-
tes, se dictan al amparo de los siguientes preceptos de 
la Constitución:

a) El artículo 11, en virtud del apartado 20.º del 
artículo 149.1 de la Constitución, que atribuye al Esta-
do competencia exclusiva en materia de aeropuertos y 
transporte aéreo.

b) El artículo 12, en virtud del apartado 13.º del 
artículo 149.1 de la Constitución, que atribuye al Esta-
do competencia exclusiva en materia de bases y coordi-
nación de la planificación general de la actividad eco-
nómica.

c) El artículo 15, en virtud de los apartados 6.º 
y 8.º del artículo 149.1 de la Constitución, que atribu-
yen al Estado competencia exclusiva en materia de 
legislación procesal y legislación civil.

d) Los artículos 19 y 24, en virtud del aparta-
do 25.º del artículo 149.1 de la Constitución, que atri-
buye al Estado competencia exclusiva en materia de 
bases del régimen energético y minero.

Disposición final segunda. Facultades de desarrollo.

Se habilita al Gobierno, así como a la Ministra de 
Economía y Hacienda y a los Ministros de Justicia, 
Fomento e Industria, Turismo y Comercio, en el ámbito 
de sus competencias, para dictar las disposiciones nece-
sarias para el desarrollo y ejecución de lo establecido 
en este Real Decreto-ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

Este Real Decreto-ley entrará en vigor el día siguiente 
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 9 de abril de 2010.

CONTROL DE LA ACCIÓN DEL GOBIERNO

PROPOSICIONES NO DE LEY

Pleno

162/000611

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su 
sesión del día de hoy, rechazó la Proposición no de 
Ley presentada por el Grupo Parlamentario Popular 
en el Congreso, relativa a la fiscalización de las cuen-
tas de la empresa «Centrales de Abastecimiento de 
Sevilla, Mercasevilla, S. A.», y de su Fundación, 
publicada en el «BOCG. Congreso de los Diputados», 
serie D, núm. 354, de 12 de marzo de 2010.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Asimismo se publica la enmienda presentada a dicha 
Proposición no de Ley.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

Don Josep Antoni Duran i Lleida, en su calidad de 
Portavoz del Grupo Parlamentario Catalán (Convergèn-

cia i Unió), y al amparo de lo establecido en el artícu-
lo  194 y siguientes del Reglamento de la Cámara, pre-
senta una enmienda de modificación a la Proposición 
no de Ley del Grupo Parlamentario Popular, relativa a 
la fiscalización de las cuentas de la empresa «Centrales 
de Abastecimiento de Sevilla, Mercasevilla, S. A.», y 
de su Fundación.

Redacción que se propone:

«1. El Congreso de los Diputados insta al Gobierno 
a que, a través de la Intervención General del Estado, 
facilite la información necesaria al Tribunal de Cuentas 
para que éste elabore un informe de fiscalización especí-
fico de las cuentas de la empresa “Centrales de Abasteci-
miento de Sevilla, Mercasevilla, S. A.”, y de su Funda-
ción correspondientes a los ejercicios a partir de 2004.

2. Asimismo, el Congreso de los Diputados mani-
fiesta al Tribunal de Cuentas la necesidad de agilizar 
los trabajos relativos a la fiscalización de las relaciones 
de la “Empresa Nacional Mercados Centrales de Abas-
tecimiento, S. A.” (MERCASA), con las entidades inte-
grantes de su grupo, y de su Fundación correspondien-
tes a los ejercicios a partir de 2003.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—Josep Antoni Duran i Lleida, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió).
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Comisión de Industria, Turismo y Comercio

161/000583

La Comisión de Industria, Turismo y Comercio, en 
su sesión del día 14 de abril de 2010, ha acordado apro-
bar con modificaciones la Proposición no de Ley para 
la reforma y agilización del sistema de concesión de 
visados relacionados con la actividad económica, de 
internacionalización o de investigación, presentada por 
el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió) 
y publicada en el «BOCG. Congreso de los Diputados», 
serie D, núm. 117, de 2 de diciembre de 2009, en los 
siguientes términos:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
agilizar el sistema de concesión de visados relaciona-
dos con la actividad económica de internacionalización 
o de investigación, con el fin de mejorar los procedi-
mientos correspondientes que faciliten y den prioridad 
a la concesión de visados temporales vinculados a 
dichas actividades económicas de acuerdo con la legis-
lación comunitaria.»

A dicha Proposición no de Ley se formuló una 
enmienda, cuyo texto, asimismo, se inserta.

Se ordena su publicación de conformidad con lo 
previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista me 
dirijo a esa Mesa para, al amparo de lo establecido en el 
artículo 194.2 y siguientes del vigente Reglamento del 
Congreso de los Diputados, presentar la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley para la reforma y 
agilización del sistema de concesión de visados rela-
cionados con la actividad económica, de internacionali-
zación o de investigación, del Grupo Parlamentario 
Catalán (Convergència i Unió).

Enmienda

De sustitución.

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
agilizar el sistema de concesión de visados relaciona-
dos con la actividad económica de internacionalización 
o de investigación, con el fin de dar prioridad a la con-

cesión de visados temporales vinculados a dichas acti-
vidades económicas.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 12 de abril 
de 2010.—Eduardo Madina Muñoz, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Socialista.

 

161/000800

La Comisión de Industria, Turismo y Comercio en 
su sesión del día 14 de abril de 2010, adoptó el acuerdo 
de desestimar la Proposición no de Ley relativa a las 
ayudas al sector de la automoción, presentada por el 
Grupo Parlamentario Popular y publicada en el «BOCG. 
Congreso de los Diputados», serie D, núm. 153, de 24 
de febrero de 2009.

A dicha Proposición no de Ley se formularon tres 
enmiendas, cuyos textos se insertan a continuación.

Lo que se publica de conformidad con el artículo 97 
del Reglamento del Congreso.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa de la Comisión de Industria, Turismo y 
Comercio

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 193 y siguientes 
del Reglamento de la Cámara, presenta las siguientes 
enmiendas a la Proposición no de Ley, del Grupo Parla-
mentario Popular en el Congreso, relativa a las ayudas 
al sector de la automoción.

Enmienda al apartado 1

De modificación.

El texto que se propone quedará redactado de la 
siguiente forma:

«1. El Congreso de los Diputados insta al Gobier-
no a adoptar las disposiciones necesarias para que se 
prorrogue hasta el año 2011 el vigente Plan 2000 E de 
ayuda al automóvil.»

Justificación.

Mejora técnica.
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Enmienda a los apartados 2, 3, 4 y 5

De supresión.

Se propone la supresión de los apartados 2, 3, 4 y 5.

Justificación.

Mejora técnica.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

 

A la Mesa de la Comisión de Industria, Turismo y 
Comercio

Don Josep Antoni Duran i Lleida, en su calidad de 
Portavoz del Grupo Parlamentario Catalán (Convergèn-
cia i Unió), y al amparo de lo establecido en el artícu-
lo 194 y siguientes del Reglamento de la Cámara, pre-
senta una Enmienda de sustitución a la Proposición no 
de Ley del Grupo Parlamentario Popular, relativa a las 
ayudas al sector de la automoción. 

Redacción que se propone:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
incrementar la dotación económica prevista para el desa-
rrollo del Plan 2000E, con objeto de asegurar el manteni-
miento de las ayudas económicas para la adquisición de 
vehículos durante todo el ejercicio presupuestario 2010.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—Josep Antoni Duran i Lleida, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió).

 

161/001272

La Comisión de Industria, Turismo y Comercio, en 
su sesión del día 14 de abril de 2010, ha acordado apro-
bar con modificaciones la Proposición no de Ley relativa 
al apagón analógico previsto para el 3 de abril de 2010 y 
a los problemas de las poblaciones situadas en las deno-
minadas «zonas de sombra», presentada por el Grupo 
Parlamentario Mixto y publicada en el «BOCG. Congre-
so de los Diputados», serie D, núm. 275, de 20 de octu-
bre de 2009, en los siguientes términos:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Establecer, en colaboración con las Comunida-
des Autónomas, acciones con el objetivo de garantizar 
el acceso universal a la TDT de toda la ciudadanía. 

Entre las acciones se contemplan ayudas para la insta-
lación de equipos de recepción por satélite en «zonas 
de sombra», para que el nivel de renta no sea un impe-
dimento para el acceso a la TDT.

2. Promover una campaña de información, en 
colaboración con las diferentes Comunidades Autóno-
mas, dirigida a la ciudadanía de los municipios afecta-
dos por la no recepción de la TDT en las denominadas 
«zonas de sombra», a fin de ofrecer a la población toda 
la información necesaria.

3. Adoptar las medidas técnicas precisas para solu-
cionar el problema de la no recepción de la TDT en 
abierto en las poblaciones con problemas de recepción.»

A dicha Proposición no de Ley se formularon tres 
enmiendas, cuyos textos, asimismo, se insertan.

Se ordena su publicación de conformidad con lo 
previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa de la Comisión de Industria

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de Fran-
cisco Xesús Jorquera Caselas, Diputado del Bloque 
Nacionalista Galego (BNG), al amparo de lo dispuesto 
en el Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley, del Grupo Parla-
mentario Mixto, relativa al apagón analógico previsto 
para el 3 de abril de 2010 y a los problemas de las pobla-
ciones situadas en las denominadas «zonas de sombra».

Enmienda

De sustitución de la parte resolutiva:

«La Comisión de Innovación e Industria del Con-
greso de los Diputados insta al Gobierno a:

— Establecer, en colaboración con las Comunida-
des Autónomas, una línea de ayudas para la instalación 
de equipos de recepción por satélite en las zonas de 
sombra de TDT.

— Garantizar, en colaboración con las Comunida-
des Autónomas, la adopción de las soluciones que posi-
biliten una correcta recepción de la señal en el conjunto 
del territorio.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 12 de abril 
de 2010.—Francisco Xesús Jorquera Caselas, 
Diputado.—María Olaia Fernández Davila, Portavoz 
del Grupo Parlamentario Mixto.
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A la Mesa de la Comisión de Industria, Turismo y 
Comercio

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 193 y siguientes 
del Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley, del Grupo Parla-
mentario Mixto, relativa al apagón analógico previsto 
para el 3 de abril de 2010 y a los problemas de las pobla-
ciones situadas en las denominadas «zonas de sombra».

Enmienda

De modificación.

El texto que se propone quedará redactado de la 
siguiente forma:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

— Reconocer el derecho de “acceso universal” a la 
Televisión Digital, de todos los ciudadanos, en todo el 
territorio nacional y en todas sus modalidades, tanto en 
abierto como codificadas, bajo el principio de neutrali-
dad tecnológica y en cumplimiento de las competencias 
exclusivas que tiene el Estado en materia de telecomu-
nicaciones, de acuerdo con el artículo 14.9.1.21.ª de 
nuestra Constitución.

— Garantizar, en colaboración con las Comunida-
des Autónomas, la adopción de las soluciones tecnoló-
gicas que posibiliten una correcta recepción de la señal 
de todos los canales digitales, tanto en abierto como 
codificados, en el conjunto del territorio.

— Establecer, en colaboración con las Comunida-
des Autónomas, una línea de ayudas para la instalación 
de equipos de recepción por satélite en las zonas de 
sombra de TDT, de tal modo que a unos españoles no 
les cueste más que a otros ver la televisión.»

Justificación.

Mejora técnica.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

A la Mesa de la Comisión de Industria, Turismo y 
Comercio

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista me 
dirijo a esa Mesa para, al amparo de lo establecido en el 
artículo 194.2 y siguientes del vigente Reglamento del 
Congreso de los Diputados, presentar la siguiente 

enmienda a la Proposición no de Ley relativa al apagón 
analógico previsto para el 3 de abril de 2010 y a los 
problemas de las poblaciones situadas en las denomi-
nadas «zonas de sombra», del Grupo Parlamentario 
Mixto.

Enmienda

De sustitución.

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno:

1. Adoptar las medidas técnicas precisas para 
solucionar el problema de la no recepción de la TDT en 
abierto en las poblaciones con problemas de recepción.

2. Promover una campaña de información, en 
colaboración con las diferentes CC.AA., dirigida a la 
ciudadanía de los municipios afectados por la no recep-
ción de la TDT en las denominadas “zonas de sombra”, 
a fin de ofrecer a la población toda la información nece-
saria.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—Eduardo Madina Muñoz, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Socialista.

 

161/001327

A la Mesa del Congreso de los Diputados

En la sesión de la Comisión de Industria, Turismo y 
Comercio, del día 14 de abril de 2010, se ha retirado por 
el Grupo Parlamentario Popular la Proposición no de 
Ley relativa al inmediato traspaso de Fondos 2007-2008 
de los Presupuestos Generales del Estado al Instituto del 
Carbón y Desarrollo Alternativo de las Comarcas Mine-
ras, publicada en el «BOCG. Congreso de los Diputa-
dos», serie D, núm. 292, de 17 de noviembre de 2009.

Lo que se publica de conformidad con lo previsto en 
el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

 

161/001579

La Comisión de Industria, Turismo y Comercio en 
su sesión del día 14 de abril de 2010, adoptó el acuerdo 
de desestimar la Proposición no de Ley sobre el sector 
eléctrico, presentada por el Grupo Parlamentario de 
Esquerra Republicana-Izquierda Unida-Iniciativa per 
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Catalunya Verds y publicada en el «BOCG. Congreso 
de los Diputados», serie D, núm. 360, de 23 de marzo 
de 2010.

A dicha Proposición no de Ley se formuló una 
enmienda, cuyo texto se inserta a continuación.

Lo que se publica de conformidad con el artículo 97 
del Reglamento del Congreso.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Comisión de Industria, Turismo y Comercio

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista me 
dirijo a esa Mesa para, al amparo de lo establecido en el 
artículo 194.2 y siguientes del vigente Reglamento del 
Congreso de los Diputados, presentar la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley sobre el sector 
eléctrico, del Grupo Parlamentario de Esquerra Repu-
blicana-Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds.

Enmienda

De modificación.

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno, 
respetando el marco competencial entre administracio-
nes, a:

1. Trabajar conjuntamente con las Comunidades 
Autónomas y el sector eléctrico, con el objetivo de 
garantizar la seguridad del suministro, reforzar las 
inversiones en redes de transporte de electricidad, faci-
litar las actuaciones en las redes de distribución de 
electricidad y mejorar la calidad del servicio.

2. Que la Comisión Nacional de la Energía, y la 
Generalitat de Cataluña, establezcan, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, las causas y responsabili-
dades concretas de las empresas eléctricas que prestan 
su servicio en Cataluña, adoptando en su caso las medi-
das que procedan, respetando el marco competencial.

3. Adoptar las medidas necesarias que aseguren que 
el cliente va a recibir en los casos de interrupción del 
suministro una compensación económica adecuada.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—Eduardo Madina Muñoz, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Socialista.

 

161/001605

La Comisión de Industria, Turismo y Comercio, en 
su sesión del día 14 de abril de 2010, ha acordado apro-
bar con modificaciones la Proposición no de Ley sobre 
medidas para mejorar la competencia en el sector de los 
carburantes, presentada por el Grupo Parlamentario 
Socialista y publicada en el «BOCG. Congreso de los 
Diputados», serie D, núm. 365, de 30 de marzo de 2010, 
en los siguientes términos:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que, de forma coordinada con las Comunidades Autó-
nomas y las Administraciones Locales, adopte actua-
ciones concretas para mejorar la competitividad de las 
empresas de toda la cadena de valor y refuerce la com-
petencia efectiva en el sector de la distribución minoris-
ta de carburantes, y en particular: 

 a) A identificar aquellos aspectos regulatorios que 
pudieran retrasar, imposibilitar o encarecer innecesa-
riamente el proceso de apertura de nuevas instalaciones 
para simplificar el proceso de tramitación de este tipo 
de solicitudes.

b) A potenciar los criterios de competencia en los 
procesos de concesión o autorización de las mismas, 
en particular en autopistas, autovías y polígonos indus-
triales.

c) A favorecer, dentro de su ámbito de competen-
cia, la apertura de nuevas Estaciones de Servicio en 
hipermercados o grandes establecimientos comerciales, 
dado que son estas instalaciones de distribución las que 
han demostrado una mayor capacidad para competir en 
precios.

d) A simplificar, actualizar y revisar el marco 
regulatorio de la actividad de distribución minorista de 
hidrocarburos establecida en la Ley 34/1998, de 7 de 
octubre, del sector de hidrocarburos y sus desarrollos 
normativos, para evitar cargas burocráticas innecesarias 
a las empresas.

e) Proponer al Gobierno que inste a la Unión 
Europea a la elaboración de un procedimiento comuni-
tario de información que establezca una metodología 
con criterios comunes, concretos y definidos sobre los 
datos que los distintos Estados Miembros, han de repor-
tar en cuanto a niveles de precios al consumidor de pro-
ductos petrolíferos, especificando de forma concisa el 
método de cálculo de los valores promediados.

f) Que el Gobierno, de acuerdo con el sector, 
ponga en marcha las recomendaciones propuestas por 
la Comisión Nacional de la Competencia en el sector 
de carburantes de automoción orientadas a conseguir 
beneficios al consumidor.»

A dicha Proposición no de Ley se formularon dos 
enmiendas, cuyos textos, asimismo, se insertan.
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Se ordena su publicación de conformidad con lo 
previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa de la Comisión de Industria, Turismo y 
Comercio

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 193 y siguientes 
del Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley, del Grupo Parla-
mentario Socialista, sobre medidas para mejorar la 
competencia en el sector de los carburantes.

Enmienda a los apartados b) y c)

De modificación.

El texto que se propone quedará redactado de la 
siguiente forma:

«c) A favorecer, dentro de su ámbito de competen-
cia la apertura de nuevas Estaciones de Servicio en 
hipermercados o grandes establecimientos comerciales 
fuera de los centros urbanos.

d) A actualizar y revisar el marco regulatorio de la 
actividad de distribución minorista de hidrocarburos 
establecida en la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sec-
tor de hidrocarburos y sus desarrollos normativos, con 
el único fin de eliminar todas aquellas cargas burocráti-
cas innecesarias a las empresas.»

Justificación.

Mejora técnica.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

 

A la Mesa de la Comisión de Industria, Turismo y 
Comercio

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 193 y siguientes 
del Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley, del Grupo Parla-
mentario Socialista, sobre medidas para mejorar la 
competencia en el sector de los carburantes.

Enmienda al apartado f) (nuevo)

De adición.

Se propone la adición de un nuevo apartado que 
quedará redactado de la siguiente forma:

«f) El Congreso de los Diputados insta al Gobier-
no que, de manera inmediata, ponga en marcha las 
recomendaciones propuestas por la Comisión Nacional 
de Competencia en su informe del 2009 sobre la com-
petencia en el sector de carburantes de automoción, 
favoreciendo así unos menores precios al consumidor, 
y el traslado inmediato a los precios finales de las coti-
zaciones de las materias primas.»

Justificación.

Mejora técnica.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

 

161/001646

La Comisión de Industria, Turismo y Comercio, en 
su sesión del día 14 de abril de 2010, ha acordado apro-
bar con modificaciones la Proposición no de Ley sobre 
fomento del espíritu empresarial y emprendedor en los 
jóvenes, presentada por el Grupo Parlamentario Socia-
lista y publicada en el «BOCG. Congreso de los Dipu-
tados», serie D, núm. 372, de 13 de abril de 2010, en 
los siguientes términos:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
promover el espíritu empresarial y emprendedor entre 
los jóvenes: 

1. Mediante líneas de ayudas específicas orienta-
das a fomentar la innovación en la producción, gestión 
o comercialización de los productos y servicios presta-
dos por pequeñas y medianas empresas cuya titularidad 
corresponda a menores de 35 años.

2. Mediante la facilitación del relevo generacional.
3. En colaboración con las Comunidades Autóno-

mas, mediante la celebración de jornadas que sirvan de 
marco para promocionar el espíritu emprendedor, espe-
cialmente entre los empresarios más jóvenes.

4. Mediante la reducción de las cargas administra-
tivas asociadas a la creación y constitución de pequeñas 
y medianas empresas.
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5. Favorecer el acceso al crédito para jóvenes 
emprendedores, a través de la Empresa Nacional de 
Innovación (ENISA), para crear su propio negocio.»

A dicha Proposición no de Ley se formularon dos 
enmiendas, cuyos textos, asimismo, se insertan.

Se ordena su publicación de conformidad con lo 
previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa de la Comisión de Industria, Turismo y 
Comercio

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 193 y siguientes 
del Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley, del Grupo Parla-
mentario Socialista, sobre fomento del espíritu empre-
sarial y emprendedor en los jóvenes (versión reformu-
lada).

Enmienda

De adición.

Se propone la adición de tres nuevos apartados que 
quedarán redactados de la siguiente forma:

«5. Aumentar el porcentaje de capitalización por 
desempleo hasta el 100% para jóvenes menores de 35 
años que emprendan un negocio.

6. Los emprendedores menores de 35 años se 
beneficiarán de una bonificación del 50% de las cuotas 
a la Seguridad Social por un periodo de 24 meses, cuan-
do contraten por tiempo indefinido a su primer trabaja-
dor por cuenta ajena.

7. Crear una nueva línea ICO-Emprendedores para 
jóvenes menores de 35 años en el que se tenga en cuen-
ta las especificidades que comportan la dificultad del 
acceso al crédito a dicho colectivo.»

Justificación.

Mejora técnica.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

 

A la Mesa de la Comisión de Industria, Turismo 
y Comercio

Don Josep Antoni Duran i Lleida, en su calidad de 
Portavoz del Grupo Parlamentario Catalán (Convergèn-
cia i Unió), y al amparo de lo establecido en el artícu-
lo 194 y siguientes del Reglamento de la Cámara, pre-
senta una enmienda de adición a la Proposición no de 
Ley del Grupo Parlamentario Socialista, sobre fomento 
del espíritu empresarial y emprendedor.

Redacción que se propone:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
promover el espíritu empresarial y emprendedor entre 
los jóvenes:

1. (…)
2. Mediante la facilitación del relevo generacional.
3. (…)
4. (…)
5. A través de la aprobación, conjuntamente con 

las Comunidades Autónomas, de un Plan impulso a la 
creación de empresas por parte de jóvenes que prevea 
la financiación directa del Instituto de Crédito Oficial 
la limitación de la responsabilidad del empresario 
emprendedor y un conjunto de medidas para la reduc-
ción y/o diferimiento de impuestos y cotizaciones 
sociales durante los dos primeros años desde la crea-
ción de la empresa.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 3 de abril 
de 2010.—Josep Antoni Duran i Lleida, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió).

 

Comisión de Medio Ambiente, Agricultura 
y Pesca

161/001336

La Comisión de Medio Ambiente, Agricultura y 
Pesca, en su sesión del día 14 de abril de 2010, aprobó 
la Proposición no de Ley para la paralización del proce-
dimiento de deslinde en la Marina de Empuriabrava, 
presentada por el Grupo Parlamentario Catalán (Con-
vergència i Unió) y publicada en el «BOCG. Congreso 
de los Diputados», serie D, núm. 297, de 24 de noviem-
bre de 2009, en sus propios términos.

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

— Dar cumplimiento a la Proposición no de Ley 
161/000637, aprobada por la Comisión de Medio 
Ambiente, Agricultura y Pesca en su sesión del día 10 de 
marzo de 2009 en la que se emplaza al Gobierno a para-
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lizar el procedimiento de deslinde del dominio público 
marítimo-terrestre en la marina d’Empuriabrava.

— Abstenerse de actuar en ejecución del proceso 
de deslinde, ante la grave problemática económica y 
social que comporta para la zona y para miles de ciuda-
danos, el proceso de delimitación iniciado por el Minis-
terio de Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino en 
la Marina de Empuriabrava y ante la singularidad de 
esa Marina, hasta que se realice un estudio exhaustivo 
con participación de todas las Administraciones impli-
cadas, sobre el encaje o adecuación de la aplicación de 
la Ley de Costas en esa zona del litoral gerundense.»

Se ordena su publicación de conformidad con lo 
previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

 

161/001416

La Comisión de Medio Ambiente, Agricultura y 
Pesca, en su sesión del día 14 de abril de 2010, ha acor-
dado aprobar con modificaciones la Proposición no de 
Ley sobre declaración del paraje de Son Bosc, en las 
islas Baleares, como zona de dominio público maríti-
mo-terrestre, presentada por el Grupo Parlamentario 
Esquerra Republicana-Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya Verds y publicada en el «BOCG. Congreso 
de los Diputados», serie D, núm. 321, de 5 de enero de 
2010, en los siguientes términos:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que, en el tiempo más breve posible, proceda a la revi-
sión del expediente de deslinde 08/02 y, concretamente, 
de la delimitación de la zona de servidumbre de protec-
ción, así como a la adopción de todas aquellas otras 
medidas factibles encaminadas a la protección y preser-
vación efectiva del paraje conocido como Son Bosc, en 
el municipio de Muro, en las islas Baleares.»

A dicha Proposición no de Ley se formuló una 
enmienda, cuyo texto, asimismo, se inserta.

Se ordena su publicación de conformidad con lo 
previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa de la Comisión de Medio Ambiente, Agri-
cultura y Pesca

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista, me 
dirijo a esa Mesa para, al amparo de lo establecido en el 

artículo 194.2 y siguientes del vigente Reglamento del 
Congreso de los Diputados, presentar la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley sobre declaración 
del paraje de Son Bosc, en las islas Baleares, como 
zona de dominio público marítimo-terrestre del Grupo 
Parlamentario o de Esquerra Republicana-Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya Verds.

Enmienda

De sustitución.

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
tomar todas las medidas posibles, en su respectivo 
marco competencial y en cooperación con el resto de 
las Administraciones públicas afectadas, para que sea 
efectiva la protección y preservación del paraje conoci-
do como Son Bosc, en las islas Baleares, espacio de 
gran valor ambiental y compatible con una atractiva 
actividad turística sostenible con el entorno.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—Eduardo Madina Muñoz, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Socialista.

 

161/001449

La Comisión de Medio Ambiente, Agricultura y 
Pesca, en su sesión del día 14 de abril de 2010, ha acor-
dado aprobar con modificaciones la Proposición no de 
Ley relativa al Real Decreto 1579/2009, del Ministerio 
de Medio Ambiente, Medio Rural y Marino, sobre 
ordenación del sector pesquero y adaptación al Fondo 
Europeo de la Pesca, presentada por el Grupo Parla-
mentario Mixto y publicada en el «BOCG. Congreso 
de los Diputados», serie D, núm. 334, de 11 de febrero 
de 2010, en los siguientes términos:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
modificar la normativa vigente en materia de potencia 
propulsora máxima permitida a buques menores de 15 
metros de eslora total para su adaptación a la realidad y 
a las necesidades de la flota pesquera gallega y del resto 
del Estado español al objeto de posibilitar el incremen-
to de la potencia propulsora y, por tanto, la legalización 
plena y viabilidad en el futuro de estas embarcaciones 
con puerto base en Galicia y resto del Estado, así como 
la navegación de las mismas con criterios de seguridad 
en la mar y mayor calidad de vida en su trabajo.

Para la fijación y determinación de los nuevos topes 
y condiciones de propulsión se contará con el contraste 
y la participación de técnicos competentes y de las enti-
dades y organizaciones del sector pesquero de bajura, 
marisqueo a flote y extracción de percebe.»
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A dicha Proposición no de Ley se formuló una 
enmienda, cuyo texto, asimismo, se inserta.

Se ordena su publicación de conformidad con lo 
previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa de la Comisión de Medio Ambiente, Agri-
cultura y Pesca

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 193 y siguientes 
del Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley del Grupo Parla-
mentario Mixto relativa al Real Decreto 1579/2009, del 
Ministerio de Medio Ambiente, Medio Rural y Marino, 
sobre ordenación del sector pesquero y adaptación al 
Fondo Europeo de la Pesca.

Enmienda

De sustitución.

El texto que se propone quedará redactado de la 
siguiente forma:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
modificar la normativa vigente en materia de potencia 
propulsora máxima permitida a buques menores de 15 
metros de eslora total para su adaptación a la realidad y 
a las necesidades de la flota pesquera gallega y nacio-
nal, al objeto de posibilitar el incremento de la potencia 
propulsora y, por tanto, la legalización plena y viabili-
dad en el futuro de estas embarcaciones con puerto base 
en Galicia y el resto de España, así como la navegación 
de las mismas con criterios de seguridad en la mar y 
mayor calidad de vida en su trabajo.

Para la fijación y determinación de los nuevos topes 
y condiciones de propulsión se contará con el contraste 
y la participación de técnicos competentes y de las enti-
dades y organizaciones del sector pesquero gallego y 
nacional de bajura, marisquen a flote y extracción de 
percebe.»

Justificación.

Mejora técnica.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

 

161/001481

La Comisión de Medio Ambiente, Agricultura y 
Pesca, en su sesión del día 14 de abril de 2010, ha acor-
dado aprobar con modificaciones la Proposición no de 
Ley relativa a la regulación de la exclusión del etiqueta-
do de los vinos sin denominación de origen protegida 
(DOP) ni indicación geográfica protegida (IGP), de la 
variedad de uva de vinificación «Albariño», presentada 
por el Grupo Parlamentario Popular y publicada en el 
«BOCG. Congreso de los Diputados», serie D, 
núm. 336, de 16 de febrero de 2010, en los siguientes 
términos:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1.º Solicitar que se excluya del etiquetaje de los 
vinos sin DOP ni IGP la variedad de uva para vinifica-
ción “Albariño”, teniendo en cuenta que se dan las dos 
particularidades contempladas dentro de la normativa 
europea, que facultan a los Estados miembros para soli-
citar su preservación.

2.º Introducir las disposiciones legales necesarias 
para regular la exclusión de la variedad de uva “Albari-
ño” del etiquetaje de los vinos sin DOP ni IGP.

3.º Esta medida se aplicará únicamente en este 
caso, de forma excepcional y exclusiva, con el fin de 
evitar, en la medida de lo posible y dentro del presente 
marco normativo, la gran confusión existente en el con-
sumidor entre lo que es la uva de vinificación “Albari-
ño” y la denominación de Rías Baixas.»

A dicha Proposición no de Ley se formularon dos 
enmiendas, cuyos textos, asimismo, se inserta.

Se ordena su publicación de conformidad con lo 
previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Comisión de Medio Ambiente, Medio 
Rural y Medio Marino

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de doña 
María Olaia Fernández Davila, Diputada del Bloque 
Nacionalista Galego (BNG), al amparo de lo dispuesto 
en el Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley del Grupo Parla-
mentario Popular, relativa a la regulación de la exclu-
sión del etiquetado de los vinos sin DOP ni IGP de la 
variedad de uva de vinificación «Albariño». 

Enmienda

De adición de dos nuevos puntos.
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Hacer uso del recurso legal, que le brinda el Regla-
mento 607/2009, de la Unión Europea, a fin de regular 
la exclusión de las variedades de uva más emblemáticas 
de cada una de las cinco denominaciones de origen de 
Galicia, para evitar así que puedan ser utilizadas para 
poder contraetiquetar vinos en otras CC.AA. o regiones 
de la UE, salvo en las excepciones que tengan ampara-
do el uso de dichas cepas, con anterioridad a la entrada 
en vigor del mencionado reglamento.

Presentar, con carácter de urgencia, a la Xunta de 
Galicia y a las demás CC.AA., con el objetivo de que 
puedan presentar las correspondientes alegaciones, el 
borrador de la propuesta normativa que ha de regular la 
exclusión de determinadas variedades de uva de las lis-
tas de vinificación.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—María Olaia Fernández Davila, Portavoz 
del Grupo Parlamentario Mixto.

 

A la Mesa de la Comisión de Medio Ambiente, Agri-
cultura y Pesca

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista, me 
dirijo a esa Mesa para, al amparo de lo establecido en el 
artículo 194.2 y siguientes del vigente Reglamento del 
Congreso de los Diputados, presentar la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley relativa a la regu-
lación de la exclusión del etiquetado de los vinos sin 
denominación de origen protegida (DOP) ni indicación 
geográfica protegida (IGP), de la variedad de uva de 
vinificación «Albariño», del Grupo Parlamentario 
Popular.

Enmienda

 De adición.

De un nuevo punto con la siguiente redacción:

«Esta medida se aplicará únicamente en este caso, 
de forma excepcional y exclusiva, con el fin de evitar, 
en la medida de lo posible y dentro del presente marco 
normativo, la gran confusión existente en el consumi-
dor entre lo que es la uva de vinificación “Albariño” y 
la denominación de Rías Baixas.»

Palacio del Congreso, 13 de abril de 2010.—Eduar-
do Madina Muñoz, Portavoz del Grupo Parlamentario 
Socialista.

 

161/001532

La Comisión de Medio Ambiente, Agricultura y 
Pesca, en su sesión del día 14 de abril de 2010, apro-
bó la Proposición no de Ley relativa a la gestión inte-
grada de los aceites y grasas usados de origen vege-
tal, presentada por el Grupo Parlamentario Socialista 
y publicada en el «BOCG. Congreso de los Diputa-
dos», serie D, núm. 351, de 9 de marzo de 2010, en 
sus propios términos.

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que articule los medios necesarios (adecuación y ajuste 
del marco normativo) para avanzar decididamente hacia 
una gestión integrada de estos residuos que se adapte a 
las peculiaridades de los aceites y grasas usados en ori-
gen vegetal.»

Se ordena su publicación de conformidad con lo 
previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

 

161/001555

La Comisión de Medio Ambiente, Agricultura y 
Pesca, en su sesión del día 14 de abril de 2010, adoptó 
el acuerdo de desestimar la Proposición no de Ley rela-
tiva al mantenimiento del Centro de Prevención de la 
Contaminación (CEPRECO) en Galicia, presentada por 
el Grupo Parlamentario Grupo Parlamentario Popular y 
publicada en el «BOCG. Congreso de los Diputados», 
serie D, núm. 356, de 16 de marzo de 2010.

A dicha Proposición no de Ley se formuló una 
enmienda, cuyo texto se inserta a continuación.

Lo que se publica de conformidad con el artículo 97 
del Reglamento del Congreso.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa de la Comisión de Medio Ambiente, Agri-
cultura y Pesca

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 193 y siguientes 
del Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente 
enmienda a la Proposición no de Ley, del Grupo Parla-



Congreso 28 de abril de 2010.—Serie D. Núm. 383

43

mentario Popular relativa al mantenimiento del Centro 
de Prevención de la Contaminación (CEPRECO) en 
Galicia.

Enmienda

De sustitución.

El texto que se propone quedará redactado de la 
siguiente forma:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
reponer con urgencia el equipo técnico adscrito al anti-
guo Centro de Prevención y la Lucha contra la Conta-
minación Marítima y del Litoral (CEPRECO), mante-
niendo esta unidad en la comunidad gallega, para la 
coordinación y el diseño del Plan integral de contingen-
cias ante episodios de contaminación marina, y dándole 
un rango administrativo adecuado para las labores de 
interlocución con las Comunidades Autónomas y otros 
departamentos ministeriales.»

Justificación.

Adaptación a la realidad presente derivada de la 
información disponible del Gobierno.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

 

161/001566

La Comisión de Medio Ambiente, Agricultura y 
Pesca, en su sesión del día 14 de abril de 2010, ha acor-
dado aprobar con modificaciones la Proposición no de 
Ley relativa a las vías verdes, presentada por el Grupo 
Parlamentario Socialista y publicada en el «BOCG. 
Congreso de los Diputados», serie D, núm. 356, de 16 
de marzo de 2010, en los siguientes términos:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Impulsar y promover, conjuntamente con las 
Comunidades Autónomas, todas las iniciativas dirigi-
das al desarrollo de nuevas vías verdes y a la mejora y 
promoción de las ya existentes.

2. Consignar en los Presupuestos Generales del 
Estado una partida presupuestaria concreta para finan-
ciar las actuaciones que se programen anualmente.

3. Elaborar una reglamentación específica con el 
rango legislativo oportuno que permita dotar de respal-
do jurídico a la calificación de “Vía Verde”, delimitán-
dola principalmente a los itinerarios que discurren 

sobre antiguos trazados ferroviarios y a las actuaciones 
necesarias para su adecuación y puesta en funciona-
miento.

4. Promover acuerdos con otras administraciones, 
y conveniar con CC.AA. y entes locales el marco por el 
cual el Ministerio de Fomento, a través de FEVE 
y ADIF, pondrá a disposición de este programa los 
terrenos y edificios fuera de uso ferroviario.»

A dicha Proposición no de Ley se formuló una 
enmienda, cuyo texto, asimismo, se inserta.

Se ordena su publicación de conformidad con lo 
previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa de la Comisión de Medio Ambiente, Agri-
cultura y Pesca

Don Josep Antoni Duran i Lleida, en su calidad de 
Portavoz del Grupo Parlamentario Catalán (Convergèn-
cia i Unió), y al amparo de lo establecido en el artícu-
lo 194 y siguientes del Reglamento de la Cámara, pre-
senta una enmienda de modificación de la Proposición 
no de Ley del Grupo Parlamentario Socialista, relativa 
a las vías verdes.

Redacción que se propone:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Impulsar y promover, conjuntamente con las 
Comunidades Autónomas, todas las iniciativas dirigi-
das al desarrollo de nuevas vías verdes y a la mejora y 
promoción de las ya existentes.

2. (…)
3. Elaborar una reglamentación específica con el 

rango legislativo oportuno que permita dotar de res-
paldo jurídico a la calificación de «Vía Verde», deli-
mitándola principalmente a los itinerarios que discu-
rren sobre antiguos trazados ferroviarios y a las 
actuaciones necesarias para su adecuación y puesta en 
funcionamiento.

4. (…).»

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—Josep Antoni Duran i Lleida, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió).
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161/001586

La Comisión de Medio Ambiente, Agricultura y 
Pesca, en su sesión del día 14 de abril de 2010, aprobó 
la Proposición no de Ley relativa al inicio del trámite 
de incoación del nuevo expediente de deslinde del 
tramo de costa que afecta a los núcleos del Ayuntamien-
to de Marín (Pontevedra), que cuentan con edificacio-
nes de histórica singularidad, presentada por el Grupo 
Parlamentario Popular y publicada en el «BOCG. Con-
greso de los Diputados», serie D, núm. 360, de 23 de 
marzo de 2010, en sus propios términos.

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que inicie el trámite de incoación del nuevo expediente 
de deslinde del tramo de costa que afecta a los núcleos 
del Ayuntamiento de Marín que cuentan con edificacio-
nes de histórica singularidad, situados en Mogor, Ague-
te, Loira, Casás y Teoira, cumpliendo en el más breve 
espacio de tiempo posible el acuerdo alcanzado en la 
Comisión de Medio Ambiente, Agricultura y Pesca, 
celebrada el día 30 de septiembre de 2009 y dando una 
solución urgente a todos los afectados.»

A dicha Proposición no de Ley se formuló una 
enmienda, cuyo texto, asimismo, se inserta.

Se ordena su publicación de conformidad con lo 
previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Comisión de Medio Ambiente, Medio 
Rural y Medio Marino

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de doña 
María Olaia Fernández Davila, Diputada del Bloque 
Nacionalista Galego (BNG), al amparo de lo dispuesto en 
el Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente enmien-
da a la Proposición no de Ley del Grupo Parlamentario 
Popular, relativa al inicio del trámite de incoación del 
nuevo expediente de deslinde del tramo de la costa que 
afecta a los núcleos del Ayuntamiento de Marín que cuen-
tan con edificaciones de histórica singularidad.

Enmienda

De sustitución.

Instar al Gobierno a llevar a cabo la PnL (161/001004), 
aprobada el día 30 de septiembre de 2009, cuyo texto es 
el siguiente:

«Dado que los núcleos de población del Ayunta-
miento de Marín que cuentan con edificaciones de his-

tórica singularidad (Loira, Aguete, Casas, Mogor y 
Teoira), podrían ser áreas urbanas consolidadas con 
anterioridad a la Ley de Costas 22/1988, de 28 de julio, 
en el caso de que dispusieran de acceso rodado, abaste-
cimiento de agua, evacuación de aguas residuales, 
suministros de energía eléctrica, etc. Y posibles errores 
administrativos en la clasificación urbanística dada a 
estos núcleos en las Normas Complementarias y Subsi-
diarias de Planeamiento del Municipio de Marín deter-
minaron la aplicación de una servidumbre de protec-
ción de 100 metros, corresponde:

Incoar un nuevo expediente de deslinde del tramo 
de costa que afecta a los núcleos de Marín en el que se 
puedan aportar cuantos informes, estudios y alegacio-
nes sean precisas para que a los mencionados núcleos 
se les pueda aplicar, en su caso, el régimen previsto en 
el apartado 3 de la disposición transitoria tercera de la 
Ley 22/1988, así como lo establecido en el apartado 3 
de la disposición transitoria séptima y en los aparta-
dos 1 y 3 de la disposición transitoria novena del Regla-
mento General para el desarrollo y ejecución de dicha 
Ley.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de abril 
de 2010.—María Olaia Fernández Davila, Portavoz 
Grupo Parlamentario Mixto.

 

INTERPELACIONES

Urgentes

172/000167

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión 
del día de hoy, debatió la Interpelación urgente del 
Grupo Parlamentario Mixto, sobre las propuestas del 
Gobierno en relación con las modificaciones de la polí-
tica común de pesca, cuyo texto se inserta a continua-
ción de conformidad con lo previsto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de la 
Diputada doña María Olaia Fernández Davila (BNG), 
al amparo de lo dispuesto en el artículo 181 del Regla-
mento de la Cámara, presenta la siguiente Interpelación 
urgente, para su debate en el Pleno.
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Interpelación urgente sobre las propuestas del 
Gobierno en relación con las modificaciones de la polí-
tica común de pesca.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de abril 
de 2010.—María Olaia Fernández Davila, Portavoz 
del Grupo Parlamentario Mixto.

 

172/000168

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión 
del día de hoy, debatió la Interpelación urgente del 
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió), 
sobre la necesidad de acelerar el desdoblamiento de 
la N-II en las comarcas de Girona, cuyo texto se inserta 
a continuación de conformidad con lo previsto en el 
artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 21 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

Don Josep Antoni Duran i Lleida, en su calidad de 
Portavoz del Grupo Parlamentario Catalán (Convergèn-
cia i Unió), y de acuerdo con lo establecido en el artícu-
lo 173 y siguientes del Reglamento de la Cámara, pre-
senta una Interpelación urgente sobre la necesidad de 
acelerar el desdoblamiento de la N-II en las comarcas 
de Girona.

Todo el conjunto de infraestructuras de transportes y 
comunicaciones conforma el territorio de un país, a la 
vez que condiciona la calidad de vida de sus ciudada-
nos y ciudadanas y constituye un elemento determinan-
te del potencial económico, de creación de empleo y 
competitividad de su economía. Las infraestructuras 
señalan el presente de un país y son un elemento deter-
minante de su futuro y de su sostenibilidad.

Se ha reiterado, por parte de organizaciones empre-
sariales, sindicales y por todas y cada una de las fuerzas 
políticas con representación parlamentaria en Catalun-
ya, la denuncia sobre al déficit de infraestructuras que 
padece Catalunya por la insuficiente inversión aportada 
por el Estado y por el bajo grado de ejecución de la 
inversión prevista. Este déficit constituye un grave las-
tre para la economía catalana y un foco innecesario de 
desequilibrio para la economía española.

Pero esta situación se agrava si hablamos de la N-II 
en las comarcas de Girona. Los miles de conductores 
que circulan diariamente por el tramo de la N-II por las 
comarcas de Girona saben que las obras de desdobla-
miento tienden a acumular un retraso considerable. Por 
ejemplo, las obras del tramo entre Fornells y Caldes, el 

único que está terminado, tardaron cuatro años y el 
tramo entre Caldes de Malaveila-Sils se prevé terminar 
el año 2010 (según las afirmaciones del propio Ministe-
rio) con «solo» dos años de retraso sobre el calendario 
previsto. En el resto de tramos todo es una incógnita.

Los trabajos entre Maçanet de la Selva y Sils están 
paralizados desde octubre del 2008, después de que la 
constructora renunciara a la obra alegando que se había 
encarecido el proyecto inicial en un 20%. Al norte de 
Girona, la autovía ni siquiera se ha empezado, a pesar 
de que el tramo de Medinyà a Orriols se adjudicó a 
principios de año. Más al sur, el trazado que une Torde-
ra y Maçanet está congelado por falta de presupuesto.

Al actual ritmo, el desdoblamiento de la N-II 
entre Girona y la frontera francesa no será una reali-
dad hasta el año 2020. Catalunya no puede esperar 
entre 15 y 20 años entre el inicio de los estudios 
informativos y la finalización de las obras, especial-
mente en actuaciones con tanta importancia social y 
económica como el desdoblamiento de la N-II en las 
comarcas de Girona.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Catalán (CIU) 
presenta la siguiente

Interpelación urgente sobre la necesidad de acelerar 
el desdoblamiento de la N-II en las comarcas de Girona.

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de abril 
de 2010.—Josep Antoni Duran i Lleida, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió).

 

172/000169

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión 
del día de hoy, debatió la Interpelación urgente del 
Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, sobre las 
medidas que piensa adoptar el Gobierno para combatir 
y erradicar la delincuencia en los menores, cuyo texto 
se inserta a continuación de conformidad con lo previs-
to en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo del artículo 180 y siguientes del Reglamento 
del Congreso de los Diputados, tiene el honor de pre-
sentar la siguiente Interpelación urgente sobre las medi-
das que piensa adoptar el Gobierno para combatir y 
erradicar la delincuencia en los menores.
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De la Memoria de la Fiscalía General del Estado 
para 2008 se desprende un incremento significativo de 
la delincuencia cometida por menores donde se obser-
va, por un lado, que el índice de la criminalidad juvenil 
en la comisión de delitos más graves —homicidio, deli-
tos contra la libertad sexual, robo con fuerza— ha 
aumentado respecto a los años 2007 y 2006 y, por otro, 
que el número de delitos tales como lesiones o robo con 
violencia, pese haber sufrido un ligero descenso res-
pecto a estos años, continúa siendo muy elevado. Otro 
dato alarmante que pone de relieve la Fiscalía es el rela-
tivo al significativo incremento de delitos cometidos 
por las bandas juveniles, dirigidas por adultos e integra-
das por menores de hasta doce años.

Esta información contenida en la Memoria se con-
firma con los datos provisionales del Consejo General 
del Poder Judicial del año 2009, según los cuales 
29.462 menores han sido enjuiciados por conductas 
tipificadas como delitos y faltas. Estas cifras reflejan 
un incremento de 3.100 menores enjuiciados en rela-
ción con el año anterior. Si atendemos a las condenas, 
los datos provisionales facilitados por el INE reflejan 
un incremento, en el año 2008, del 16,8% de menores 
condenados por sentencia firme e inscritos en el 
Registro de Sentencias de Responsabilidad Penal de 
los Menores.

Hechos tan dramáticos como éstos evidencian la 
necesidad de abordar, de forma decidida, el problema 
que supone el aumento de la delincuencia juvenil, con 
el objeto de atajar de forma contundente la alarma 
social que se ha generado por el incremento de la delin-
cuencia de menores, así como de poner fin a la sensa-
ción de impunidad que rodea a estos hechos.

Es necesario pues, adoptar una serie de medidas que 
constituyan un eficaz instrumento para disuadir a los 
jóvenes de emprender el camino del crimen, así como 
hacer posible la reeducación de aquellos que ya lo 
hubieran iniciado. Medidas que den una respuesta inte-
gral al problema de la delincuencia juvenil y a todo lo 
que a ello subyace, que impliquen a toda la sociedad en 
su conjunto, y que abarquen, de forma coordinada, 
todos los ámbitos que rodean al menor, como son la 
educación, el ocio, el uso de las nuevas tecnologías y el 
ámbito público (incluido el penal).

Por todo lo anteriormente expuesto, el Grupo Parla-
mentario Popular formula la siguiente Interpelación 
urgente sobre las medidas que piensa adoptar el Gobier-
no para combatir y erradicar la delincuencia en los 
menores.

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de abril 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

 

MOCIONES CONSECUENCIA
DE INTERPELACIONES

Urgentes

173/000131

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión 
del día de hoy, ha aprobado la Moción consecuencia de 
interpelación urgente del Grupo Parlamentario Mixto, 
sobre las medidas que piensa adoptar el Gobierno en 
relación con la situación actual de los agricultores pla-
taneros canarios, sin modificaciones con respecto al 
texto inicial que se inserta a continuación, de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento 
de la Cámara. Asimismo, se insertan las enmiendas for-
muladas a la misma.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia del Dipu-
tado don José Luis Perestelo Rodríguez, de Coalición 
Canaria, de conformidad con lo previsto en el Regla-
mento de la Cámara, presenta la siguiente Moción con-
secuencia de interpelación urgente sobre las medidas 
que piensa adoptar el Gobierno en relación con la situa-
ción actual de los agricultores plataneros canarios.

El Congreso de los Diputados y el Senado han defi-
nido con reiteración durante los últimos años su prácti-
camente unánime apoyo a la protección de las produc-
ciones comunitarias de plátano, especialmente desde 
que se modificó sensiblemente su régimen el 1 de enero 
de 2008 al desaparecer la OCM del plátano para implan-
tar un régimen tarifario o arancelario, compensado por 
ayudas a este producto. Una fruta que en España se 
asocia claramente a Canarias, ya que produce el 60% 
de la cosecha europea, recolectándose el resto en otras 
regiones ultraperiféricas (RUP).

Ambas cámaras han conocido y estudiado todo los 
aspectos que inciden sobre el sector platanero, entre los 
que resultan de especial relevancia dos: el sostenimien-
to del empleo directo e indirecto de más de 20.000 
familias; y la conformación de un paisaje y naturaleza 
únicos, convertidos en uno de los factores esenciales 
del atractivo turístico canario, en zonas orográficamen-
te difíciles, donde no caben cultivos alternativos que 
garanticen una mínima renta de los agricultores.

Esas razones están en el origen de las continuas y 
unánimes demandas de protección a este cultivo en 
Canarias; a la vista sobre todo de que este archipiélago 
no sólo soporta las tasas de paro más altas de España, 
sino que también no se ha visto favorecido por la gran 
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mayoría de medidas sectoriales adoptadas en los últi-
mos meses, dirigidas sobre todo al sector industrial y 
de nuevas tecnologías.

Es por ello que se cometería una injusticia doble-
mente grave, a la vista de los acontecimientos de los 
últimos meses. La economía canaria descansa en la 
construcción, el turismo y sus servicios conexos en 
mucha mayor medida que la peninsular. Dejar ahora 
que el plátano canario caiga a una profunda sima, a 
resultas de unas políticas comerciales agresivas de las 
multinacionales que cultivan en tercer mundo con sala-
rios de miseria, constituiría toda una puntilla a Cana-
rias, absolutamente letal para sus posibilidades de recu-
peración inmediatas.

El Congreso de los Diputados aspira a ser coherente 
con sus propuestas anteriores, la última del pasado mes 
de febrero, cuando por unanimidad volvía a proponer al 
Gobierno que se incluyera al plátano entre las frutas 
susceptibles de ser incluidas en la subvención al trans-
porte regulada en el Real Decreto 170/2009, de 13 de 
febrero. Y todo ello para mitigar la auténtica ruina de 
unos cosecheros, que han llegado a percibir en los últi-
mos meses precios de apenas 0,11 céntimos de euro por 
kilo a la entrega directa de la fruta, después de que se 
iniciara la bajada de aranceles comunitaria.

Estos hechos son demostrativos de que esa tenden-
cia del mercado hacia precios que no garantizan unas 
mínimas rentas de subsistencia (a pesar de las ayudas 
del POSEI) ha de ser mitigada con ayudas al transporte 
como las de otras frutas producidas en las RUP. No 
hacerlo así supondría una incoherencia notable entre lo 
dicho y lo hecho, entre lo que se volvió a anunciar hace 
unas semanas y lo que se va a hacer en los próximos 
meses, que destrozaría la credibilidad de esta Cámara 
como instancia de mandato y de control el Gobierno.

Es por ello que el Congreso de los Diputados insta 
con claridad al Gobierno de España a:

«1. Dar cabida al plátano en la relación de produc-
tos agrarios acogidos al Real Decreto 170/2009, de 13 
de febrero, sobre compensación al transporte marítimo 
y aéreo de mercancías, se regula en su disposición final, 
al entender que se dan condiciones de caída de rentas 
conducentes a la ruina irrecuperable del sector.

2. Abordar con las organizaciones de productores 
un plan de promoción comercial que mejore la presen-
cia del plátano en la cesta de consumo española y 
europea, de forma que sus ventajas de calidad y sabor 
puedan ser percibidas por los consumidores.

3. Exigir a la Unión Europea que, siendo coheren-
tes con las especificidades que las regiones RUP tienen 
en los tratados de la Unión, realicen una permanente 
evaluación de la incidencia que sus acuerdos comercia-
les internacionales alcanzados en el marco de la OMC 
tienen en las producciones de las regiones ultraperiféri-
cas, claramente sometidas a desventajas y dificultades 
añadidas y permanentes, de forma que sea factible apli-

car medidas correctoras o moduladoras de sus efectos, 
tal como reiteradamente señalan todos los planes de 
actuación de la UE que tienen que ver con los sectores 
productivos y con la conectividad de la Unión.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de abril 
de 2010.—José Luis Perestelo Rodríguez, Diputado.—
María Olaia Fernández Davila, Portavoz del Grupo 
Parlamentario Mixto.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 184.2 y siguientes 
del vigente Reglamento de la Cámara, presenta la 
siguiente enmienda a la Moción consecuencia de la 
interpelación urgente del Grupo Parlamentario Mixto 
(Sr. Perestelo), sobre las medidas que piensa adoptar el 
Gobierno en relación con la situación actual de los agri-
cultores plataneros canarios.

Enmienda

De modificación.

Se añade un apartado nuevo 1, y se modifica el aparta-
do 1 de la moción, que pasa a ser el apartado 2, mante-
niéndose el resto de los apartados, que pasan a ser el 3 y 4.

«1. Defender, en el marco de la Presidencia espa-
ñola de la Unión Europea, el mantenimiento del régi-
men arancelario que en la actualidad protege al plátano 
canario.

2. Dictar, de forma inmediata a la inminente firma 
del acuerdo sobre el recorte de aranceles, las disposi-
ciones necesarias que permitan incorporar el plátano al 
régimen de compensaciones reguladas por el Real 
Decreto 179/2009, de 13 de febrero, al entender que ya 
se están produciendo las condiciones de caída de rentas 
previstas en su disposición final primera, que conduci-
rían el sector a su ruina.»

Justificación.

La introducción del nuevo apartado 1 se propone en 
coherencia con el informe respecto a las regiones ultra-
periféricas, aprobado recientemente por unanimidad 
por la Comisión Mixta para la Unión Europea. Además, 
se mejora técnicamente el apartado 1 de la moción, que 
pasa a ser el apartado 2.

 Palacio del Congreso de los Diputados, 19 de abril 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.
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A la Mesa del Congreso de los Diputados

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista, me 
dirijo a esta Mesa para, al amparo de lo establecido en 
el artículo 184 y siguientes del vigente Reglamento del 
Congreso de los Diputados, presentar la siguiente 
enmienda a la Moción consecuencia de Interpelación 
urgente del Grupo Parlamentario Mixto (Sr. Perestelo), 
sobre las medidas que piensa adoptar el Gobierno en 
relación con la situación actual de los agricultores pla-
taneros.

Enmienda al punto 1

De sustitución.

«1. Dar cabida al plátano en la relación de produc-
tos agrarios acogidos al Real Decreto 170/2009, de 13 
de febrero, sobre compensación al transporte marítimo 
y aéreo de mercancías, según se regula en su disposi-
ción final. El Real Decreto se aplicará una vez confir-
mada durante un plazo de tiempo razonable, la dismi-
nución de rentas del sector y evaluadas las causas que 
la han provocado.»

Palacio del Congreso, 20 de abril de 2010.—Eduar-
do Madina Muñoz, Portavoz del Grupo Parlamentario 
Socialista.

 

173/000132

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación 
en el Boletín Oficial de las Cortes Generales de la 
Moción consecuencia de interpelación urgente del 
Grupo Parlamentario de Esquerra Republicana-Izquier-
da Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, sobre la resti-
tución del Fondo de Apoyo a la Acogida e Integración 
de los Inmigrantes, así como para el refuerzo educativo 
de los mismos y de las enmiendas presentadas a la 
misma.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario de Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds, a ins-
tancia del Diputado don Joan Tardà i  Coma, al amparo 
de lo dispuesto en el artículo 184 del Reglamento de la 

Cámara, presenta la siguiente Moción consecuencia de 
Interpelación urgente sobre la restitución del Fondo de 
Apoyo a la Acogida e Integración de los Inmigrantes, 
así como para el refuerzo educativo de los mismos, para 
su debate en Pleno.

Moción

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que, de acuerdo con el mandato recogido en la Proposi-
ción no de Ley sobre el Fondo Estatal de Acogida e Inte-
gración y Refuerzo Educativo para las personas inmi-
gradas (162/000360), siga apoyando financieramente el 
Fondo de Apoyo a la Acogida e Integración de los Inmi-
grantes, así como para el refuerzo educativo de los mis-
mos, como el instrumento que ha consolidado la concer-
tación territorial en los programas de acogida e 
integración de la población inmigrante, y a que, en con-
secuencia, siga adoptando las medidas que permitan el 
incremento de los recursos hasta alcanzar las mismas 
dotaciones presupuestarias previstas para 2009.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de abril 
de 2010.—Joan Tardà i Coma, Diputado.—Joan 
Ridao i Martín, Portavoz Grupo Parlamentario de 
Esquerra Republicana-Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya Verds.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 184.2 del Reglamento 
de la Cámara, presenta la siguiente enmienda a la Moción 
consecuencia de interpelación urgente del Grupo Parla-
mentario de Esquerra Republicana-Izquierda Unida-Inicia-
tiva per Catalunya Verds, sobre la restitución del Fondo de 
Apoyo a la Acogida e Integración de los Inmigrantes, así 
como para el refuerzo educativo de los mismos.

Enmienda

De modificación.

El texto que se propone quedará redactado como 
sigue:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que, en coherencia con lo establecido en la Declaración 
de Zaragoza para la integración de inmigrantes, firma-
da por los Ministros y responsables de inmigración de 
los 27 países de la UE, y de acuerdo con el mandato 
recogido en la Proposición no de Ley sobre el Fondo 
Estatal para la Acogida e Integración y Refuerzo Edu-
cativo para las personas inmigradas (162/000360), siga 
apoyando financieramente el Fondo de Apoyo a la Aco-
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gida e Integración de los Inmigrantes, así como para el 
refuerzo educativo de los mismos, como el instrumento 
que ha consolidado la concertación territorial en los 
programas de acogida e integración de la población 
inmigrante, y a que, en consecuencia, siga adoptando 
las medidas que permitan el incremento de los recursos 
hasta alcanzar las mismas dotaciones presupuestarias 
previstas para 2009.»

Justificación.

El 16 de abril, los Ministros y responsables en mate-
ria de inmigración de la UE-27, durante la 4.ª Conferen-
cia Ministerial Europea sobre Integración celebrada en 
Zaragoza, firmaron la Declaración de Zaragoza para la 
integración de inmigrantes donde se resaltaba la impor-
tancia de la integración como factor de cohesión social 
en época de crisis y la necesidad de invertir en políticas 
de integración. Este compromiso se contradice con el 
recorte de 130 millones de euros en el fondo de integra-
ción de inmigrantes que ha llevado a cabo e Gobierno.

Palacio del Congreso de los Diputados, 19 de abril 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

Don Josep Antoni Duran i Lleida, en su calidad de 
Portavoz del Grupo Parlamentario Catalán (Convergèn-
cia i Unió), y al amparo de lo establecido en el artícu-
lo 184.2 del Reglamento de la Cámara, presenta una 
enmienda de modificación de la Moción consecuencia 
de Interpelación urgente del Grupo Parlamentario de 
Esquerra Republicana-Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya Verds, sobre la restitución del Fondo de 
Apoyo a la Acogida e Integración de los inmigrantes, 
así como para el refuerzo educativo de los mismos.

Redacción que se propone:

«El Congreso de los Diputados insta al Congreso a:

1. Crear y dotar, en el plazo máximo de dos meses, 
un fondo para las políticas municipales de integración 
de la inmigración, que permita financiar las actuacio-
nes de acogida e integración y las de equidad social, 
específicas o transversales, que llevan a cabo los muni-
cipios con un porcentaje de inmigración superior 
al 20% del total de la población, o bien tengan barrios 
que superen esta cifra.

2. Incorporar en la nueva Ley de Haciendas Loca-
les un Fondo para las políticas municipales de integra-
ción de la inmigración, como sistema de financiación 
complementario a la Participación en los Ingresos del 

Estado (PIE), destinado a los ayuntamientos que quie-
ran realizar actuaciones de acogida e integración, espe-
cíficas o transversales, de la inmigración en su munici-
pio. Dicho fondo podrá incluir la financiación de 
inversiones para la regeneración urbana, vinculadas a la 
integración de la inmigración.

3. Que de acuerdo con el mandato recogido en la 
Proposición no de Ley sobre el Fondo Estatal de Acogida 
e Integración y Refuerzo Educativo para las personas 
inmigradas (162/000360), siga apoyando financieramente 
el Fondo de Apoyo a la Acogida e Integración de los Inmi-
grantes, así como para el refuerzo educativo de los mis-
mos, como el instrumento que ha consolidado la concerta-
ción territorial en los programas de acogida e integración 
de la población inmigrante, y a que, en consecuencia, 
aumente los recursos del fondo hasta alcanzar las mismas 
dotaciones presupuestarias previstas para 2009, cifradas 
en 200 millones de euros.»

Enmienda a la Moción consecuencia de interpelación 
urgente

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a 
que se garantice la partida aprobada en la Ley 26/2009 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010, 
dentro del presupuesto del Ministerio de Trabajo e 
Inmigración, correspondiente al Fondo de Apoyo a la 
Acogida e Integración de los Inmigrantes como instru-
mento que ha consolidado la concertación territorial en 
los programas de acogida e integración de la población 
inmigrante.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—Josep Antoni Duran i Lleida, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió).—
Eduardo Madina Muñoz, Portavoz del Grupo Parla-
mentario Socialista.—Joan Ridao i Martín, Portavoz 
del Grupo Parlamentario de Esquerra Republicana-
Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya Verds.

 

173/000132

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión 
del día de hoy, con motivo del debate de la Moción con-
secuencia de interpelación urgente del Grupo Parla-
mentario de Esquerra Republicana-Izquierda Unida-
Iniciativa per Catalunya Verds, sobre la restitución del 
Fondo de Apoyo a la Acogida e Integración de los Inmi-
grantes, así como para el refuerzo educativo de los mis-
mos, ha acordado lo siguiente:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a que 
se garantice la partida aprobada en la Ley 26/2009, de Pre-
supuestos Generales del Estado para el año 2010, dentro 
del presupuesto del Ministerio de Trabajo e Inmigración, 
correspondiente al Fondo de Apoyo a la Acogida e Inte-



Congreso 28 de abril de 2010.—Serie D. Núm. 383

50

gración de los Inmigrantes como instrumento que ha con-
solidado la concertación territorial en los programas de 
acogida e integración de la población inmigrante.»

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

 

173/000133

El Pleno de la Cámara, en su sesión del día de hoy, 
rechazó la Moción consecuencia de interpelación urgen-
te presentada por el Grupo Parlamentario Popular en el 
Congreso, sobre la valoración del Gobierno de la evolu-
ción del desempleo en España, cuyo texto se inserta a 
continuación, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 97 del Reglamento de la Cámara. Asimismo, se 
insertan las enmiendas formuladas a la misma.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 180 y siguientes 
del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, 
presenta la siguiente Moción consecuencia de la inter-
pelación urgente al Gobierno sobre la valoración del 
Gobierno de la evolución del desempleo en España.

Exposición de motivos

La crisis económica por la que atraviesa la econo-
mía española está teniendo efectos especialmente 
devastadores en el empleo. Desde que comenzó la cri-
sis, más de dos millones y medio de españoles han 
engrosado las listas del paro.

Los brotes verdes augurados hace un año por el Eje-
cutivo en el mercado laboral siguen sin aparecer. Pese a 
tratarse de un período estacionalmente positivo para el 
empleo, el pasado mes de marzo el número de parados 
se incrementó, por octavo mes consecutivo, en 35.988 
personas, hasta alcanzar los 4.166.613 parados. Elimi-
nando el efecto estacional, el incremento alcanzó 
los 59.088 parados más. Tan sólo durante el último año 
561.211 personas se han quedado en paro, a un ritmo 
de más de mil quinientos al día.

Este fuerte ajuste del empleo en nuestro mercado de 
trabajo está siendo especialmente intenso para los jóve-

nes. Según Eurostat, la tasa de paro juvenil alcanzó el 
pasado mes de febrero el 40,7%, más del doble de la ya 
de por sí elevada tasa general, y más del doble de la tasa 
de paro juvenil de toda la Zona Euro.

A pesar de la preocupante evolución de los datos de 
desempleo en los últimos meses, los peores en términos 
brutos de la historia de España, el Gobierno sigue pos-
poniendo la adopción de las necesarias reformas para 
corregir esta situación y recuperar la capacidad de crea-
ción de empleo de la economía española.

Adicionalmente, la diversidad de fuentes estadísti-
cas, así como las modificaciones en el sistema de medi-
ción de los datos de desempleo, está reduciendo la 
transparencia de los mismos y dificultando la percep-
ción total de la intensidad de la crisis económica, en 
particular del mercado de trabajo.

Así, mientras que, de acuerdo a los datos del Minis-
terio de Trabajo e Inmigración, el número total de 
demandantes de empleo ascendió el pasado mes de 
marzo a 5.584.462 personas, el total de parados, inclu-
yendo aquellos que realizan o deben realizar un curso 
de formación, aquellos que buscan un empleo con dis-
ponibilidad limitada o a los trabajadores agrícolas sub-
sidiados ascendió a 4.643.219. Sin embargo, el dato de 
parados registrados asciende 4.166.613.

El dato de paro registrado contrasta, a su vez, con 
los datos facilitados por el INE en su Encuesta de 
Población Activa, que sitúan el número de parados 
en 4.326.500 en el cuarto trimestre de 2009 y con los de 
Eurostat para febrero que lo sitúan en 4.363.000.

Por todo ello, el Congreso de los Diputados insta al 
Gobierno a:

«1. Aprobar, de forma urgente, en el marco del 
diálogo social, las medidas de reforma del Mercado de 
Trabajo, que deberían abordar los siguientes aspectos:

— Luchar contra la dualidad en el mercado de tra-
bajo, promoviendo, en línea con lo acordado en 1997, 
la contratación indefinida a través de la simplificación 
del actual abanico de contratos, la simplificación del 
sistema de bonificaciones y la generalización del con-
trato indefinido de fomento del empleo.

— Permitir la colaboración público-privada en los 
servicios de empleo en tareas como la colocación, la 
búsqueda de empleo, la formación y la recolocación de 
los trabajadores desempleados.

— Rebajar en dos puntos las aportaciones del 
empresario a la Seguridad Social por contingencias 
comunes.

— Reformar la negociación colectiva, buscando 
referenciar salarios a productividad, ampliando sus 
espacios y permitiendo de manera efectiva la adaptabi-
lidad de los convenios a los cambios del entorno pro-
ductivo y de la empresa.

— Mejorar el sistema de formación profesional 
estableciendo garantías sobre su calidad, con la crea-
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ción de un sistema nacional de certificaciones que per-
mita su evaluación y adecuación a las exigencias reales 
del mercado de trabajo.

— Luchar contra el absentismo laboral, posibilitan-
do que las mutuas tengan la facultad de dar altas a efec-
tos económicos contando con la correspondiente parti-
cipación sindical.

2. Mejorar la transparencia de las estadísticas de 
empleo, para lo cual se publicarán de forma simultánea 
las estadísticas de medición de paro registrado con los 
ajustes introducidos en febrero de 2008 y sin dichos 
ajustes, con el fin de que se puedan realizar estudios y 
comparativas homogéneas.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 15 de abril 
de 2010.—María Soraya Sáenz de Santamaría 
Antón, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en 
el Congreso.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a iniciativa de doña 
Rosa Díez González, Diputada de Unión Progreso y 
Democracia, al amparo de lo dispuesto en el artícu-
lo 194 y siguientes del Reglamento de la Cámara, pre-
senta las siguientes enmiendas a la Moción consecuen-
cia de interpelación urgente al Gobierno sobre la 
valoración del Gobierno de la evolución del desempleo 
en España.

Enmienda al apartado 1, punto primero

De modificación.

Texto que se propone:

«Luchar contra la dualidad en el mercado de traba-
jo, promoviendo un único contrato indefinido para 
todas las nuevas contrataciones.»

Texto que se sustituye:

«Luchar contra la dualidad en el mercado de traba-
jo, promoviendo en línea con lo acordado en 1997, la 
contratación indefinida a través de la simplificación del 
actual abanico de contratos, la simplificación del siste-
ma de bonificaciones y la generalización del contrato 
indefinido de fomento del empleo.»

Justificación.

Mejora técnica.

Enmienda al apartado 1, punto tercero

De supresión.

Texto que se propone:

Se propone suprimir el tercer punto por completo. 
Este dice lo siguiente:

«Rebajar en dos puntos las aportaciones del empre-
sario a la Seguridad Social por contingencias comu-
nes.»

Justificación.

Mejora técnica.

Enmienda al apartado 1, punto sexto

De supresión.

Texto que se propone:

Se propone suprimir desde «posibilitando que las 
Mutuas» hasta «participación sindical», quedando el 
punto redactado de la siguiente manera:

«Luchar contra el absentismo laboral.»

Justificación.

Mejora técnica.

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—Rosa Díez González, Diputada.—El Porta-
voz del Grupo Parlamentario Mixto.

 

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, a instancia de doña 
María Olaia Fernández Davila, Diputada del Bloque 
Nacionalista Galego (BNG), al amparo de lo dispuesto 
en el Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente 
enmienda a la Moción consecuencia de interpelación 
urgente del Grupo Parlamentario Popular, sobre la valo-
ración del Gobierno de la evolución del desempleo en 
España.

Enmienda

De sustitución.

«El Congreso insta al Gobierno a:

No acordar ni impulsar ninguna reforma laboral que 
implique recortes de los derechos laborales que hoy tie-
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nen los trabajadores y trabajadores tanto desde el punto 
de vista social, contractual o económico.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—María Olaia Fernández Davila, Portavoz 
del Grupo Parlamentario Mixto.

 A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), al ampa-
ro de lo establecido en el artículo 184.2 del Reglamento 
de la Cámara, presenta las siguientes enmiendas de 
modificación a la Moción consecuencia de interpela-
ción urgente del Grupo Popular sobre la valoración del 
Gobierno de la evolución del desempleo en España.

Enmienda al apartado cuarto del punto primero

De modificación.

Se propone la modificación del apartado cuarto del 
punto primero, con el siguiente tenor:

«Reformar la negociación colectiva, buscando referen-
ciar salarios a productividad, ampliando sus espacios y 
permitiendo de manera efectiva la adaptabilidad de los 
convenios a los cambios del entorno productivo y de la 
empresa, sin modificar el sistema de concurrencia de con-

venios colectivos en sus diferentes ámbitos territoriales y 
sectoriales previstos en el Estatuto de los Trabajadores.»

Enmienda al apartado quinto del punto primero

De modificación.

Se propone la modificación del apartado quinto del 
punto primero, con el siguiente tenor:

«Mejorar el sistema de formación profesional, esta-
bleciendo garantías sobre su calidad creando un siste-
ma de certificaciones adecuadas a los requerimientos 
de la Constitución y los Estatutos de Autonomía, así 
como a las exigencias reales del mercado de trabajo.»

Enmienda al apartado sexto del punto primero

De modificación.

Se propone la modificación del apartado quinto del 
punto primero, con el siguiente tenor:

«Luchar contra el absentismo laboral dedicando los 
medios de la Inspección de Trabajo que resulten nece-
sarios en relación a la proporción del fenómeno.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 20 de abril 
de 2010.—Josu Iñaki Erkoreka Gervasio, Portavoz 
del Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV).

OTROS TEXTOS

AUTORIZACIONES

095/000008

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión 
del día de hoy, ha acordado conceder la autorización 
parlamentaria solicitada por el Gobierno, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 17.1 de la Ley Orgánica 5/2005, 
de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional, para la 
participación de militares españoles en la misión de la 

Unión Europea de adiestramiento de fuerzas de seguri-
dad somalíes en Uganda (EUTM-SOMALIA), publica-
da en el «BOCG. Congreso de los Diputados», serie D, 
núm. 375, de 16 de abril de 2010.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de abril 
de 2010.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.


